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PRESENTACIÓN 
 

“La balanza se inclina a favor de la probidad del género humano”. 
Alberto Brenes Córdoba 

 
Pocos temas resultan de tan alta trascendencia para la realidad democrática costarricense como la 
corrupción. Este vicio, inseparado como resulta de la impunidad, es siempre una expresión de 
subdesarrollo que, dadas sus implicaciones, mina la vigencia del Estado Social de Derecho y 
compromete la coexistencia civil de todo un pueblo que admira la justicia social, la libertad y la paz; en 
fin, el Estado Social y Democrático de Derecho 
 
Tanto la corrupción, como su expresión específica: el enriquecimiento ilícito, se imponen en la realidad 
costarricense como datos incontestables de una pérdida de valores que suele acusarse más de lo que se 
combate. En la escala de valores costarricense, deben estar siempre presentes las palabras del insigne 
jurista Brenes Córdoba, quien consideraba con su acostumbrada genialidad que,  “La balanza se inclina 
a favor de la probidad del género humano”. 
 
La probidad retoma especial importancia cuando se trata de los funcionarios públicos, sujetos de Estado a 
cuya custodia se encuentran encomendados los tesoros públicos, siendo el más valioso de estos, la 
confianza ciudadana, fuente primaria de la legitimidad.  
 
En esta ocasión, la Contraloría General de la República se da a la tarea de presentar un compendio de 
utilidad para los operadores del derecho que de alguna manera colindan en deberes comunes en torno al 
buen manejo de lo público y su consabido y necesario remanente: la lucha anticorrupción. 
 
Sumados a estos, los ciudadanos también podrán contar con este prontuario que incluye los siguientes 
cuerpos normativos: 

• Convención de Naciones Unidas contra la corrupción 
• Convención Interamericana contra la corrupción 
• Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito 
• Directrices generales sobre principios y enunciados éticos a observar por parte de los jerarcas, 

titulares subordinados , funcionarios de la Contraloría General de  la República, auditorías 
internas y servidores públicos en general. 

• Recopilación de normas nacionales directamente relacionadas con la corrupción. 
 
La recopilación realizada, bien vale aclararlo, no pretende ser exhaustiva, por lo que considera las normas 
vigentes que revisten una mayor trascendencia y resultan aplicación inmediata en el entorno nacional.   
 
La participación de la Contraloría General de la República en la búsqueda de soluciones a los problemas 
nacionales, parte de la base de su obligación formadora y difusora como órgano especializado en un área 
tan sensible como el control de la hacienda pública. Sea este compendio de normas anticorrupción, parte 
del aporte mediante el cual, la institución, más allá de una preocupación coyuntural, expresa y concretiza 
su intención de involucramiento en la discusión de un tema tan álgido como resulta ser el control de la 
corrupción en Costa Rica. 
 
 
 
 

Licda. Marta Acosta Zúñiga 
Subcontralora General de la República 
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Ley número 84221

LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO EN LA FUNCIÓN 
PÚBLICA 

 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

DECRETA: 
 

 
CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 
 
Artículo 1º—Fines. Los fines de la presente Ley serán prevenir, detectar y sancionar la corrupción en el 
ejercicio de la función pública. 
 
Artículo 2º—Servidor público. Para los efectos de esta Ley, se considerará servidor público toda 
persona que presta sus servicios en los órganos y en los entes de la Administración Pública, estatal y no 
estatal, a nombre y por cuenta de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de 
investidura y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente 
o público de la actividad respectiva. Los términos funcionario, servidor y empleado público serán 
equivalentes para los efectos de esta Ley. 
Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los funcionarios de hecho y a las personas que 
laboran para las empresas públicas en cualquiera de sus formas y para los entes públicos encargados de 
gestiones sometidas al derecho común; asimismo, a los apoderados, administradores, gerentes y 
representantes legales de las personas jurídicas que custodien, administren o exploten fondos, bienes o 
servicios de la Administración Pública, por cualquier título o modalidad de gestión. 
 
Artículo 3º—Deber de probidad. El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la 
satisfacción del interés público. 
Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas 
prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los 
habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades 
que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones 
se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, 
finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, 
economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente. 
 
Artículo 4º—Violación al deber de probidad. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales 
que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá 
justa causa para la separación del cargo público sin responsabilidad patronal. 
 
Artículo 5º—Fraude de ley. La función administrativa ejercida por el Estado y los demás entes públicos, 
así como la conducta de sujetos de derecho privado en las relaciones con estos que se realicen al amparo 
del texto de una norma jurídica y persigan un resultado que no se conforme a la satisfacción de los fines 
públicos y el ordenamiento jurídico, se considerarán ejecutadas en fraude de ley y no impedirán la debida 
aplicación de la norma jurídica que se haya tratado de eludir. 
 
Artículo 6º—Nulidad de los actos o contratos derivados del fraude de ley. El fraude de ley acarreará 
la nulidad del acto administrativo o del contrato derivado de él y la indemnización por los daños y 

                                                 
1 Publicada en La Gaceta número 212 del viernes 29 de octubre del 2004. 
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perjuicios causados a la Administración Pública o a terceros. En vía administrativa, la nulidad podrá ser 
declarada por la respectiva entidad pública o por la Contraloría General de la República, si la normativa 
que se haya tratado de eludir pertenece al ordenamiento que regula y protege la Hacienda Pública. 
Si la nulidad versa sobre actos declaratorios de derechos, deberá iniciarse el respectivo proceso de 
lesividad, salvo lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, Nº 6227, 
de 2 de mayo de 1978, en cuyo caso deberá actuarse de conformidad con lo allí establecido. 
 
Artículo 7º—Libre acceso a la información. Es de interés público la información relacionada con el 
ingreso, la presupuestación, la custodia, la fiscalización, la administración, la inversión y el gasto de los 
fondos públicos, así como la información necesaria para asegurar la efectividad de la presente Ley, en 
relación con hechos y conductas de los funcionarios públicos. 
No obstante, la Contraloría General de la República solo podrá revisar documentos de carácter privado 
según lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política y en el artículo 11 de la presente Ley. 
 
Artículo 8º—Confidencialidad del denunciante de buena fe e información que origine la apertura 
de procedimientos administrativos. 
La Contraloría General de la República, la Administración y las auditorías internas de las instituciones y 
empresas públicas, guardarán confidencialidad respecto de la identidad de los ciudadanos que, de buena 
fe, presenten ante sus oficinas denuncias por actos de corrupción. 
La información, la documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúen las auditorías 
internas, la Administración y la Contraloría General de la República, cuyos resultados puedan originar la 
apertura de un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe 
respectivo. Una vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento 
administrativo, la información contenida en el expediente será calificada como información confidencial, 
excepto para las partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a todos los documentos y las pruebas 
que consten en el expediente administrativo. 
No obstante, las autoridades judiciales podrán solicitar la información pertinente, ante la posible 
existencia de un delito contra el honor de la persona denunciada. 
 
Artículo 9º—Atención de las denuncias presentadas ante la Contraloría General de la República. La 
Contraloría General de la República determinará los procedimientos para la atención, la admisibilidad y 
el trámite de las denuncias que se le presenten y que sean atinentes al ámbito de su competencia, pero 
respetará el derecho de petición, en los términos señalados por la Constitución Política. 
 
Artículo 10.—Limitaciones de acceso al expediente administrativo. Cuando estén en curso las 
investigaciones que lleve a cabo la Contraloría General de la República en el ejercicio de sus 
atribuciones, se guardará la reserva del caso, en tutela de los derechos fundamentales del presunto 
responsable o de terceros. 
A los expedientes solo tendrán acceso las partes y sus abogados defensores debidamente acreditados 
como tales, o autorizados por el interesado para estudiar el expediente administrativo antes de asumir su 
patrocinio. 
Las comparecencias a que se refiere la Ley General de la Administración Pública en los procedimientos 
administrativos que instruya la Administración Pública por infracciones al Régimen de Hacienda Pública, 
serán orales y públicas, pero el órgano director, en resolución fundada, podrá declararlas privadas por 
razones de decoro y por derecho a la intimidad de las partes o de terceros, cuando estime que se 
entorpece la recopilación de evidencia o peligra un secreto cuya revelación sea castigada penalmente. 
 
Artículo 11.—Acceso a la información confidencial. En cumplimiento de las atribuciones asignadas a 
la Contraloría General de la República, sus funcionarios tendrán la facultad de acceder a toda fuente de 
información, los registros, los documentos públicos, las declaraciones, los libros de contabilidad y sus 
anexos, las facturas y los contratos que los sujetos fiscalizados mantengan o posean. 
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No obstante, de conformidad con el artículo 24 de la Constitución Política, los únicos documentos de 
carácter privado que la Contraloría General de la República podrá revisar sin la autorización previa del 
afectado o de sus representantes, serán los libros de contabilidad y sus anexos, con el único objeto de 
fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos. 
El afectado o sus representantes podrán autorizar, además, que la Contraloría General de la República 
revise otros documentos distintos de los enunciados en el párrafo anterior. Dicha autorización se 
entenderá otorgada si el afectado o sus representantes no se oponen al accionar de la Contraloría, luego 
de que los funcionarios de esa entidad les hayan comunicado la intención de revisar documentación y les 
hayan informado sobre la posibilidad de negarse a que se efectúe dicho trámite. 
La confidencialidad que se conceda por ley especial a los documentos, las cuentas o las fuentes, 
conocidos por la Contraloría General de la República según el artículo 24 de la Constitución Política y el 
presente Artículo, no será oponible a sus funcionarios; no obstante, deberán mantenerla frente a terceros. 
Los documentos originales a los cuales pueda tener acceso la Contraloría General de la República según 
este artículo y el artículo 24 de la Constitución Política, se mantendrán en poder de la persona física o 
jurídica que los posea, cuando esto sea preciso para no entorpecer un servicio público o para no afectar 
derechos fundamentales de terceros; por tal razón, los funcionarios de la Contraloría tendrán fe pública 
para certificar la copia respectiva y llevarla consigo. 
 
Artículo 12.—Cooperación internacional. Facúltase a la Contraloría General de la República para que 
preste su colaboración y asesoramiento al Poder Ejecutivo en la celebración de los convenios 
internacionales que corresponda, a fin de que los organismos de fiscalización de la Hacienda Pública 
puedan recabar prueba y efectuar investigaciones fuera del territorio nacional, permitan realizar estudios 
o auditorías conjuntas y faciliten la cooperación técnica y el intercambio de experiencias. 
En el ámbito de su competencia, la Contraloría General de la República podrá solicitar asistencia y 
cooperación internacional para obtener evidencia y realizar los actos necesarios en las investigaciones 
que lleve a cabo, por medio de la Autoridad Central referida en el artículo XVIII de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, ratificada por la Ley Nº 7670, de 17 de abril de 1997. 
 
Artículo 13.—Territorialidad. Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables respecto de actos 
de corrupción cometidos fuera del territorio nacional o que produzcan sus efectos fuera de él, mientras se 
trate de un estado parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción. 
La Contraloría General de la República tendrá plenas facultades de fiscalización sobre los funcionarios y 
las oficinas del servicio exterior costarricense y de los sujetos pasivos que establezcan oficinas fuera del 
territorio nacional. 
 

CAPÍTULO II 
Régimen preventivo 

 
Artículo 14.—Prohibición para ejercer profesiones liberales. No podrán ejercer profesiones liberales, 
el presidente de la República, los vicepresidentes, los magistrados del Poder Judicial y del Tribunal 
Supremo de Elecciones, los ministros, el contralor y el subcontralor generales de la República, el 
defensor y el defensor adjunto de los habitantes, el procurador general y el procurador general adjunto de 
la República, el regulador general de la República, el fiscal general de la República, los viceministros, los 
oficiales mayores, los presidentes 
ejecutivos, los gerentes y los directores administrativos de entidades descentralizadas,  instituciones 
autónomas, semiautónomas y empresas públicas, los superintendentes de entidades financieras, de 
valores y de pensiones, sus respectivos intendentes, así como los alcaldes municipales y los subgerentes y 
los subdirectores administrativos, los contralores y los subcontralores internos, los auditores y los 
subauditores internos de la Administración Pública, así como los directores y subdirectores de 
departamento y los titulares de proveeduría del Sector Público. Dentro del presente Artículo quedan 
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comprendidas las otras profesiones que el funcionario posea, aunque no constituyan requisito para ocupar 
el respectivo cargo público. 
De la prohibición anterior se exceptúan la docencia en centros de enseñanza superior fuera de la jornada 
ordinaria y la atención de los asuntos en los que sean parte el funcionario afectado, su cónyuge, 
compañero o compañera, o alguno de sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado 
inclusive. En tales casos, no deberá afectarse el desempeño normal e imparcial del cargo; tampoco deberá 
producirse en asuntos que se atiendan en la misma entidad pública o Poder del Estado en que se labora. 
 
Artículo 15.—Retribución económica por la prohibición de ejercer profesiones liberales. Salvo que 
exista un régimen especial de remuneración para el funcionario público, la compensación económica por 
la aplicación del Artículo anterior será equivalente a un sesenta y cinco por ciento (65%) sobre el salario 
base fijado para la categoría del puesto respectivo. 
 
Artículo 16.—Prohibición de percibir compensaciones salariales. Los servidores públicos solo podrán 
percibir las retribuciones o los beneficios contemplados en el Régimen de Derecho Público propio de su 
relación de servicio y debidamente presupuestados. En consecuencia, se les prohíbe percibir cualquier 
otro emolumento, honorario, estipendio o salario por parte de personas físicas o jurídicas, nacionales o 
extranjeras, en razón del cumplimiento de sus funciones o con ocasión de estas, en el país o fuera de él. 
 
Artículo 17.—Desempeño simultáneo de cargos públicos. Ninguna persona podrá desempeñar, 
simultáneamente, en los órganos y las entidades de la Administración Pública, más de un cargo 
remunerado salarialmente. De esta disposición quedan a salvo los docentes de instituciones de educación 
superior, los músicos de la Orquesta Sinfónica Nacional y los de las bandas que pertenezcan a la 
Administración Pública, así como quienes presten los servicios que requieran la Comisión Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias para atender emergencias nacionales así declaradas 
por el Poder Ejecutivo, el Tribunal Supremo de Elecciones, durante los seis meses anteriores a la fecha 
de las elecciones nacionales y hasta tres meses después de verificadas, así como otras instituciones 
públicas, en casos similares, previa autorización de la Contraloría General de la República. 
Para que los funcionarios públicos realicen trabajos extraordinarios que no puedan calificarse como horas 
extras, se requerirá la aprobación previa de la Contraloría General de la República. La falta de aprobación 
impedirá el pago o la remuneración. 
Igualmente, ningún funcionario público, durante el disfrute de un permiso sin goce de salario, podrá 
desempeñarse como asesor ni como consultor de órganos, instituciones o entidades, nacionales o 
extranjeras, que se vinculan directamente, por relación jerárquica, por desconcentración o por convenio 
aprobado al efecto, con el órgano o la entidad para el cual ejerce su cargo. 
Asimismo, quienes desempeñen un cargo dentro de la función pública no podrán devengar dieta alguna 
como miembros de juntas directivas o de otros órganos colegiados pertenecientes a órganos, entes y 
empresas de la Administración Pública. 
 
Artículo 18.—Incompatibilidades. El Presidente de la República, los vicepresidentes, diputados, 
magistrados propietarios del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, los ministros, el 
contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, 
el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el regulador general de la 
República, los viceministros, los oficiales mayores, los miembros de junta directiva, los presidentes 
ejecutivos, los gerentes y subgerentes, los directores y subdirectores ejecutivos, los jefes de proveeduría, 
los auditores y subauditores internos de la Administración Pública y de las empresas públicas, así como 
los alcaldes municipales, no podrán ocupar simultáneamente cargos en juntas directivas; tampoco podrán 
figurar registralmente como representantes o apoderados de empresas privadas, ni tampoco participar en 
su capital accionario, personalmente o por medio de otra persona jurídica, cuando tales empresas presten 
servicios a instituciones o a empresas públicas que, por la naturaleza de su actividad comercial, compitan 
con ella. 
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La prohibición de ocupar cargos directivos y gerenciales o de poseer la representación legal también 
regirá en relación con cualquier entidad privada, con fines de lucro o sin ellos, que reciba recursos 
económicos del Estado. 
Los funcionarios indicados contarán con un plazo de treinta días hábiles para acreditar, ante la 
Contraloría General de la República, su renuncia al cargo respectivo y la debida inscripción registral de 
su separación; dicho plazo podrá ser prorrogado una sola vez por el órgano contralor, hasta por otro 
período igual. 
 
Artículo 19.—Levantamiento de la incompatibilidad. Únicamente ante gestión presentada por el 
interesado, la Contraloría General de la República, mediante resolución fundada y en situaciones 
calificadas, podrá levantar la incompatibilidad que se establece en el artículo precedente, cuando pueda 
estimarse que, por el carácter de los bienes que integran el patrimonio de la empresa en la cual el 
funcionario es directivo, apoderado o representante, por sus fines o por el giro particular, y por la 
ausencia de actividad, no existe conflicto de intereses, sin perjuicio de que dicho levantamiento pueda ser 
revocado por incumplimiento o modificación de las condiciones en que fue concedido. 
 
Artículo 20.—Régimen de donaciones y obsequios. Los obsequios recibidos por un funcionario público 
como gesto de cortesía o costumbre diplomática, serán considerados bienes propiedad de la Nación, 
cuando su valor sea superior a un salario base, según la definición del artículo 2º de la Ley Nº 7337, de 
acuerdo con la valoración prudencial que de ellos realice la Dirección General de Tributación, si se 
estima necesaria. El destino, registro y uso de estos bienes serán los que determine el Reglamento de esta 
Ley; al efecto podrá establecerse que estos bienes o el producto de su venta, sean trasladados a 
organizaciones de beneficencia pública, de salud o de educación, o al patrimonio histórico-cultural, según 
corresponda. 
De la aplicación de esta norma se exceptúan las condecoraciones y los premios de carácter honorífico, 
cultural, académico o científico. 
 

CAPÍTULO III 
Declaración jurada sobre la situación patrimonial 

 
Artículo 21.—Funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial. Deberán declarar la 
situación patrimonial, ante la Contraloría General de la República, según lo señalan la presente Ley y su 
Reglamento, los diputados a la Asamblea Legislativa, el presidente de la República, los vicepresidentes; 
los ministros, con cartera o sin ella, o los funcionarios nombrados con ese rango; los viceministros, los 
magistrados propietarios y suplentes del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, el 
contralor y el subcontralor generales de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, 
el procurador general y el procurador general adjunto de la República, el fiscal general de la República, 
los rectores, los contralores o los subcontralores de los centros de enseñanza superior estatales, el 
regulador general de la República, los superintendentes de entidades financieras, de valores y de 
pensiones, así como los respectivos intendentes; los oficiales mayores de los ministerios, los miembros 
de las juntas directivas, excepto los fiscales sin derecho a voto, los presidentes ejecutivos, los gerentes, 
los subgerentes, los auditores o los subauditores internos, y los titulares de las proveedurías de toda la 
Administración Pública y de las empresas públicas, así como los regidores, propietarios y suplentes, y los 
alcaldes municipales. 
También declararán su situación patrimonial los empleados de las aduanas, los empleados que tramiten 
licitaciones públicas, los demás funcionarios públicos que custodien, administren, fiscalicen o recauden 
fondos públicos, establezcan rentas o ingresos en favor del Estado, los que aprueben y autoricen 
erogaciones con fondos públicos, según la enumeración contenida en el Reglamento de esta Ley, que 
podrá incluir también a empleados de sujetos de derecho privado que administren, custodien o sean 
concesionarios de fondos, bienes y servicios públicos, quienes, en lo conducente, estarán sometidos a las 
disposiciones de la presente Ley y su Reglamento. 
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El contralor y el subcontralor generales de la República enviarán copia fiel de sus declaraciones a la 
Asamblea Legislativa, la cual, respecto de estos funcionarios, gozará de las mismas facultades que esta 
Ley asigna a la Contraloría General de la República en relación con los demás servidores públicos. 
 
Artículo 22.—Presentación de las declaraciones inicial, anual y final. La declaración inicial deberá 
presentarse dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de nombramiento o la de declaración 
oficial de la elección por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, cuando se trate de cargos de elección 
popular. Para efectos de actualización, también deberá presentarse cada año, dentro de los primeros 
quince días hábiles de mayo, una declaración en la cual se hagan constar los cambios y las variaciones en 
relación con la situación patrimonial declarada. Por último, dentro del plazo de los treinta días hábiles 
inmediatos al cese de funciones, los funcionarios públicos deberán presentar una declaración jurada final, 
en la cual se reflejen los cambios y las variaciones en la situación patrimonial; lo anterior según las 
disposiciones reglamentarias que se dicten al efecto de conformidad con esta Ley. Las declaraciones 
serán formuladas bajo fe de juramento. 
 
Artículo 23.—Declaración jurada por orden singular. El hecho de que un servidor público no esté 
obligado a presentar declaración jurada sobre su situación patrimonial, no impedirá realizar las 
averiguaciones y los estudios pertinentes para determinar un eventual enriquecimiento ilícito o cualquier 
otra infracción a la presente Ley. Para tal efecto, la Contraloría General de la República o el Ministerio 
Público, por medio del fiscal general, en cualquier momento podrá exigir, por orden singular, a todo 
funcionario público que administre o custodie fondos públicos, que presente declaración jurada de su 
situación patrimonial. En tal caso, a partir de ese momento el funcionario rendirá sus declaraciones 
inicial, anual y final, bajo los mismos plazos, términos y sanciones previstos en esta Ley y su 
Reglamento, pero el término para presentar la primera declaración correrá a partir del día siguiente a la 
fecha de recibo de la orden. El Ministerio Público enviará a la Contraloría General de la República copia 
fiel de las declaraciones que reciba. 
 
Artículo 24.—Confidencialidad de las declaraciones. El contenido de las declaraciones juradas es 
confidencial, salvo para el propio declarante, sin perjuicio del acceso a ellas que requieran las comisiones 
especiales de investigación de la Asamblea Legislativa, la Contraloría General de la República, el 
Ministerio Público o los tribunales de la República, para investigar y determinar la comisión de posibles 
infracciones y delitos previstos en la Ley. La confidencialidad no restringe el derecho de los ciudadanos 
de saber si la declaración fue presentada o no conforme a la ley. 
 
Artículo 25.—Registro de declaraciones juradas. La Contraloría General de la República establecerá 
un registro de declaraciones juradas que proveerá a los interesados los formularios respectivos, para que 
efectúen su declaración; además, tendrá las funciones de recibir y custodiar las declaraciones de cada 
servidor público. 
Pasados cuatro años desde la fecha en que el servidor público haya cesado en el cargo que dio origen al 
deber de declarar su situación patrimonial, las declaraciones presentadas y su documentación anexa serán 
remitidas al Archivo Nacional y se conservarán las mismas condiciones de confidencialidad. 
 
Artículo 26.—Condiciones de los sujetos obligados a presentar declaración jurada de bienes. Se 
encuentran obligados a declarar su situación patrimonial, los funcionarios públicos nombrados en 
propiedad, que ocupen los puestos o realicen las funciones correspondientes a los cargos que se detallan 
en esta Ley y su Reglamento. 
Asimismo, quedan comprendidos los funcionarios con nombramientos interinos a plazo fijo o con 
recargo o asignación de funciones mediante resolución expresa, cuando el plazo sea mayor o igual 
a seis meses. 
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Artículo 27.—Modificación de la descripción del puesto o de la nomenclatura administrativa. Los 
funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial tendrán ese deber aun cuando, en virtud de una 
reorganización administrativa o de otro motivo similar, se modifique el nombre o título de la clase de 
puesto que ocupan, siempre y cuando sus atribuciones y responsabilidades continúen siendo equiparables 
a las del cargo que originaba tal obligación. 
 
Artículo 28.—Deber de informar sobre funcionarios sujetos a la declaración jurada. El director, el 
jefe o el encargado de la unidad de recursos humanos o de la oficina de personal de cada órgano o 
entidad pública, dentro de los ocho días hábiles siguientes a la designación o a la declaración de elección 
oficial del Tribunal Supremo de Elecciones, deberá informar a la Contraloría General de la República, 
sobre el nombre, las calidades y el domicilio exacto de los servidores que ocupan cargos que exijan 
presentar la declaración de la situación patrimonial, con la indicación de la fecha en que iniciaron sus 
funciones; también deberá informar por escrito al funcionario sobre su deber de cumplir con esa 
declaración. 
Dentro de igual plazo, deberá informar la fecha en que, por cualquier circunstancia, los servidores 
obligados a declarar concluyan su relación de servicio, o bien, sobre cualquier otra circunstancia que 
afecte el cumplimiento de la obligación de declarar la situación patrimonial. 
Para todos los efectos legales, la desobediencia de esta obligación será considerada falta grave, 
sancionable de acuerdo con el régimen interno correspondiente. 
El error o defecto en la información que la unidad de recursos humanos suministre en aplicación de este 
artículo, por sí solo no constituirá razón suficiente para extinguir o atenuar las responsabilidades del 
declarante determinadas en esta Ley. 
La presente disposición será aplicable, en lo conducente, a los sujetos de derecho privado. 
 
Artículo 29.—Contenido de la declaración. Además de lo dispuesto en el Reglamento de esta Ley, el 
servidor público deberá incluir en su declaración, en forma clara, precisa y detallada, los bienes, las 
rentas, los derechos y las obligaciones que constituyen su patrimonio, tanto dentro del territorio nacional 
como en el extranjero; también consignará una valoración estimada en colones. 
1. De los bienes inmuebles deberá indicarse: 
a) El derecho real que se ejerce sobre el bien (propiedad, posesión, arrendamiento, usufructo, nuda 
propiedad u otro) y la causa de adquisición (venta, legado, donación u otra); deberá indicarse el nombre 
de la persona, física o jurídica, de quien se adquirió. 
b) Las citas de inscripción en el respectivo Registro. 
c) El área, la naturaleza, los linderos y la ubicación exacta del inmueble. Si hay construcción o mejoras, 
deberá indicarse su naturaleza, el área constructiva, con descripción de sus acabados, y la antigüedad. 
d) La actividad a que se dedica cada finca. 
e) El valor estimado del inmueble, incluso el costo de la construcción, cuando corresponda. 
f) En las declaraciones finales, los bienes inmuebles que ya no formen parte del patrimonio del declarante 
y que aparezcan en su declaración jurada anterior, así como el nombre del nuevo 
propietario. 
2. De los bienes muebles deberá indicarse al menos lo siguiente: 
a) El derecho real que se ostenta sobre el bien, la causa de adquisición, gratuita u onerosa, y la identidad 
del propietario anterior. 
b) La descripción precisa del bien, la marca de fábrica, el modelo, el número de placa de circulación, 
cuando corresponda, o en su defecto, el número de serie, así como una estimación del valor actual. 
c) En caso de semovientes, la cantidad, el género, la raza y el valor total estimado. 
d) Respecto del menaje de casa, su valor total estimado y su descripción. Se entienden, por menaje de 
casa, únicamente los artículos domésticos y la ropa de uso personal propio, de su cónyuge, su compañero 
o compañera, de sus hijos y de las demás personas que habiten con el funcionario. No se incluyen las 
obras de arte, colecciones de cualquier índole, joyas, antigüedades, armas ni los bienes utilizados para el 
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ejercicio de la profesión, arte u oficio del servidor; todos estos bienes deberán ser identificados en forma 
separada del menaje de casa y deberá indicarse su valor estimado. 
e) De la participación en sociedades o empresas con fines de lucro, el nombre completo de la entidad, la 
cédula jurídica, el cargo o puesto que el funcionario ocupa en ellas, el domicilio, el número de acciones 
propiedad del declarante, el tipo de estas y su valor nominal, así como los aportes en efectivo y en 
especie efectuados por el declarante; asimismo, las sumas recibidas por dividendos en los últimos tres 
años, si los hay, y los dividendos de la empresa por su participación societaria en otras organizaciones, 
nacionales o extranjeras. 
f) De los bonos, la clase, el número, la serie y la entidad que los emitió, el valor nominal en la moneda 
correspondiente, el número y monto de los cupones a la fecha de adquisición, la tasa de interés que 
devengan, la fecha de adquisición y la fecha de vencimiento. 
g) De los certificados de depósito en colones o en moneda extranjera, el número de certificado, la entidad 
que los emitió, el valor en colones o moneda extranjera, la tasa de interés, el plazo y la fecha de 
adquisición, así como el número y monto de los cupones a la fecha de adquisición. 
h) De los fondos complementarios de pensión o similares y de las cuentas bancarias corrientes y de 
ahorros, en colones o en moneda extranjera, el número de la cuenta, el nombre de la institución bancaria 
o empresa, y el saldo o monto ahorrado a la fecha de la declaración. 
i) De los salarios y otras rentas, el tipo de renta (alquileres, dietas, dividendos, intereses, pensiones, 
salarios, honorarios, comisiones u otros), la institución, empresa, cooperativa, fundación o persona que 
los pagó, sea nacional o extranjera; el monto devengado por cada renta y el período que cubre cada una; 
además, el monto total remunerado en dinero, incluso los gastos de representación fijos no sujetos a 
liquidación, así como lo remunerado en especie, con indicación de su contenido. 
De los ingresos citados se indicarán su estimación anual y el desglose respectivo, de acuerdo con su 
naturaleza. 
j) De los activos intangibles, su tipo, origen y su valor estimado. 
3. De los pasivos deberán indicarse todas las obligaciones pecuniarias del funcionario en las que este 
figure como deudor o fiador; se señalará también el número de operación, el monto original, la 
persona o entidad acreedora, el plazo, la cuota del último mes, el origen del pasivo y el saldo a la fecha 
de la declaración. 
4. Otros intereses patrimoniales: El declarante también deberá indicar los intereses patrimoniales propios 
no comprendidos en las disposiciones anteriores. 
 
Artículo 30.—Autorización para acceso a información. La declaración contendrá una autorización en 
favor de la Contraloría Generalde la República para requerir información pertinente a las empresas y 
organizaciones financieras o bancarias, nacionales o extranjeras, con las que posean vínculos o intereses 
económicos o participación accionaria relevantes para los fines de la presente Ley. 
 
Artículo 31.—Ámbito temporal de la declaración jurada. La declaración inicial comprenderá los 
cambios patrimoniales ocurridos hasta un año antes de la fecha del nombramiento o de la elección 
declarada oficialmente por el Tribunal Supremo de Elecciones. En especial, durante ese lapso, el 
declarante deberá indicar los bienes que han dejado de pertenecerle, el nombre del adquirente, el título 
por el cual se traspasó y la cuantía de la operación, así como las obligaciones adquiridas o extinguidas 
por pago o por cualquier otro motivo, el cual también deberá identificarse. 
 
Artículo 32.—Simulación. Podrá concluirse que existe simulación, si no hay concordancia entre los 
bienes declarados ante la Contraloría General de la República y los que se estén usufructuando de hecho. 
Para que la simulación se configure, será necesario que el usufructo sea sobre bienes de terceros, que por 
ello no aparezcan en la declaración del funcionario, que este no pueda exhibir ningún título sobre ellos, y 
que el usufructo sea público y notorio, parcial o total, permanente o discontinuo. 
Se entiende que existe usufructo de hecho sobre los bienes muebles e inmuebles que conforman el 
patrimonio familiar y los pertenecientes a cualquiera de sus parientes por consanguinidad o afinidad, 
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incluso hasta el segundo grado, o a cualquier persona jurídica, siempre que exista la indicada forma 
indicada de usufructo. 
Todos los bienes de los cuales se goce un usufructo de hecho, por cualquier motivo, deberán ser 
declarados. 
 
Artículo 33.—Recibo. El interesado recibirá constancia de la presentación de sus declaraciones, sin 
perjuicio de que la Contraloría General de la República pueda exigirle las aclaraciones pertinentes o 
información adicional, o de las responsabilidades que se deriven por presentación tardía en forma 
injustificada. 
 
Artículo 34.—Constatación de veracidad de la declaración. Cuando lo estime oportuno, la Contraloría 
General de la República podrá examinar y verificar, con todo detalle, la exactitud y veracidad de las 
declaraciones, de conformidad con los procedimientos y las facultades que le otorgan la Constitución 
Política y las leyes. Asimismo, podrá requerir, por escrito, al declarante las aclaraciones o adiciones que 
estime necesarias, dentro del plazo que prudencialmente se le fije. 
 
Artículo 35.—Facultad de investigación aun ante existencia de responsabilidades. La imposición de 
sanciones administrativas no le impedirá a la Contraloría General de la República realizar las 
investigaciones que estime procedentes de acuerdo con esta Ley, en relación con la situación patrimonial 
de quien ha omitido su declaración jurada o la ha presentado en forma extemporánea; tampoco enervará 
la posibilidad de establecer las otras responsabilidades del caso derivadas de esa investigación. 
 
Artículo 36.—Acceso a cargos públicos. Para ejercer un cargo público que origine el deber de declarar 
la situación patrimonial, será requisito que no exista ninguna declaración jurada pendiente de ser 
presentada a la Contraloría General de la República. De esta disposición se exceptúan los cargos de 
elección popular. La infracción a lo dispuesto en esta norma acarreará la nulidad relativa del 
nombramiento. 
 

CAPÍTULO IV 
Responsabilidad administrativa y civil 

 
Artículo 37.—Las instituciones públicas estarán obligadas a facilitar a un profesional que apoye 
técnicamente al jerarca para que realice su declaración. 
 
Artículo 38.—Causales de responsabilidad administrativa. Sin perjuicio de otras causales previstas en 
el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el 
funcionario público que: 
a) Incumpla el régimen de prohibiciones e incompatibilidades establecido en la presente Ley. 
b) Independientemente del régimen de prohibición o dedicación exclusiva a que esté sometido, ofrezca o 
desempeñe actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de intereses o 
favorezcan el interés privado en detrimento del interés público. 
Sin que esta ejemplificación sea taxativa, se incluyen en el supuesto los siguientes casos: el estudio, la 
revisión, la emisión de criterio verbal o escrito, la preparación de borradores relacionados con trámites en 
reclamo o con ocasión de ellos, los recursos administrativos, las ofertas en procedimientos de 
contratación administrativa, la búsqueda o negociación de empleos que estén en conflicto con sus 
deberes, sin dar aviso al superior o sin separarse del conocimiento de asuntos en los que se encuentre 
interesado el posible empleador. 
c) Se favorezca él, su cónyuge, su compañera o compañero, o alguno de sus parientes, hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad, por personas físicas o jurídicas que sean potenciales oferentes, 
contratistas o usuarios de la entidad donde presta servicios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 
de esta misma Ley. 
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d) Debilite el control interno de la organización u omita las actuaciones necesarias para su diseño, 
implantación o evaluación, de acuerdo con la normativa técnica aplicable. 
e) Infrinja lo dispuesto en el artículo 20 de esta Ley, en relación con el régimen de donaciones y 
obsequios. 
f) Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad 
u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella. 
g) Incurra en culpa grave en la vigilancia o la elección de funcionarios sometidos a sus potestades de 
dirección o jerarquía, en cuanto al ejercicio que estos hayan realizado de las facultades de administración 
de fondos públicos. 
h) Omita someter al conocimiento de la Contraloría General de la República los presupuestos que 
requieran la aprobación de esa entidad. 
i) Injustificadamente, no presente alguna de las declaraciones juradas a que se refiere esta Ley si, vencido 
el plazo para su entrega, es prevenido una única vez por la Contraloría General de la República para que 
en el plazo de quince días hábiles cumpla con su presentación. 
j) Incurra en falta de veracidad, omisión o simulación en sus declaraciones de situación patrimonial. 
k) Retarde o desobedezca, injustificadamente, el requerimiento para que aclare o amplíe su declaración 
de situación patrimonial o de intereses patrimoniales, dentro del plazo que le fije la Contraloría General 
de la República. 
l) Viole la confidencialidad de las declaraciones juradas de bienes. 
m) Perciba, por sí o por persona física o jurídica interpuesta, retribuciones, honorarios o beneficios 
patrimoniales de cualquier índole, provenientes de personas u organizaciones que no pertenezcan a la 
Administración Pública, por el cumplimiento de labores propias del cargo o con ocasión de estas, dentro 
del país o fuera de él. 
n) Incumpla la prohibición del artículo 17 de la presente Ley para ejercer cargos en forma simultánea en 
la Administración Pública. 
ñ) Incurra en omisión o retardo, grave e injustificado, de entablar acciones judiciales dentro del plazo 
requerido por la Contraloría General de la República. 
 
Artículo 39.—Sanciones administrativas. Según la gravedad, las faltas anteriormente señaladas serán 
sancionadas así: 
a) Amonestación escrita publicada en el Diario Oficial. 
b) Suspensión, sin goce de salario, dieta o estipendio correspondiente, de quince a treinta días. 
c) Separación del cargo público, sin responsabilidad patronal o cancelación de la credencial de regidor 
municipal, según corresponda. 
 
Artículo 40.—Competencia para declarar responsabilidades. Las sanciones previstas en esta Ley 
serán impuestas por el órgano que ostente la potestad disciplinaria en cada entidad pública, de acuerdo 
con las reglamentaciones aplicables. La Contraloría General de la República también será competente 
para tramitar el respectivo procedimiento administrativo y requerir a la entidad respectiva, en forma 
vinculante, la aplicación de la sanción que determine, cuando el caso verse sobre actuaciones regidas por 
el ordenamiento jurídico de la Hacienda Pública. 
Queda a salvo lo dispuesto en el artículo 43 de esta Ley, en cuyo caso la Contraloría General de la 
República procederá conforme se indica. 
Toda responsabilidad será declarada según los principios y procedimientos aplicables, con arreglo a los 
principios establecidos en la Ley General de la Administración Pública y se les asegurarán a las partes las 
garantías constitucionales relativas al debido proceso y la defensa previa, real y efectiva, sin perjuicio de 
las medidas cautelares necesarias. 
En todo caso, la Contraloría General de la República deberá denunciar ante las autoridades judiciales 
competentes, los hechos que lleguen a su conocimiento y que puedan considerarse constitutivos de 
delitos. 
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Artículo 41.—Criterios por considerar. Las sanciones estipuladas en la presente Ley serán impuestas 
por las infracciones anteriormente tipificadas que hayan sido cometidas con dolo o culpa grave. Para 
valorar la conducta del presunto responsable se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores: 
a) La efectiva lesión a los intereses económicos de la Administración Pública y la cuantía de los daños y 
perjuicios irrogados. 
b) El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el 
enriquecimiento o favorecimiento del autor de la infracción o de terceros, así como el empeño puesto en 
procurarlos. 
c) El impacto negativo en el servicio público. 
d) La reincidencia en alguna de las faltas tipificadas en el Artículo 38 de esta Ley, dentro de los cuatro 
años anteriores. 
e) El rango y las funciones del servidor; se entiende que, a mayor jerarquía y complejidad de estas, mayor 
será la obligación de apreciar la legalidad, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, 
autorizan o ejecutan. 
 
Artículo 42.—Sanciones para los funcionarios de la Contraloría General de la República. Además 
de las sanciones establecidas en los reglamentos internos, los servidores de la Contraloría General de la 
República serán sancionados, disciplinariamente, con despido sin responsabilidad patronal, sin perjuicio 
de las sanciones penales correspondientes, cuando por dolo o culpa grave: 
a) Violen la confidencialidad o alteren el contenido de las declaraciones juradas de bienes. 
b) Divulguen información de los sujetos pasivos de la fiscalización de la Contraloría General de la 
República, cuya confidencialidad sea conferida por ley especial y a la cual tengan acceso en ejercicio de 
sus funciones, o se prevalezcan de dicha información o de su cargo para fines ajenos a sus deberes. 
 
Artículo 43.—Responsabilidad de los miembros de los Supremos Poderes. En caso de que las 
infracciones previstas en esta Ley sean atribuidas a diputados, regidores, alcaldes municipales, 
magistrados del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, ministros de Gobierno, el 
contralor y subcontralor generales de la República, defensor de los habitantes de la República y el 
defensor adjunto, el regulador general y el procurador general de la República, o a los directores de las 
instituciones autónomas, de ello se informará, según el caso, al Tribunal Supremo de Elecciones, a la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Gobierno, la Asamblea Legislativa o al presidente de la 
República, para que, conforme a derecho, se proceda a imponer las sanciones correspondientes. 
 
Artículo 44.—Prescripción de la responsabilidad administrativa. La responsabilidad administrativa 
del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley, y en el ordenamiento relativo a la 
Hacienda Pública, prescribirá, según el artículo 43 de la Ley General de Control Interno y el artículo 71 
de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428, de 7 de setiembre de 1994. 
 

CAPÍTULO V 
Delitos 

 
Artículo 45.—Enriquecimiento ilícito. Será sancionado con prisión de tres a seis años quien, 
aprovechando ilegítimamente el ejercicio de la función pública o la custodia, la explotación, el uso o la 
administración de fondos, servicios o bienes públicos, bajo cualquier título o modalidad de gestión, por sí 
o por interpósita persona física o jurídica, acreciente su patrimonio, adquiera bienes, goce derechos, 
cancele deudas o extinga obligaciones que afecten su patrimonio o el de personas jurídicas, en cuyo 
capital social tenga participación ya sea directamente o por medio de otras personas jurídicas. 
 
Artículo 46.—Falsedad en la declaración jurada. Será reprimido con prisión de seis meses a un año, 
quien incurra en falsedad, simulación o encubrimiento al realizar las declaraciones juradas de bienes ante 
la Contraloría General de la República. 
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Artículo 47.—Receptación, legalización o encubrimiento de bienes. Será sancionado con prisión de 
uno a ocho años, quien oculte, asegure, transforme, invierta, transfiera, custodie, administre, adquiera o 
dé apariencia de legitimidad a bienes o derechos, a sabiendas de que han sido producto del 
enriquecimiento ilícito o de actividades delictivas de un funcionario público, cometidas con ocasión del 
cargo o por los medios y las oportunidades que este le brinda. 
 
Artículo 48.—Legislación o administración en provecho propio. Será sancionado con prisión de uno a 
ocho años, el funcionario público que sancione, promulgue, autorice, suscriba o participe con su voto 
favorable, en las leyes, decretos, acuerdos, actos y contratos administrativos que otorguen, en forma 
directa, beneficios para sí mismo, para su cónyuge, compañero, compañera o conviviente, sus parientes 
incluso hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad o para las empresas en las que el funcionario 
público, su cónyuge, compañero, compañera o conviviente, sus parientes incluso hasta el tercer grado de 
consanguinidad o afinidad posean participación accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras 
personas jurídicas en cuyo capital social participen o sean apoderados o miembros de algún órgano 
social. 
Igual pena se aplicará a quien favorezca a su cónyuge, su compañero, compañera o conviviente o a sus 
parientes, incluso hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, o se favorezca a sí mismo, con 
beneficios patrimoniales contenidos en convenciones colectivas, en cuya negociación haya participado 
como representante de la parte patronal. 
 
Artículo 49.—Sobreprecio irregular. Será penado con prisión de tres a diez años, quien, por el pago de 
precios superiores o inferiores - según el caso- al valor real o corriente y según la calidad o especialidad 
del servicio o producto, obtenga una ventaja o un beneficio de cualquier índole para sí o para un tercero 
en la adquisición, enajenación, la concesión, o el gravamen de bienes, obras o servicios en los que estén 
interesados el Estado, los demás entes y las empresas públicas, las municipalidades y los sujetos de 
derecho privado que administren, exploten o custodien, fondos o bienes públicos por cualquier título o 
modalidad de gestión. 
 
Artículo 50.—Falsedad en la recepción de bienes y servicios contratados. Será penado con prisión de 
dos a ocho años, el funcionario público, el consultor o alguno de los servidores de este, contratados por la 
respectiva entidad pública, que incurran en falsedad o en manipulación de la información acerca de la 
ejecución o construcción de una obra pública, o sobre la existencia, cantidad, calidad o naturaleza de los 
bienes y servicios contratados o de las obras entregadas en concesión, con el propósito de dar por 
recibido a satisfacción el servicio o la obra. Si con esa conducta se entorpece el servicio que se presta o 
se le imposibilita a la entidad pública el uso de la obra o la adecuada atención de las necesidades que 
debía atender el servicio contratado, los extremos menor y mayor de la pena se aumentarán en un tercio. 
 
Artículo 51.—Pago irregular de contratos administrativos. Será penado con prisión de uno a tres años, 
el funcionario público que autorice, ordene, consienta, apruebe o permita pagos, a sabiendas de que se 
trata de obras, servicios o suministros no realizados o inaceptables por haber sido ejecutados o 
entregados defectuosamente, de acuerdo con los términos de la contratación, o en consideración de reglas 
unívocas de la ciencia o la técnica. 
 
Artículo 52.—Tráfico de influencias. Será sancionado con pena de prisión de dos a cinco años, quien 
directamente o por interpósita persona, influya en un servidor público, prevaliéndose de su cargo o de 
cualquiera otra situación derivada de su situación personal o jerárquica con este o con otro servidor 
público, ya sea real o simulada, para que haga, retarde u omita un nombramiento, adjudicación, 
concesión, contrato, acto o resolución propios de sus funciones, de modo que genere, directa o 
indirectamente, un beneficio económico o ventaja indebidos, para sí o para otro. 
Con igual pena se sancionará a quien utilice u ofrezca la influencia descrita en el párrafo anterior. 
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Los extremos de la pena señalada en el párrafo primero se elevarán en un tercio, cuando la influencia 
provenga del presidente o del vicepresidente de la República, de los miembros de los Supremos Poderes, 
o del Tribunal Supremo de Elecciones, del contralor o el subcontralor generales de la República; del 
procurador general o del procurador general adjunto de la República, del fiscal general de la República, 
del defensor o el defensor adjunto de los habitantes, del superior jerárquico de quien debe resolver o de 
miembros de los partidos políticos que ocupen cargos de dirección a nivel nacional. 
 
Artículo 53.—Prohibiciones posteriores al servicio del cargo. Será penado con cien a ciento cincuenta 
días multa, el funcionario público que, dentro del año siguiente a la celebración de un contrato 
administrativo mayor o igual que el límite establecido para la licitación pública en la entidad donde 
prestó servicios, acepte empleo remunerado o participación en el capital social con la persona física o 
jurídica favorecida, si tuvo participación en alguna de las fases del proceso de diseño y elaboración de las 
especificaciones técnicas o de los planos constructivos, en el proceso de selección y adjudicación, en el 
estudio y la resolución de los recursos administrativos contra la adjudicación, o bien, en el proceso de 
inspección y fiscalización de la etapa constructiva o la recepción del bien o servicio de que se trate. 
 
Artículo 54.—Apropiación de bienes obsequiados al Estado. Será penado con prisión de uno a dos 
años el funcionario público que se apropie o retenga obsequios o donaciones que deba entregar al Estado, 
de conformidad con el artículo 20 de esta Ley. 
 
Artículo 55.—Soborno transnacional. Será sancionado con prisión de dos años a ocho años, quien 
ofrezca u otorgue, a un servidor público de otro Estado o de un organismo o entidad internacional, directa 
o indirectamente, cualquier dádiva, retribución u otra ventaja indebida, a cambio de que dicho 
funcionario, en el ejercicio de sus funciones, realice u omita cualquier acto o, indebidamente haga valer 
ante otro funcionario la influencia derivada de su cargo. La pena será de tres a diez años, si el soborno se 
efectúa para que el funcionario ejecute un acto contrario a sus 
deberes. 
La misma pena se aplicará a quien reciba la dádiva, retribución o ventaja mencionadas. 
 
Artículo 56.—Reconocimiento ilegal de beneficios laborales. Será penado con prisión de tres meses a 
dos años, el funcionario público que, en representación de la Administración Pública y por cuenta de ella, 
otorgue o reconozca beneficios patrimoniales derivados de la relación de servicio, con infracción del 
ordenamiento jurídico aplicable. 
 
Artículo 57.—Influencia en contra de la Hacienda Pública. Serán penados con prisión de dos a ocho 
años, el funcionario público y los demás sujetos equiparados que, al intervenir en razón de su cargo, 
influyan, dirijan o condicionen, en cualquier forma, para que se produzca un resultado determinado, 
lesivo a los intereses patrimoniales de la Hacienda Pública o al interés público, o se utilice cualquier 
maniobra o artificio tendiente a ese fin. 
 
Artículo 58.—Fraude de ley en la función administrativa. Será penado con prisión de uno a cinco 
años, el funcionario público que ejerza una función administrativa en fraude de ley, de conformidad con 
la definición del Artículo 5 de la presente Ley. Igual pena se aplicará al particular que, a sabiendas de la 
inconformidad del resultado con el ordenamiento jurídico, se vea favorecido o preste su concurso para 
este delito. 
 
Artículo 59.—Inhabilitación. A quien incurra en los delitos señalados en esta Ley, además de la pena 
principal se le podrá inhabilitar para el desempeño de empleo, cargo o comisiones públicas que ejerza, 
incluso los de elección popular, por un período de uno a diez años. Igual pena podrá imponerse a quienes 
se tengan como coautores o cómplices de este delito. 
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Artículo 60—Violación de la privacidad de la información de las declaraciones juradas. Será penado 
con prisión de tres a cinco años, quien divulgue las declaraciones juradas de bienes presentadas ante la 
Contraloría General de la República. 
 
Artículo 61—Consecuencias civiles del enriquecimiento ilícito. La condena judicial firme por el delito 
de enriquecimiento ilícito producirá la pérdida, en favor del Estado o de la entidad pública respectiva, de 
los bienes muebles o inmuebles, valores, dinero o derechos, obtenidos por su autor, su coautor o 
cómplices, como resultado directo de este delito, salvo derechos de terceros de buena fe, conforme lo 
determine la respectiva autoridad judicial. 
En el caso de bienes sujetos a inscripción en el Registro Nacional, bastará la orden judicial para que la 
sección respectiva del Registro proceda a trasladar el bien a las municipalidades de los cantones donde se 
encuentren ubicados, si se trata de inmuebles, a fin de que puedan ser usados en obras de provecho para 
el cantón o de beneficencia pública. 
Los demás bienes tendrán el destino que se determine en el Reglamentode esta Ley. 
La orden de inscripción o de traspaso estará exenta del pago de timbres y derechos de inscripción. 
 
Artículo 62.—Prescripción de la responsabilidad penal. La acción penal respecto de los delitos contra 
los deberes de la función pública y los previstos en la presente Ley, prescribirá en la forma establecida 
por la legislación aplicable; no obstante, regirán las siguientes reglas: 
a) Una vez interrumpida la prescripción, los plazos fijados en el artículo 31 del Código Procesal Penal 
volverán a correr por un nuevo período, sin reducción alguna. 
b) Además de las causales previstas en el artículo 33 del Código Procesal Penal, la acción penal podrá 
interrumpirse por la declaratoria de ilegalidad de la función administrativa, activa u omisiva, o por la 
anulación de los actos y contratos administrativos que guarden relación con el correspondiente delito, ya 
sea que el pronunciamiento se produzca en vía judicial o administrativa. 
 

CAPÍTULO VI 
Disposiciones finales 

 
Artículo 63.—Reforma de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Refórmase el 
artículo 73 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, cuyo texto dirá: 
 
“Artículo 73—Cancelación de credencial. Será causa para la cancelación de la respectiva credencial, la 
comisión de una falta grave por parte de un regidor o síndico, propietario o suplente, contra las normas 
del ordenamiento de fiscalización y control de la Hacienda Pública contemplado en esta Ley, y contra 
cualesquiera otras normas relativas a los fondos públicos; o al incurrir en alguno de los actos previstos en 
la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, como generadoras de 
responsabilidad administrativa. Esto se aplicará cuando el infractor haya actuado en el ejercicio de su 
cargo o con motivo de él. 
Cuando la falta grave sea cometida en virtud de un acuerdo del concejo municipal, los regidores que, con 
su voto afirmativo, hayan aprobado dicho acuerdo, incurrirán en la misma causal de cancelación de sus 
credenciales. 
Asimismo, será causal de cancelación de la credencial de regidor o de síndico, propietario o suplente, la 
condena penal firme por delitos contra la propiedad, contra la buena fe en los negocios y contra los 
deberes de la función pública, así como por los previstos en la Ley contra la corrupción y el 
enriquecimiento ilícito en la función pública. La autoridad judicial competente efectuará, de oficio, la 
comunicación respectiva al Tribunal Supremo de Elecciones”. 
 
Artículo 64.—Reformas del Código Penal. Refórmanse los artículos 345, 354 y 356 del Código Penal, 
cuyos textos dirán: 
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“Artículo 345.—Penalidad del corruptor. Las penas establecidas en los cinco artículos anteriores serán 
aplicables al que dé o prometa al funcionario público una dádiva o la ventaja indebida”. 
 
“Artículo 354.—Peculado. Será reprimido con prisión de tres a doce años, el funcionario público que 
sustraiga o distraiga dinero o bienes cuya administración, percepción o custodia le haya sido confiada en 
razón de su cargo; asimismo, con prisión de tres meses a dos años, el funcionario público que emplee, en 
provecho propio o de terceros, trabajos o servicios pagados por la Administración Pública o bienes 
propiedad de ella. 
Esta disposición también será aplicable a los particulares y a los gerentes, administradores o apoderados 
de las organizaciones privadas, beneficiarios, subvencionados, donatarios o concesionarios, en cuanto a 
los bienes, servicios y fondos públicos que exploten, custodien, administren o posean por cualquier título 
o modalidad de gestión”. 
 
“Artículo 356.—Malversación. Serán reprimidos con prisión de uno a ocho años, el funcionario público, 
los particulares y los gerentes, administradores o apoderados de las personas jurídicas privadas, 
beneficiarios, subvencionados, donatarios o concesionarios que den a los caudales, bienes, servicios o 
fondos que administren, custodien o exploten por cualquier título o modalidad de gestión, una aplicación 
diferente de aquella a la que estén destinados. Si de ello resulta daño o entorpecimiento del servicio, la 
pena se aumentará en un tercio”. 
 
Artículo 65.—Modificaciones de la Ley de la Contratación Administrativa. Refórmanse los artículos 
22, 23, 24 y 25 de la Ley de la Contratación Administrativa, Nº 7494, de 2 de mayo de 1995; además, se 
le adicionan los artículos 22 bis y 97 bis. Los textos dirán: 
 
“Artículo 22.—Ámbito de aplicación. La prohibición para contratar con la Administración se extiende a 
la participación en los procedimientos de contratación y a la fase de ejecución del respectivo contrato. 
Existirá prohibición sobreviniente, cuando la causal respectiva se produzca después de iniciado el 
procedimiento de contratación y antes del acto de adjudicación. En tal caso, la oferta afectada por la 
prohibición no podrá ser adjudicada; se liberará al oferente de todo compromiso con la Administración y 
se le devolverá la respectiva garantía de participación. 
Cuando la prohibición sobrevenga sobre un contratista favorecido con una adjudicación en firme, la 
entidad deberá velar con especial diligencia porque se ejecute bajo las condiciones pactadas, sin que 
puedan existir en su favor tratos distintos de los dados a otros contratistas en iguales condiciones. 
El funcionario sujeto a la respectiva prohibición deberá abstenerse de participar, opinar o influir, en 
cualquier forma, en la ejecución del contrato. 
El incumplimiento de esta obligación se reputará como falta grave en la prestación del servicio. 
Existirá participación directa del funcionario cuando, por la índole de sus atribuciones, tenga la facultad 
jurídica de decidir, deliberar, opinar, asesorar o participar de cualquier otra forma en el proceso de 
selección y adjudicación de las ofertas, o en la etapa de fiscalización posterior, en la ejecución del 
contrato. 
La participación indirecta existirá cuando por interpósita persona, física o jurídica, se pretenda eludir el 
alcance de esta prohibición. Para demostrar ambas formas de participación se admitirá toda clase de 
prueba. 
 
Artículo 22 bis.—Alcance de la prohibición. En los procedimientos de contratación administrativa que 
promuevan las instituciones sometidas a esta Ley, tendrán prohibido participar como oferentes, en forma 
directa o indirecta, las siguientes personas: 
a) El presidente y los vicepresidentes de la República, los ministros y los viceministros, los diputados a la 
Asamblea Legislativa, los magistrados propietarios de la Corte Suprema de Justicia y los del Tribunal 
Supremo de Elecciones, el contralor y el subcontralor generales de la República, el procurador general y 
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el procurador general adjunto de la República, el defensor y el defensor adjunto de los habitantes, el 
tesorero y el subtesorero nacionales, así como el proveedor y el subproveedor nacionales. 
En los casos de puestos de elección popular, la prohibición comenzará a surtir efectos desde que el 
Tribunal Supremo de Elecciones declare oficialmente el resultado de las elecciones. 
b) Con la propia entidad en la cual sirven, los miembros de junta directiva, los presidentes ejecutivos, los 
gerentes y los subgerentes, tanto de las instituciones descentralizadas como de las empresas públicas, los 
regidores propietarios y el alcalde municipal. 
c) Los funcionarios de las proveedurías y de las asesorías legales, respecto de la entidad en la cual 
prestan sus servicios. 
d) Los funcionarios públicos con influencia o poder de decisión, en cualquier etapa del procedimiento de 
contratación administrativa, incluso en su fiscalización posterior, en la etapa de ejecución o de 
construcción. 
Se entiende que existe injerencia o poder de decisión, cuando el funcionario respectivo, por la clase de 
funciones que desempeña o por el rango o jerarquía del puesto que sirve, pueda participar en la toma de 
decisiones o influir en ellas de cualquier manera. 
Este supuesto abarca a quienes deben rendir dictámenes o informes técnicos, preparar o tramitar alguna 
de las fases del procedimiento de contratación, o fiscalizar la fase de ejecución. 
Cuando exista duda de si el puesto desempeñado está afectado por injerencia o poder de decisión, antes 
de participar en el procedimiento de contratación administrativa, el interesado hará la consulta a la 
Contraloría General de la República y le remitirá todas las pruebas y la información del caso, según se 
disponga en el Reglamento de esta Ley. 
e) Quienes funjan como asesores de cualquiera de los funcionarios afectados por prohibición, sean estos 
internos o externos, a título personal o sin ninguna clase de remuneración, respecto de la entidad para la 
cual presta sus servicios dicho funcionario. 
f) Las personas jurídicas en cuyo capital social participe alguno de los funcionarios mencionados en los 
incisos anteriores, o quienes ejerzan puestos directivos o de representación. 
Para que la venta o cesión de la participación social respectiva pueda desafectar a la respectiva firma, 
deberá haber sido hecha al menos con seis meses de anticipación al nombramiento del funcionario 
respectivo y deberá tener fecha cierta por cualquiera de los medios que la legislación procesal civil 
permite. Toda venta o cesión posterior a esa fecha no desafectará a la persona jurídica de la prohibición 
para contratar, mientras dure el nombramiento que la origina. 
g) Las personas jurídicas sin fines de lucro, tales como asociaciones, fundaciones y cooperativas, en las 
cuales las personas sujetas a prohibición figuren como directivos, fundadores, representantes, asesores o 
cualquier otro puesto con capacidad de decisión. 
h) El cónyuge, el compañero o la compañera en la unión de hecho, de los funcionarios cubiertos por la 
prohibición, así como sus parientes por consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive. 
i) Las personas jurídicas en las cuales el cónyuge, el compañero, la compañera o los parientes indicados 
en el inciso anterior, sean titulares de más de un veinticinco por ciento (25%) del capital social o ejerzan 
algún puesto de dirección o representación. 
j) Las personas físicas o jurídicas que hayan intervenido como asesoras en cualquier etapa del 
procedimiento de contratación, hayan participado en la elaboración de las especificaciones, los diseños y 
los planos respectivos, o deban participar en su fiscalización posterior, en la etapa de ejecución o 
construcción. 
Esta prohibición no se aplicará en los supuestos en que se liciten conjuntamente el diseño y la 
construcción de la obra, las variantes alternativas respecto de las especificaciones o los planos 
suministrados por la Administración. 
Las personas y organizaciones sujetas a una prohibición, mantendrán el impedimento hasta cumplidos 
seis meses desde el cese del motivo que le dio origen. 
De las prohibiciones anteriores se exceptúan los siguientes casos: 
1. Que se trate de un proveedor único. 
2. Que se trate de la actividad ordinaria del ente. 
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3. Que exista un interés manifiesto de colaborar con la Administración. 
 
Artículo 23.—Levantamiento de la incompatibilidad. La prohibición expresada en los incisos h) e i) 
del artículo anterior, podrá levantarse en los siguientes casos: 
a) Cuando se demuestre que la actividad comercial desplegada se ha ejercido por lo menos un año antes 
del nombramiento del funcionario que origina la prohibición. 
b) En el caso de directivos o representantes de una persona jurídica, cuando demuestren que ocupan el 
puesto respectivo, por lo menos un año antes del nombramiento del funcionario que origina la 
prohibición. 
c) Cuando hayan transcurrido al menos seis meses desde que la participación social del pariente afectado 
fue cedida o traspasada, o de que este renunció al puesto o cargo de representación. 
Mediante el trámite que se indicará reglamentariamente, la Contraloría General de la República acordará 
levantar la incompatibilidad. 
 
Artículo 24.—Prohibición de influencias. A las personas cubiertas por el régimen de prohibiciones se 
les prohíbe intervenir, directa o indirectamente, ante los funcionarios responsables de las etapas del 
procedimiento de selección del contratista, ejecución o fiscalización del contrato, en favor propio o de 
terceros. 
 
Artículo 25.—Efectos del incumplimiento. La violación del régimen de prohibiciones establecido en 
este capítulo, originará la nulidad absoluta del acto de adjudicación o del contrato recaídos en favor del 
inhibido, y podrá acarrear a la parte infractora las sanciones previstas en esta Ley”. 
 
“Artículo 97 bis.—Exclusión del oferente. Si las faltas referidas en los Artículos 96 ter y 97, se 
producen cuando se encuentra en trámite un procedimiento de contratación, el oferente que con su 
participación haya contribuido en esas infracciones, directa o indirectamente, será excluido del concurso 
o, en su caso, se anulará la adjudicación respectiva, independientemente de si existió favorecimiento”. 
 
Artículo 66.—Reforma del Código Municipal. Refórmase el inciso d) del artículo 18 del Código 
Municipal, cuyo texto dirá: 
 
“Artículo 18.— 
[…] 
d) Incurrir en alguna de las causales previstas en el artículo 73 de la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República. 
 
Artículo 67—Adición a la Ley Orgánica del Banco Central. Adiciónase al artículo 132 de la Ley 
Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Nº 7558, de 3 de noviembre de 1995, el inciso e), cuyo texto 
dirá: 
 
“Artículo 132.— 
[...] 
e) La información que requiera la Contraloría General de la República en ejercicio de sus atribuciones”. 
[...] 
 
Artículo 68.—Reformas de la Ley N° 3667. Refórmanse los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa, N° 3667, de 12 de marzo de 1966, y sus reformas. Los textos 
dirán: 
 
“Artículo 10.— 
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1. Podrán demandar la declaración de ilegalidad y, en su caso, la anulación de los actos y las 
disposiciones de la Administración Pública: 
a) Quienes tengan interés legítimo y directo en ello. 
b) Las entidades, corporaciones e instituciones de derecho público, así como cuantas entidades ostenten 
la representación y la defensa de intereses de carácter general o corporativo, cuando el juicio tenga por 
objeto la impugnación directa de disposiciones de carácter general de la Administración central o 
descentralizada, que les afecten directamente, salvo lo previsto en el inciso siguiente. 
c) La Contraloría General de la República, cuando se trate de actos que ocasionen un grave perjuicio para 
la Hacienda Pública y la Administración no proceda a hacerlo de conformidad con lo establecido en el 
inciso 4) de este artículo. 
2. No obstante, las disposiciones de carácter general que deban ser cumplidas directamente por los 
administrados, sin necesidad de un previo acto de requerimiento o sujeción individual, podrán ser 
impugnadas por las personas indicadas en el inciso a) del párrafo anterior. 
3. Si se pretende, además, el reconocimiento de una situación jurídica individualizada y su 
restablecimiento, con reparación patrimonial o sin ella, únicamente podrá promover la acción el titular de 
un derecho subjetivo derivado del ordenamiento que se considere infringido por el acto o la disposición 
impugnados. 
4. La Administración podrá actuar contra un acto propio, firme y creador de algún derecho subjetivo, 
cuando el órgano superior de la jerarquía administrativa que lo dictó, haya declarado, en resolución 
fundada, que es lesivo a los intereses públicos que ella representa. Asimismo, cuando se trate de actos o 
contratos relacionados con la Hacienda Pública y, a pesar de contar con dictamen de la Contraloría 
General de la República que recomiende la declaratoria de nulidad de estos por ser lesivos para las 
finanzas públicas, la Administración competente omita efectuar dicha declaratoria en el plazo de un mes, 
el órgano contralor quedará facultado para accionar en contra de dicho acto. 
5. No podrán interponer juicio contencioso-administrativo, en relación con los actos y las disposiciones 
de una entidad pública: 
a) Los órganos de la entidad de que se trate. 
b) Los particulares, cuando actúen por delegación o como simples agentes o mandatarios de esa entidad”. 
 
“Artículo 35.— 
1. Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda demandar su 
anulación, ante la jurisdicción contencioso-administrativa, previamente deberá declararlo lesivo a los 
intereses públicos, económicos o de otra naturaleza, en el plazo de cuatro años contados a partir de la 
fecha en que haya sido dictado. 
2. Los actos dictados por un departamento ministerial no podrán ser declarados lesivos por un ministro de 
un ramo distinto, pero sí por el Consejo de Gobierno, previa consulta a la Procuraduría General de la 
República o a la Contraloría General de la República, según corresponda. 
 
Artículo 69.—Derogación del inciso 4) del artículo 346 del Código Penal. Derógase el inciso 4) del 
artículo 346 del Código Penal. 
 
Artículo 70.—Derogación de la Ley Nº 6872. Derógase la Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los 
servidores públicos, Nº 6872, de 17 de junio de 1983. 
 
Artículo 71.—Reglamentación. El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente Ley, dentro de los 
seis meses posteriores a su entrada en vigencia. Para la promulgación y reforma del Reglamento deberá 
procurarse la opinión de la Contraloría General de la República, cuyo proyecto se le remitirá 
oportunamente, a fin de que formule sus observaciones. La falta de reglamentación no impedirá la 
aplicación de esta Ley ni su obligatoria observancia, en cuanto sus disposiciones sean suficientes por sí 
mismas para ello. 
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Transitorio I.—Los funcionarios que, de acuerdo con la presente Ley y su Reglamento, estén obligados a 
declarar su situación patrimonial,no deberán presentar de nuevo una declaración inicial, cuando lo hayan 
hecho bajo la vigencia de la Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los servidores públicos; por ello, las 
declaraciones mantendrán todo efecto y valor. No obstante, las declaraciones anuales y la final que reste 
por entregar, se sujetarán a la presente Ley y su Reglamento. 
 
Transitorio II.—Las personas que, bajo la vigencia de la Ley sobre el enriquecimiento ilícito de los 
servidores públicos, no estaban obligadas a declarar sus bienes, pero sí deban hacerlo en virtud de la 
presente Ley y su Reglamento, contarán con un plazo de cuarenta y cinco días hábiles a partir de 
publicación del respectivo Reglamento para cumplir tal obligación. 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
Comunícase al Poder Ejecutivo 
Asamblea Legislativa.—San José, a los catorce días del mes de setiembre de dos mil cuatro.—Gerardo 
Alberto González Esquivel, Presidente.—Carlos Herrera Calvo, Primer Secretario.—Mario Calderón 
Castillo, Segundo Secretario. 
Dado en la Presidencia de la República.—San José, a los seis días del mes de octubre del dos mil cuatro. 
 
Ejecútese y publíquese 
 
ABEL PACHECO DE LA ESPRIELLA.—La Ministra de la Presidencia, Lineth Saborío Chaverri y la 
Ministra de Justicia y Gracia, Patricia Vega Herrera.—1 vez.—(Solicitud Nº 186-04).—C-433145.—(L-
8422-83672). 
PODER EJECUTIVO 



LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 
LEY GENERAL DE CONTROL INTERNO 

Ley 82922

CAPÍTULO I 
 

Disposiciones Generales 
Artículo 1º—Contenido y ámbito de aplicación. Esta Ley establece los criterios mínimos que deberán 
observar la Contraloría General de la República y los entes u órganos sujetos a su fiscalización, en el 
establecimiento, funcionamiento, mantenimiento, perfeccionamiento y evaluación de sus sistemas de 
control interno. 
 
Artículo 2º—Definiciones. 
a) Administración activa: desde el punto de vista funcional, es la función decisoria, ejecutiva, 
resolutoria, directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista orgánico es el conjunto de 
órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; incluyen al jerarca, como última 
instancia. 
 
b) Establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno: términos utilizados 
para delimitar la responsabilidad del jerarca o la del titular subordinado sobre el sistema de control 
interno, en cuanto a instituirlo, darle permanencia y mejorarlo constantemente. 
 
c) Jerarca: superior jerárquico del órgano o del ente; ejerce la máxima autoridad dentro del órgano o 
ente, unipersonal o colegiado. 
 
d) Titular subordinado: funcionario de la administración activa responsable de un proceso, con 
autoridad para ordenar y tomar decisiones. 
 
e) Ambiente de control: conjunto de factores del ambiente organizacional que deben establecer y 
mantener el jerarca, los titulares subordinados y demás funcionarios, para permitir el desarrollo de una 
actitud positiva y de apoyo para el control interno y para una administración escrupulosa. 
 
f) Valoración del riesgo: identificación y análisis de los riesgos que enfrenta la institución, tanto de 
fuentes internas como externas relevantes para la consecución de los objetivos; deben ser realizados por 
el jerarca y los titulares subordinados, con el fin de determinar cómo se deben administrar dichos riesgos. 
 
g) Actividades de control: políticas y procedimientos que permiten obtener la seguridad de que se llevan 
a cabo las disposiciones emitidas por la Contraloría General de la República, por los jerarcas y los 
titulares subordinados para la consecución de los objetivos del sistema de control interno. 
 
Artículo 3º—Facultad de promulgar normativa técnica sobre control interno. La Contraloría 
General de la República dictará la normativa técnica de control interno, necesaria para el funcionamiento 
efectivo del sistema de control interno de los entes y de los órganos sujetos a esta Ley. Dicha normativa 
será de acatamiento obligatorio y su incumplimiento será causal de responsabilidad administrativa. 
 

                                                 
2 Publica en La Gaceta número 169 del 4 de setiembre del 2002. 
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La normativa sobre control interno que otras instituciones emitan en el ejercicio de competencias de 
control o fiscalización legalmente atribuidas, no deberá contraponerse a la dictada por la Contraloría 
General de la República y, en caso de duda, prevalecerá la del órgano contralor. 
 
Artículo 4º—Aplicabilidad a sujetos de derecho privado. Los sujetos de derecho privado que, por 
cualquier título, sean custodios o administradores de fondos públicos, deberán aplicar en su gestión los 
principios y las normas técnicas de control interno que al efecto emita la Contraloría General de la 
República de conformidad con el artículo tercero. 
 
Aparte de las otras sanciones que el ordenamiento jurídico pueda establecer, los sujetos de derecho 
privado que custodien o administren, por cualquier título, fondos públicos o reciban beneficios 
patrimoniales de entes u órganos estatales, podrán ser sancionados, según lo dispuesto en el artículo 7 de 
la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428, de 7 de setiembre de 1994, cuando 
incumplan lo estipulado en el párrafo anterior. 
 
Artículo 5º—Congreso Nacional de Gestión y Fiscalización de la Hacienda Pública. La Contraloría 
General de la República convocará, al menos una vez cada dos años, a un Congreso Nacional de Gestión 
y Fiscalización de la Hacienda Pública, con la participación de los auditores y subauditores internos del 
Sector Público, y de los demás funcionarios o especialistas que se estime pertinente, con el objeto de 
estrechar relaciones, propiciar alianzas estratégicas, fomentar la interacción coordinada de competencias, 
establecer vínculos de cooperación, intercambiar experiencias, propiciar mejoras en los procesos de 
fiscalización y control, revisar procedimientos y normas de control interno, presentar propuestas que 
tiendan a mejorar o agilizar la gestión sustantiva en el Sector Público y discutir cualquier tema de interés 
relativo a los fines de esta Ley. 
 
El Ministerio de Hacienda transferirá los recursos que el órgano de fiscalización superior le solicite para 
realizar esta actividad. 
 
Artículo 6º—Confidencialidad de los denunciantes y estudios que originan la apertura de 
procedimientos administrativos. La Contraloría General de la República, la administración y las 
auditorías internas, guardarán confidencialidad respecto de la identidad de los ciudadanos que presenten 
denuncias ante sus oficinas. 
 
La información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúan las auditorías 
internas, la administración y la Contraloría General, cuyos resultados puedan originar la apertura de un 
procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo. Una 
vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, la 
información contenida en el expediente será calificada como información confidencial, excepto para las 
partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a todos los documentos y las pruebas que obren en el 
expediente administrativo. 
 
Para todos los casos, la Asamblea Legislativa, en el ejercicio de las facultades contenidas en el inciso 23) 
del artículo 121 de la Constitución Política, podrá acceder a los informes, la documentación y las pruebas 
que obren en poder de las auditorías internas, la administración o la Contraloría General de la República. 
 
CAPÍTULO II 
 
El sistema de control interno 
 
Artículo 7º—Obligatoriedad de disponer de un sistema de control interno. Los entes y órganos 
sujetos a esta Ley dispondrán de sistemas de control interno, los cuales deberán ser aplicables, 
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completos, razonables, integrados y congruentes con sus competencias y atribuciones institucionales. 
Además, deberán proporcionar seguridad en el cumplimiento de esas atribuciones y competencias; todo 
conforme al primer párrafo del artículo 3 de la presente Ley. 
 
Artículo 8º—Concepto de sistema de control interno. Para efectos de esta Ley, se entenderá por 
sistema de control interno la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para 
proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos: 
 
a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, 
irregularidad o acto ilegal. 
 
b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información. 
 
c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones. 
 
d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico. 
 
Artículo 9º—Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de 
los entes y órganos sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno 
establecido e integrarán el Sistema de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. 
 
Artículo 10.—Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y 
del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno 
institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones necesarias 
para garantizar su efectivo funcionamiento. 
 
Artículo 11.—El sistema de control interno en la desconcentración de competencias y la 
contratación de servicios de apoyo. El jerarca y los titulares subordinados tendrán la responsabilidad de 
analizar las implicaciones en el sistema de control interno, cuando se lleve a cabo una desconcentración 
de competencias, o bien la contratación de servicios de apoyo con terceros; asimismo, la responsabilidad 
de tomar las medidas correspondientes para que los controles sean extendidos, modificados y cambiados, 
cuando resulte necesario. 
 
CAPÍTULO III 
 
La Administración Activa 
 
1. SECCIÓN I 
 
1. Deberes del jerarca y los titulares subordinados 
 
Artículo 12.—Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control interno. 
En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá cumplir, entre 
otros, los siguientes deberes: 
 
a) Velar por el adecuado desarrollo de la actividad del ente o del órgano a su cargo. 
 
b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o 
irregularidades. 
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c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones formuladas 
por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y las demás 
instituciones de control y fiscalización que correspondan.  
 
d) Asegurarse de que los sistemas de control interno cumplan al menos con las características definidas 
en el artículo 7 de esta Ley. 
 
e) Presentar un informe de fin de gestión y realizar la entrega formal del ente o el órgano a su sucesor, de 
acuerdo con las directrices emitidas por la Contraloría General de la República y por los entes y órganos 
competentes de la administración activa. 
 
Artículo 13.—Ambiente de control. En cuanto al ambiente de control, serán deberes del jerarca y de los 
titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
 
a) Mantener y demostrar integridad y valores éticos en el ejercicio de sus deberes y obligaciones, así 
como contribuir con su liderazgo y sus acciones a promoverlos en el resto de la organización, para el 
cumplimiento efectivo por parte de los demás funcionarios. 
 
b) Desarrollar y mantener una filosofía y un estilo de gestión que permitan administrar un nivel de riesgo 
determinado, orientados al logro de resultados y a la medición del desempeño, y que promuevan una 
actitud abierta hacia mecanismos y procesos que mejoren el sistema de control interno. 
 
c) Evaluar el funcionamiento de la estructura organizativa de la institución y tomar las medidas 
pertinentes para garantizar el cumplimiento de los fines institucionales; todo de conformidad con el 
ordenamiento jurídico y técnico aplicable. 
 
d) Establecer claramente las relaciones de jerarquía, asignar la autoridad y responsabilidad de los 
funcionarios y proporcionar los canales adecuados de comunicación, para que los procesos se lleven a 
cabo; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable. 
 
e) Establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a 
contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de 
conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable. 
 
Artículo 14.—Valoración del riesgo. En relación con la valoración del riesgo, serán deberes del jerarca 
y los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
 
a) Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas 
institucionales, definidos tanto en los planes anuales operativos como en los planes de mediano y de 
largo plazos. 
 
b) Analizar el efecto posible de los riesgos identificados, su importancia y la probabilidad de que ocurran, 
y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos. 
 
c) Adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento adecuado del sistema de valoración del riesgo 
y para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. 
 
d) Establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar. 
 
Artículo 15.—Actividades de control. Respecto de las actividades de control, serán deberes del jerarca 
y de los titulares subordinados, entre otros, los siguientes: 
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a) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, las normas y los 
procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del sistema de control interno institucional y 
la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución 
en el desempeño de sus funciones. 
 
b) Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente tanto las políticas como los 
procedimientos que definan claramente, entre otros asuntos, los siguientes: 
i. La autoridad y responsabilidad de los funcionarios encargados de autorizar y aprobar las operaciones 
de la institución. 
 
ii. La protección y conservación de todos los activos institucionales. 
 
iii. El diseño y uso de documentos y registros que coadyuven en la anotación adecuada de las 
transacciones y los hechos significativos que se realicen en la institución. Los documentos y registros 
deberán ser administrados y mantenidos apropiadamente. 
 
iv. La conciliación periódica de registros, para verificar su exactitud y determinar y enmendar errores u 
omisiones que puedan haberse cometido. 
 
v. Los controles generales comunes a todos los sistemas de información computarizados y los controles 
de aplicación específicos para el procesamiento de datos con software de aplicación. 
 
Artículo 16.—Sistemas de información. Deberá contarse con sistemas de información que permitan a la 
administración activa tener una gestión documental institucional, entendiendo esta como el conjunto de 
actividades realizadas con el fin de controlar, almacenar y, posteriormente, recuperar de modo adecuado 
la información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades, con el fin de 
prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados. Dicha gestión documental deberá estar estrechamente 
relacionada con la gestión de la información, en la que deberán contemplarse las bases de datos 
corporativas y las demás aplicaciones informáticas, las cuales se constituyen en importantes fuentes de la 
información registrada. 
 
En cuanto a la información y comunicación, serán deberes del jerarca y de los titulares subordinados, 
como responsables del buen funcionamiento del sistema de información, entre otros, los siguientes: 
 
a) Contar con procesos que permitan identificar y registrar información confiable, relevante, pertinente y 
oportuna; asimismo, que la información sea comunicada a la administración activa que la necesite, en la 
forma y dentro del plazo requeridos para el cumplimiento adecuado de sus responsabilidades, incluidas 
las de control interno. 
 
b) Armonizar los sistemas de información con los objetivos institucionales y verificar que sean 
adecuados para el cuido y manejo eficientes de los recursos públicos. 
 
c) Establecer las políticas, los procedimientos y recursos para disponer de un archivo institucional, de 
conformidad con lo señalado en el ordenamiento jurídico y técnico. 
 
Artículo 17.—Seguimiento del sistema de control interno. Entiéndese por seguimiento del sistema de 
control interno las actividades que se realizan para valorar la calidad del funcionamiento del sistema de 
control interno, a lo largo del tiempo; asimismo, para asegurar que los hallazgos de la auditoría y los 
resultados de otras revisiones se atiendan con prontitud. 
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En cuanto al seguimiento del sistema de control interno, serán deberes del jerarca y los titulares 
subordinados, los siguientes: 
 
a) Que los funcionarios responsabilizados realicen continuamente las acciones de control y prevención en 
el curso de las operaciones normales integradas a tales acciones. 
 
b) Que la administración activa realice, por lo menos una vez al año, las autoevaluaciones que conduzcan 
al perfeccionamiento del sistema de control interno del cual es responsable. Asimismo, que pueda 
detectar cualquier desvío que aleje a la organización del cumplimiento de sus objetivos. 
 
c) Que sean implantados los resultados de las evaluaciones periódicas que realizan la administración 
activa, la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y demás 
instituciones de control y fiscalización que correspondan, dentro de los diez días hábiles siguientes a su 
notificación. 
 
SECCIÓN II 

Sistema Específico de Valoración del Riesgo 
Artículo 18.—Sistema específico de valoración del riesgo institucional. Todo ente u órgano deberá 
contar con un sistema específico de valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o 
tarea que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel de riesgo institucional y 
adoptar los métodos de uso continuo y sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho 
riesgo. 
 
La Contraloría General de la República establecerá los criterios y las directrices generales que servirán de 
base para el establecimiento y funcionamiento del sistema en los entes y órganos seleccionados, criterios 
y directrices que serán obligatorios y prevalecerán sobre los que se les opongan, sin menoscabo de la 
obligación del jerarca y titulares subordinados referida en el artículo 14 de esta Ley. 
 
Artículo 19.—Responsabilidad por el funcionamiento del sistema. El jerarca y los respectivos 
titulares subordinados de los entes y órganos sujetos a esta Ley, en los que la Contraloría General de la 
República disponga que debe implantarse el Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional, 
adoptarán las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Sistema y para ubicarse al menos 
en un nivel de riesgo institucional aceptable. 
 
CAPÍTULO IV 
 
La auditoría interna 
 
SECCIÓN I 
 
Disposiciones generales 
Artículo 20.—Obligación de contar con auditoría interna. Todos los entes y órganos sujetos a esta 
Ley tendrán una auditoría interna, salvo aquellos en los cuales la Contraloría General de la República 
disponga, por vía reglamentaria o disposición singular, que su existencia no se justifica, en atención a 
criterios tales como presupuesto asignado, volumen de operaciones, nivel de riesgo institucional o tipo de 
actividad. En este caso, la Contraloría General ordenará a la institución establecer los métodos de control 
o de fiscalización que se definan. 
 
Artículo 21.—Concepto funcional de auditoría interna. La auditoría interna es la actividad 
independiente, objetiva y asesora, que proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se crea para 
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validar y mejorar sus operaciones. Contribuye a que se alcancen los objetivos institucionales, mediante la 
práctica de un enfoque sistémico y profesional para evaluar y mejorar la efectividad de la administración 
del riesgo, del control y de los procesos de dirección en las entidades y los órganos sujetos a esta Ley. 
Dentro de una organización, la auditoría interna proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de 
que la actuación del jerarca y la del resto, de la administración se ejecuta conforme al marco legal y 
técnico y a las prácticas sanas. 
  
Artículo 22.—Competencias. Compete a la auditoría interna, primordialmente lo siguiente: 
 
a) Realizar auditorías o estudios especiales semestralmente, en relación con los fondos públicos sujetos a 
su competencia institucional, incluidos fideicomisos, fondos especiales y otros de naturaleza similar. 
Asimismo, efectuar semestralmente auditorías o estudios especiales sobre fondos y actividades privadas, 
de acuerdo con los artículos 5 y 6 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en el 
tanto estos se originen en transferencias efectuadas por componentes de su competencia institucional. 
 
b) Verificar el cumplimiento, la validez y la suficiencia del sistema de control interno de su competencia 
institucional, informar de ello y proponer las medidas correctivas que sean pertinentes. 
 
c) Verificar que la administración activa tome las medidas de control interno señaladas en esta Ley, en 
los casos de desconcentración de competencias, o bien la contratación de servicios de apoyo con terceros; 
asimismo, examinar regularmente la operación efectiva de los controles críticos, en esas unidades 
desconcentradas o en la prestación de tales servicios. 
 
d) Asesorar, en materia de su competencia, al jerarca del cual depende; además, advertir a los órganos 
pasivos que fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o decisiones, cuando 
sean de su conocimiento. 
 
e) Autorizar, mediante razón de apertura, los libros de contabilidad y de actas que deban llevar los 
órganos sujetos a su competencia institucional y otros libros que, a criterio del auditor interno, sean 
necesarios para el fortalecimiento del sistema de control interno. 
 
f) Preparar los planes de trabajo, por lo menos de conformidad con los lineamientos que establece la 
Contraloría General de la República. 
 
g) Elaborar un informe anual de la ejecución del plan de trabajo y del estado de las recomendaciones de 
la auditoría interna, de la Contraloría General de la República y de los despachos de contadores públicos; 
en los últimos dos casos, cuando sean de su conocimiento, sin perjuicio de que se elaboren informes y se 
presenten al jerarca cuando las circunstancias lo ameriten. 
 
h) Mantener debidamente actualizado el reglamento de organización y funcionamiento de la auditoría 
interna. 
 
i) Las demás competencias que contemplen la normativa legal, reglamentaria y técnica aplicable, con las 
limitaciones que establece el artículo 34 de esta Ley. 
 
Artículo 23.—Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el 
auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la 
Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio. 
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Cada auditoría interna dispondrá de un reglamento de organización y funcionamiento, acorde con la 
normativa que rige su actividad. Dicho reglamento deberá ser aprobado por la Contraloría General de la 
República, publicarse en el diario oficial y divulgarse en el ámbito institucional. 
 
Artículo 24.—Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables. El auditor y el 
subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo 
jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables 
a dichos funcionarios. Los demás funcionarios de la auditoría interna estarán sujetos a las disposiciones 
administrativas aplicables al resto del personal; sin embargo, el nombramiento, traslado, la suspensión, 
remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal, deberán contar con la autorización 
del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano. 
 
Las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deberán afectar negativamente la actividad de 
auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su 
personal; en caso de duda, la Contraloría General dispondrá lo correspondiente. 
 
Artículo 25.—Independencia funcional y de criterio. Los funcionarios de la auditoría interna ejercerán 
sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y de los demás 
órganos de la administración activa. 
 
Artículo 26.—Protección al personal de la auditoría. Cuando el personal de la auditoría interna, en el 
cumplimiento de sus funciones, se involucre en un conflicto legal o una demanda, la institución dará todo 
su respaldo tanto jurídico como técnico y cubrirá los costos para atender ese proceso hasta su resolución 
final.  
 
Artículo 27.—Asignación de recursos. El jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá 
asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para 
que la auditoría interna pueda cumplir su gestión. 
 
Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación 
y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que 
emita al respecto la Contraloría General de la República.  
La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su 
plan de trabajo. 
 
Artículo 28.—Plazas vacantes. Las vacantes que, por cualquier razón, tengan lugar en los puestos de la 
auditoría interna, deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la 
vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el 
expediente que se confeccione al efecto. 
 
La disminución de plazas por movilidad laboral u otros movimientos en la auditoría interna, deberá ser 
previamente autorizada por el auditor interno. 
 
Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la auditoría interna que definan la Autoridad 
Presupuestaria u otras instituciones competentes, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades 
reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la 
institución.  
 
SECCIÓN II 
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El auditor y subauditor internos 
 
Artículo 29.—Requisitos de los puestos. Los entes y órganos sujetos a esta Ley definirán, en sus 
respectivos manuales de cargos y clases, la descripción de las funciones y los requisitos correspondientes 
para cada uno de los cargos, de conformidad con los lineamientos que emita al respecto la Contraloría 
General de la República.  
 
Artículo 30.—Jornada laboral. La jornada laboral del auditor y subauditor internos será de tiempo 
completo. En casos muy calificados, el jerarca podrá solicitar a la Contraloría General de la República 
una reducción de la jornada, la cual no podrá ser inferior a medio tiempo. 
 
Las municipalidades cuyo presupuesto ordinario sea igual o inferior a doscientos millones de colones 
(¢200.000.000,00), podrán contratar, sin la autorización de la Contraloría General de la República, al 
auditor y al subauditor internos únicamente por medio tiempo.  
 
Para reducir la jornada laboral de la plaza del auditor o del subauditor internos, el jerarca ordenará un 
estudio técnico, que deberá presentarse a la Contraloría General de la República, la que resolverá en 
definitiva lo que proceda. 
 
Artículo 31.—Nombramiento y conclusión de la relación de servicio. El jerarca nombrará por tiempo 
indefinido al auditor y al subauditor internos. Tales nombramientos se realizarán por concurso público 
promovido por cada ente y órgano de la Administración Pública; se asegurará la selección de los 
candidatos idóneos para ocupar los puestos; todo lo cual deberá constar en el expediente respectivo. El 
expediente y la terna seleccionada deberán ser comunicados, en forma previa a los nombramientos, a la 
Contraloría General de la República, la cual analizará el proceso y lo aprobará o lo vetará. En este último 
caso, girará las disposiciones al ente u órgano respectivo y señalará los elementos objetados para su 
corrección; la administración deberá repetir el proceso a partir de la etapa donde se inició la objeción 
respectiva. 
 
Los nombramientos interinos serán autorizados, en forma previa y a solicitud de la administración, por 
parte de la Contraloría General de la República; en ningún caso podrán hacerse por más de doce meses. 
 
Los nombramientos del auditor y el subauditor deberán ser comunicados por el jerarca respectivo a la 
Contraloría General de la República, a más tardar el primer día hábil del inicio de funciones en los 
respectivos cargos. 
 
La conclusión de la relación de servicio, por justa causa, del auditor y el subauditor internos, deberá ser 
conforme al artículo 15 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. 
 
SECCIÓN III 
 
Deberes, potestades y prohibiciones de los funcionarios de auditoría 
 
Artículo 32.—Deberes. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría 
interna, tendrán las siguientes obligaciones: 
 
a) Cumplir las competencias asignadas por ley.  
 
b) Cumplir el ordenamiento jurídico y técnico aplicable.  
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c) Colaborar en los estudios que la Contraloría General de la República y otras instituciones realicen en 
el ejercicio de competencias de control o fiscalización legalmente atribuidas. 
 
d) Administrar, de manera eficaz, eficiente y económica, los recursos del proceso del que sea 
responsable. 
 
e) No revelar a terceros que no tengan relación directa con los asuntos tratados en sus informes, 
información sobre las auditorías o los estudios especiales de auditoría que se estén realizando ni 
información sobre aquello que determine una posible responsabilidad civil, administrativa o 
eventualmente penal de los funcionarios de los entes y órganos sujetos a esta Ley. 
 
f) Guardar la confidencialidad del caso sobre la información a la que tengan acceso. 
 
g) Acatar las disposiciones y recomendaciones emanadas de la Contraloría General de la República. En 
caso de oposición por parte de la auditoría interna referente a tales disposiciones y recomendaciones, se 
aplicará el artículo 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.  
 
h) Facilitar y entregar la información que les solicite la Asamblea Legislativa en el ejercicio de las 
atribuciones que dispone el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política, y colaborar con dicha 
información. 
 
i) Cumplir los otros deberes atinentes a su competencia.  
 
Artículo 33.—Potestades. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la 
auditoría interna tendrán, las siguientes potestades: 
 
a) Libre acceso, en cualquier momento, a todos los libros, los archivos, los valores, las cuentas bancarias 
y los documentos de los entes y órganos de su competencia institucional, así como de los sujetos 
privados, únicamente en cuanto administren o custodien fondos o bienes públicos de los entes y órganos 
de su competencia institucional; también tendrán libre acceso a otras fuentes de información relacionadas 
con su actividad. El auditor interno podrá acceder, para sus fines, en cualquier momento, a las 
transacciones electrónicas que consten en los archivos y sistemas electrónicos de las transacciones que 
realicen los entes con los bancos u otras instituciones, para lo cual la administración deberá facilitarle los 
recursos que se requieran.  
 
b) Solicitar, a cualquier funcionario y sujeto privado que administre o custodie fondos públicos de los 
entes y órganos de su competencia institucional, en la forma, las condiciones y el plazo razonables, los 
informes, datos y documentos para el cabal cumplimiento de su competencia. En el caso de sujetos 
privados, la solicitud será en lo que respecta a la administración o custodia de fondos públicos de los 
entes y órganos de su competencia institucional.  
 
c) Solicitar, a funcionarios de cualquier nivel jerárquico, la colaboración, el asesoramiento y las 
facilidades que demande el ejercicio de la auditoría interna. 
 
d) Cualesquiera otras potestades necesarias para el cumplimiento de su competencia, de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico y técnico aplicable.  
 
Artículo 34.—Prohibiciones. El auditor interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la 
auditoría interna, tendrán las siguientes prohibiciones: 
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a) Realizar funciones y actuaciones de administración activa, salvo las necesarias para cumplir su 
competencia. 
 
b) Formar parte de un órgano director de un procedimiento administrativo. 
 
c) Ejercer profesiones liberales fuera del cargo, salvo en asuntos estrictamente personales, en los de su 
cónyuge, sus ascendientes, descendientes y colaterales por consanguinidad y afinidad hasta tercer grado, 
o bien, cuando la jornada no sea de tiempo completo, excepto que exista impedimento por la existencia 
de un interés directo o indirecto del propio ente u órgano. De esta prohibición se exceptúa la docencia, 
siempre que sea fuera de la jornada laboral. 
 
d) Participar en actividades político-electorales, salvo la emisión del voto en las elecciones nacionales y 
municipales. 
 
e) Revelar información sobre las auditorías o los estudios especiales de auditoría que se estén realizando 
y sobre aquello que determine una posible responsabilidad civil, administrativa o eventualmente penal de 
los funcionarios de los entes y órganos sujetos a esta Ley.  
 
Por las prohibiciones contempladas en esta Ley se les pagará un sesenta y cinco por ciento (65%) sobre el 
salario base. 
 
SECCIÓN IV 
 
Informes de auditoría interna 
 
Artículo 35.—Materias sujetas a informes de auditoría interna. Los informes de auditoría interna 
versarán sobre diversos asuntos de su competencia, así como sobre asuntos de los que pueden derivarse 
posibles responsabilidades para funcionarios, ex funcionarios de la institución y terceros. Cuando de un 
estudio se deriven recomendaciones sobre asuntos de responsabilidad y otras materias, la auditoría 
interna deberá comunicarlas en informes independientes para cada materia. 
Los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados por la auditoría interna, 
deberán comunicarse oficialmente, mediante informes al jerarca o a los titulares subordinados de la 
administración activa, con competencia y autoridad para ordenar la implantación de las respectivas 
recomendaciones. 
 
La comunicación oficial de resultados de un informe de auditoría se regirá por las directrices emitidas por 
la Contraloría General de la República. 
 
Artículo 36.—Informes dirigidos a los titulares subordinados. Cuando los informes de auditoría 
contengan recomendaciones dirigidas a los titulares subordinados, se procederá de la siguiente manera: 
 
a) El titular subordinado, en un plazo improrrogable de diez días hábiles contados a partir de la fecha de 
recibido el informe, ordenará la implantación de las recomendaciones. Si discrepa de ellas, en el 
transcurso de dicho plazo elevará el informe de auditoría al jerarca, con copia a la auditoría interna, 
expondrá por escrito las razones por las cuales objeta las recomendaciones del informe y propondrá 
soluciones alternas para los hallazgos detectados. 
 
b) Con vista de lo anterior, el jerarca deberá resolver, en el plazo de veinte días hábiles contados a partir 
de la fecha de recibo de la documentación remitida por el titular subordinado; además, deberá ordenar la 
implantación de recomendaciones de la auditoría interna, las soluciones alternas propuestas por el titular 
subordinado o las de su propia iniciativa, debidamente fundamentadas. Dentro de los primeros diez días 
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de ese lapso, el auditor interno podrá apersonarse, de oficio, ante el jerarca, para pronunciarse sobre las 
objeciones o soluciones alternas propuestas. Las soluciones que el jerarca ordene implantar y que sean 
distintas de las propuestas por la auditoría interna, estarán sujetas, en lo conducente, a lo dispuesto en los 
artículos siguientes. 
 
c) El acto en firme será dado a conocer a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente, 
para el trámite que proceda. 
 
Artículo 37.—Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté dirigido al jerarca, 
este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable de treinta días 
hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de las recomendaciones. Si 
discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá ordenar las soluciones alternas que 
motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo debidamente a la auditoría interna y al titular 
subordinado correspondiente. 
 
Artículo 38.—Planteamiento de conflictos ante la Contraloría General de la República. Firme la 
resolución del jerarca que ordene soluciones distintas de las recomendadas por la auditoría interna, esta 
tendrá un plazo de quince días hábiles, contados a partir de su comunicación, para exponerle por escrito 
los motivos de su inconformidad con lo resuelto y para indicarle que el asunto en conflicto debe remitirse 
a la Contraloría General de la República, dentro de los ocho días hábiles siguientes, salvo que el jerarca 
se allane a las razones de inconformidad indicadas. 
 
La Contraloría General de la República dirimirá el conflicto en última instancia, a solicitud del jerarca, de 
la auditoría interna o de ambos, en un plazo de treinta días hábiles, una vez completado el expediente que 
se formará al efecto. El hecho de no ejecutar injustificadamente lo resuelto en firme por el órgano 
contralor, dará lugar a la aplicación de las sanciones previstas en el capítulo V de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República, N° 7428, de 7 de setiembre de 1994. 
 
CAPÍTULO V 
 
Responsabilidades y Sanciones 
 
Artículo 39.—Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados 
incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente 
los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la 
respectiva relación de servicios. 
 
El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad 
administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones 
necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica 
aplicable. 
 
Asimismo, cabrá responsabilidad administrativa contra el jerarca que injustificadamente no asigne los 
recursos a la auditoría interna en los términos del artículo 27 de esta Ley. 
 
Igualmente, cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios públicos que injustificadamente 
incumplan los deberes y las funciones que en materia de control interno les asigne el jerarca o el titular 
subordinado, incluso las acciones para instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, 
sin perjuicio de las responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y penalmente. 
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El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en 
responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento 
de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas 
en esta Ley.  
 
Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus 
integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo. 
 
Artículo 40.—Causales de responsabilidad administrativa del auditor y el subauditor internos y los 
demás funcionarios de la auditoría interna. Incurrirán en responsabilidad administrativa el auditor 
interno, el subauditor interno y los demás funcionarios de la auditoría interna cuando, por dolo o culpa 
grave, incumplan sus deberes y funciones, infrinjan la normativa técnica aplicable o el régimen de 
prohibiciones referido en esta Ley; todo sin perjuicio de las responsabilidades que les puedan ser 
imputadas civil y penalmente.  
 
Artículo 41.—Sanciones administrativas. Según la gravedad, las faltas que señala esta Ley serán 
sancionadas así: 
 
a) Amonestación escrita. 
 
b) Amonestación escrita comunicada al colegio profesional respectivo, cuando corresponda. 
 
c) Suspensión, sin goce de salario, de ocho a quince días hábiles. En el caso de dietas y estipendios de 
otro tipo, la suspensión se entenderá por número de sesiones y el funcionario no percibirá durante ese 
tiempo suma alguna por tales conceptos. 
 
d) Separación del cargo sin responsabilidad patronal. 
 
Artículo 42.—Competencia para declarar responsabilidades. Las sanciones previstas en esta Ley 
serán impuestas por el órgano que ostente la potestad disciplinaria en los entes y órganos sujetos a esta 
Ley, de acuerdo con la normativa que resulte aplicable. 
 
En caso de que las infracciones previstas en esta Ley sean atribuidas a diputados, regidores y alcaldes 
municipales, magistrados del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones, contralor y 
subcontralor generales de la República, defensor de los habitantes de la República y defensor adjunto, 
regulador general y procurador general de la República, así como directores de instituciones autónomas, 
en lo que les sea aplicable, se informará de ello, según el caso, al Tribunal Supremo de Elecciones, a la 
Corte Suprema de Justicia, al Consejo de Gobierno y a la Asamblea Legislativa, para que conforme a 
derecho se proceda a imponer las sanciones correspondientes. 
 
Artículo 43.—Prescripción de la responsabilidad administrativa. La responsabilidad administrativa 
del funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley, prescribirá según el artículo 71 de la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Nº 7428, de 7 de setiembre de 1994. 
 
Se reputará como falta grave del funcionario competente para iniciar el procedimiento sancionatorio, el 
no darle inicio a este oportunamente o el dejar prescribir la responsabilidad del infractor, sin causa 
justificada.  
 
CAPÍTULO VI 
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Disposiciones finales 
 
Artículo 44.—Reglamentación. El Poder Ejecutivo reglamentará esta Ley en un plazo máximo de tres 
meses a partir de su publicación. El proyecto de reglamento será remitido en consulta a la Contraloría 
General de la República.  
 
Artículo 45.—Reformas. Modifícase la siguiente normativa: 
 
a) Refórmanse el artículo 26, el párrafo primero del artículo 31 y el artículo 71 de la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República, Nº 7428, de 7 de setiembre de 1994. Los textos dirán: 
 
"Artículo 26.—Potestad sobre auditorías internas. La Contraloría General de la República fiscalizará 
que la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a su competencia institucional, cumpla 
adecuadamente las funciones que le señala el ordenamiento jurídico que la regula; coordinará, como 
mínimo, una actividad anual para fortalecer su gestión. El resultado de dichas fiscalizaciones deberá ser 
informado directamente al jerarca de la institución y al auditor interno, quienes estarán obligados a tomar 
las medidas necesarias para su acatamiento o, en su defecto, a plantear su oposición, dentro de un plazo 
máximo de quince días hábiles. 
 
Presentada la oposición, la auditoría interna dispondrá de un plazo máximo de treinta días hábiles, 
contados a partir del recibo del informe de la Contraloría, para fundamentar debidamente su oposición. 
 
Recibida la fundamentación de la oposición, la Contraloría General de la República tendrá un plazo 
máximo de treinta días hábiles para resolver el conflicto planteado y deberá notificar, de inmediato, al 
ente u órgano discrepante, lo resuelto en este asunto." 
 
"Artículo 31.—Potestad de informar y asesorar. La Contraloría General de la República rendirá, a los 
órganos parlamentarios y a cada uno de los diputados, los informes que estos le soliciten; lo realizará de 
oficio cuando su participación se haya solicitado de conformidad con el segundo párrafo del artículo 22 
de la presente Ley. En razón del carácter de órgano auxiliar en el control y la fiscalización de la Hacienda 
Pública, la Contraloría General de la República remitirá al Plenario Legislativo copia de todos los 
informes restantes que rinda en el ejercicio de dichas potestades. 
 
[...]" 
 
"Artículo 71.—Prescripción de la responsabilidad disciplinaria. La responsabilidad administrativa del 
funcionario público por las infracciones previstas en esta Ley y en el ordenamiento de control y 
fiscalización superiores, prescribirá de acuerdo con las siguientes reglas: 
 
a) En los casos en que el hecho irregular sea notorio, la responsabilidad prescribirá en cinco años, 
contados a partir del acaecimiento del hecho. 
 
b) En los casos en que el hecho irregular no sea notorio –entendido este como aquel hecho que requiere 
una indagación o un estudio de auditoría para informar de su posible irregularidad- la responsabilidad 
prescribirá en cinco años, contados a partir de la fecha en que el informe sobre la indagación o la 
auditoría respectiva se ponga en conocimiento del jerarca o el funcionario competente para dar inicio al 
procedimiento respectivo. 
 
La prescripción se interrumpirá, con efectos continuados, por la notificación al presunto responsable del 
acto que acuerde el inicio del procedimiento administrativo. 
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Cuando el autor de la falta sea el jerarca, el plazo empezará a correr a partir de la fecha en que él termine 
su relación de servicio con el ente, la empresa o el órgano respectivo. 
 
Se reputará como falta grave del funcionario competente para iniciar el procedimiento sancionatorio, el 
no darle inicio a este oportunamente o el dejar que la responsabilidad del infractor prescriba, sin causa 
justificada." 
 
b) Refórmase el artículo 18 de la Ley sobre enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, Nº 6872, 
de 17 de junio de 1983. El texto dirá: 
 
"Artículo18.—El responsable de la unidad de recursos humanos de cada entidad o, en su defecto, aquel 
quien el jerarca defina, deberá informar a la Contraloría General de la República, dentro de los ocho días 
siguientes a cada nombramiento, el nombre y las calidades de los servidores que ocupen los cargos para 
cuyo desempeño se requiera la declaración jurada de bienes, con indicación de la fecha en que esos 
funcionarios iniciaron sus funciones. 
 
Dentro del mismo plazo citado en el párrafo anterior, cada entidad deberá informar la fecha en que, por 
cualquier circunstancia, los servidores obligados a declarar concluyan su relación de servicio. La 
desobediencia de esta obligación será considerada falta grave, para todos los efectos legales." 
 
c) Refórmase el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Nº 6815, de 27 
de setiembre de 1982. El texto dirá: 
 
"Artículo 4.—Consultas. Los órganos de la Administración Pública, por medio de los jerarcas de los 
diferentes niveles administrativos, podrán consultar el criterio técnico-jurídico de la Procuraduría; en 
cada caso, deberán acompañar la opinión de la asesoría legal respectiva, salvo el caso de los auditores 
internos, quienes podrán realizar la consulta directamente." 
 
d) Adiciónase el inciso 1) al artículo 5 del Estatuto del Servicio Civil, Ley Nº 1581, de 30 de mayo de 
1953. El texto dirá: 
 
"Artículo 5.—Quedan también exceptuados de este Estatuto, los siguientes funcionarios y 
empleados: 
[...] 
l) Los auditores y subauditores internos de los ministerios y organismos adscritos." 
 
Artículo 46.—Derogaciones. Deróganse los artículos 59, 60, 61, 63, 64, 65 y 66 de la Ley Orgánica de 
la Contraloría General de la República, Nº 7428, de 7 de setiembre de 1994. 
 

Disposiciones Transitorias 
Transitorio I.—Los entes y órganos sujetos a esta Ley cuyo auditor y subauditor internos estén 
nombrados con una jornada laboral inferior a medio tiempo a la fecha de su publicación, dispondrán de 
un plazo máximo de doce meses para ajustarse a lo aquí dispuesto. 
 
Transitorio II.—Las instituciones públicas que en sus leyes constitutivas cuenten con un auditor interno 
sujeto a un plazo legal de nombramiento, una vez que este venza deberán elegir, por tiempo indefinido, a 
un auditor interno, mediante concurso interno o externo. 
Rige a partir de su publicación. 
 
Comunícase al Poder Ejecutivo 
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Asamblea Legislativa.-San José a los dieciocho días del mes de julio del dos mil dos.- Rolando Laclé 
Castro, Presidente.-Ronaldo Alfaro Garcia, Primer Secretario.-Lilliana Salas Salazar, Segunda Secretaria. 
Presidencia de la República.- San José, a los treinta y un días del mes de julio del dos mil dos. 
 
Ejecútese y publíquese 
  
ABEL PACHECO DE LA ESPRIELLA.-La Ministra de la Presidencia, Rina Contreras López y el 
Ministro de Planificación Nacional y Política Económica, Danilo Chaverri Soto.- 
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3 Publicada en La Gaceta número 228 del lunes 22 de noviembre del 2004. 

 
Despacho del Contralor General, a las nueve horas del doce de noviembre del dos mil cuatro. 

Considerando: 
1º—Que el artículo 183 de la Constitución Política establece que la Contraloría General de la República 
es un órgano auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la hacienda pública, y goza de 
absoluta independencia funcional y administrativa en el desempeño de sus labores. (Vid, además 
artículos 1º y 2º de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República). 
2º—Sobre esta independencia -e incluso la potestad de reglamentación especial en materias de su 
competencia constitucional y legal-, la propia Sala Constitucional ha reconocido la posibilidad de emitir 
directrices, circulares, normas y reglamentos u otros instrumentos jurídicos dirigidos a regular un mejor 
uso y manejo de la hacienda pública -expresamente esta facultad la regula el artículo 12 de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General- (Vid. resolución 3027-2000, de las 9:03 horas del 14 de abril del 
2000 de la Sala Constitucional y artículo 12 de la Ley Orgánica antes citada). 
3º—Que cuando esté de por medio el correcto y honesto manejo de la hacienda pública, es claro que 
existe la suficiente competencia del órgano contralor para normar el comportamiento de los funcionarios 
públicos en general, aspecto que queda comprendido dentro de la previsión del párrafo tercero del 
artículo 12 de la Ley orgánica indicada: “La Contraloría General de la República dictará, también, las 
instrucciones y órdenes dirigidas a los sujetos pasivos, que resulten necesarias para el cabal ejercicio de 
sus funciones de control y fiscalización”. 
4º—Que el artículo 13, inciso a) de la Ley General de Control Interno dispone como deber de los jerarcas 
y titulares subordinados: “a) Mantener y demostrar integridad y valores éticos en el ejercicio de sus 
deberes y obligaciones, así como contribuir con su liderazgo y sus acciones a promoverlos en el resto de 
la organización, para el cumplimiento efectivo por parte de los demás funcionarios”, lo que significa 
que la exigencia de integridad y valores éticos involucra a todo servidor público. 
5º—Que del artículo 11 de la Constitución Política se desprende la obligación personal para que cada 
servidor público rinda cuentas en y sobre el cumplimiento de sus deberes, siendo que cada persona, en el 
ejercicio de sus obligaciones, debe tener en cuenta un marco ético de comportamiento acorde con 
principios elementales de objetividad, imparcialidad, neutralidad política partidista, eficacia, 
transparencia, resguardo de la hacienda pública, respeto al bloque de legalidad, sometimiento a los 
órganos de control, entre otros. 
6º—Que mediante Ley número 7670 la Asamblea Legislativa aprobó la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, firmada por Costa Rica en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996; tal 
instrumento internacional aplica, en todos sus capítulos, a todos los órganos del Gobierno de la República 
y, por tanto, a cada servidor público (también dentro del derecho internacional público existe la 
Convención de Naciones Unidas de Lucha contra la Corrupción, suscrita el 9 de diciembre del 2003). 
Asimismo, debe recordarse que recientemente se aprobó la nueva Ley en contra de la corrupción y el 
enriquecimiento ilícito en la función pública que, dentro del tema del correcto uso y manejo de la 
hacienda pública, tiene sus imperativos sustanciales de orden ético. 
7º—Que existen otras disposiciones generales en materia de ética en el ejercicio de las funciones 
públicas adoptadas por el Poder Ejecutivo (Vid. Acuerdos números 2, del 12 de mayo de 1998 publicado 
en La Gaceta número 93, Alcance número 15, del 15 de mayo de 1998 y 3 del 8 de mayo del 2002 
publicado en La Gaceta número 91, Alcance 38, del 14 de mayo del 2002, ambos del Poder Ejecutivo), 
así como por otros Poderes e instituciones públicas. 
8º—También el ordenamiento jurídico contiene algunas otras disposiciones específicas aplicables al 
correcto ejercicio de las funciones públicas en materia de vigilancia, fiscalización y protección de la 
hacienda pública tanto para los servidores de la Contraloría General (Vid, artículos 48 y 49 de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General, Reglamento de Abstenciones y Marco Ético institucional), así como 
para los funcionarios de las auditorias internas (Vid, artículos 25, 32 y 34 de la Ley General de Control 
Interno). 
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9º—Asimismo, en materia de fiscalización pública la Organización Internacional de las Entidades 
Fiscalizadoras Superiores –INTOSAI- ha aprobado un Código de ética y normas de auditoría para 
quienes se desempeñan como auditores en las administraciones públicas. Este Código fue aprobado en 
XVI Congreso de la INTOSAI celebrado en Montevideo, Uruguay, en noviembre de 1998; mientras que 
las normas de auditoría fueron revisadas y aprobadas en el XVII Congreso de INTOSAI de Seúl del 
2001. Algunas de las normas dispuestas en el instrumento indicado deben ser adaptadas y comunicadas, 
según la competencia de este órgano contralor, a los servidores públicos en general. 
10.—Que los últimos acontecimientos nacionales relacionados con la corrupción en la función pública y 
privada obligan a tomar enérgicas medidas, acuerdos o directrices, encaminadas a sanear el manejo de la 
hacienda pública y dirigidas a recomendar o exhortar el desarrollo de las tareas asignadas -y hasta en la 
vida privada en lo pertinente- bajo un marco de ética aceptable por el común de la sociedad costarricense. 
11.—Finalmente, que recientemente se publicó la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito 
en la Función Pública (Ley número 8422 del 14 de setiembre del 2004, publicada en La Gaceta número 
212 del viernes 29 de octubre del 2004), siendo que tal instrumento dispone nuevos delitos, sanciones y 
disposiciones en general, a favor del correcto uso, manejo y comportamiento de los servidores públicos 
en relación con la hacienda pública, entre otros. 
12.—Que por lo indicado, y por el imperativo constitucional de resguardar la hacienda pública de 
actuaciones personales incorrectas que puedan, por ende, comprometer o poner en riesgo los fondos y 
recursos públicos, se dictan las siguientes directrices de orden ético para las auditorías internas, 
funcionarios de la Contraloría General de la República, jerarcas, titulares subordinados y demás 
servidores públicos del Gobierno de la República: Por tanto, 
a. Se resuelve emitir las siguientes: 

 
“DIRECTRICES GENERALES SOBRE PRINCIPIOS Y ENUNCIADOS ÉTICOS A OBSERVAR 

POR PARTE DE LOS JERARCAS, TITULARES 
SUBORDINADOS, FUNCIONARIOS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, 

AUDITORÍAS INTERNAS Y SERVIDORES 
PÚBLICOS EN GENERAL” 

Nº D-2-2004-CO 
1. Directrices para los jerarcas, titulares subordinados y funcionarios públicos en general. 
1.1 Enunciados rectores  
1. Los jerarcas, los titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben guiar su conducta a partir 
de principios como los siguientes:  
a) Legalidad constitucional: principio que exige someter toda actuación pública al ordenamiento jurídico; 
sólo lo expresamente autorizado por la Constitución y la ley es válido; la no observancia de esto 
constituye el delito de fraude de ley, según artículo 58 de la Ley 8422 (Ley contra la corrupción y el 
enriquecimiento ilícito en la función pública). 
b) Igualdad: principio de derechos humanos que exige tratar a todas las personas sin ningún tipo de 
discriminación. No es posible una conducta pública que haga distinciones. 
c) Regularidad: las operaciones y actos administrativos deben asentarse, de manera correcta, en registros 
confiables financieros, presupuestarios, entre otras clases de archivos. 
d) Eficiencia: los negocios públicos deben maximizar los resultados ante la escasez de fondos y recursos; 
los 
objetivos de trabajo deben cumplirse al menor costo posible. 
e) Eficacia: mandato que busca adecuar y concretizar las políticas públicas, así como el cumplimiento de 
los 
objetivos y metas. 
f) Austeridad: la asignación, adquisición, conservación e inversión de los recursos y fondos públicos, 
deben 
orientarse a la satisfacción plena del interés público, según el mandato del Estado Social de Derecho, y al 
uso 
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racional de éstos. 
g) Transparencia: la rendición de cuentas obliga a que el ejercicio del poder -y el cumplimiento de las 
funciones públicas asignadas- se haga de cara a los administrados. 
h) Lealtad: todo acto o conducta pública debe alcanzarse en función del país, la democracia, el bien 
común, la 
libertad, la justicia, la responsabilidad y la probidad. 
i) Probidad: el servidor público está obligado a trabajar por el interés público; su gestión debe atender las 
necesidades prioritarias, según lo que responsablemente se ha planificado. Esto obliga a mostrar rectitud 
y buena fe en el uso de las facultades que confiere la ley (Vid, artículo 3º de la Ley 8422). 
j) Responsabilidad: todo funcionario público debe responder, de frente al país y a los órganos de control, 
investigación y sanción, por sus faltas desde los ámbitos ético, disciplinario, civil, político y penal. 
k) Integridad: Los actos del funcionario público deben estar alejados de buscar beneficios en lo personal, 
familiar o para sus amigos. 
l) Honestidad: Todo interés diferente al público, que pudiese ocasionar un conflicto de intereses, debe ser 
declarado por el funcionario público. De inmediato debe detenerse aquel actuar que potencialmente 
pueda comprometer la 
recta honestidad. 
m) Liderazgo: El funcionario público debe promover y respaldar con sano liderazgo y ejemplo los 
principios antes indicados. 
1.2 Objetividad e imparcialidad  
1. Los jerarcas, los titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben ser independientes de 
grupos de intereses internos y externos, así como también deben ser objetivos al tomar decisiones. 
2. Es esencial que los jerarcas, los titulares subordinados y demás funcionarios públicos sean 
independientes e 
imparciales en el ejercicio de su función. 
3. En todas las cuestiones relacionadas con su labor, los jerarcas, los titulares subordinados y demás 
funcionarios públicos deben cuidar porque su independencia no se vea afectada por intereses personales o 
externos. Por ejemplo, la independencia podría verse afectada por las presiones o las influencias de 
personas internas o externas a la propia entidad para la que sirven; por los prejuicios de los jerarcas y 
demás funcionarios públicos acerca de las personas, la administración, los proyectos o los programas; por 
haber trabajado recientemente en la administración de la entidad a la cual sirven; o por relaciones 
personales o financieras que provoquen conflictos de lealtades o de intereses. Los jerarcas, titulares 
subordinados y demás funcionarios públicos están obligados a no intervenir en asuntos donde tengan 
algún interés personal o familiar, directa o indirectamente.  
4. Se requiere objetividad e imparcialidad en toda la labor efectuada por los jerarcas, titulares 
subordinados y demás funcionarios públicos, y en particular en sus decisiones, que deberán ser exactas y 
objetivas y apegadas a la ley. 
1.3 Neutralidad política.  
1. Es importante mantener la neutralidad 
política, tanto la real como la percibida. Por lo tanto, es importante que los jerarcas, titulares 
subordinados y demás funcionarios públicos conserven su independencia con respecto a las influencias 
políticas para desempeñar con imparcialidad sus responsabilidades. 
1.4 Conflicto de intereses.  
1. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deberán proteger su independencia 
y evitar cualquier posible conflicto de intereses rechazando regalos, dádivas, comisiones o gratificaciones 
que puedan interpretarse como intentos de influir sobre su independencia e integridad.  
2. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben evitar toda clase de 
relaciones y actos inconvenientes con personas que puedan influir, comprometer o amenazar la capacidad 
real o potencial de la institución para actuar, y por ende, parecer y actuar con independencia. 
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3. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán utilizar su cargo oficial 
con propósitos privados y deberán evitar relaciones y actos que impliquen un riesgo de corrupción o que 
puedan suscitar dudas razonables acerca de su objetividad e independencia. 
4. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán aprovecharse 
indebidamente de los servicios que presta la institución a la que sirven, en beneficio propio, de familiares 
o amigos, directa o 
indirectamente. 
5. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deben demostrar y practicar una 
conducta moral y ética intachable. 
6. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán participar directa o 
indirectamente en transacciones financieras, aprovechándose de información confidencial de la cual 
tengan conocimiento en razón de su cargo, de forma tal que ello les confiera una situación de privilegio 
de cualquier carácter, para sí, o para terceros, directa o indirectamente. 
7. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán llevar a cabo trabajos o 
actividades, remuneradas o no, que estén en conflicto con sus deberes y responsabilidades en la función 
pública, o cuyo ejercicio pueda dar motivo de duda razonable sobre la imparcialidad en la toma de 
decisiones que competen a la persona o a la institución que representa. 
8. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán solicitar o recibir de 
personas, físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras, directa o indirectamente, colaboraciones para 
viajes, aportes en dinero u otras liberalidades semejantes, para su propio beneficio o de un tercero. 
9. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán aceptar honorarios o 
regalías de cualquier tipo por discursos, conferencias o actividades similares, con excepción de lo 
permitido por la ley. 
10. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán efectuar o patrocinar 
para 
terceros, directa o indirectamente, trámites, nombramientos o gestiones administrativas que se 
encuentren, o no, relacionados con su cargo, salvo lo que está dentro de los cauces normales de la 
prestación de esos servicios o actividades. 
11. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán usar las instalaciones 
físicas, el equipo de oficina, vehículos o demás bienes públicos a que tengan acceso, para propósitos 
ajenos al fin para el que están destinados. 
12. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán utilizar recursos o 
fondos públicos para la promoción de partidos políticos por medios tales como campañas publicitarias, 
tarjetas, anuncios, espacios pagados en medios de comunicación, partidas del presupuesto de la 
República, compra de obsequios, atenciones o invitaciones, para beneficio de personas o grupos 
específicos. 
13. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán solicitar o aceptar 
directa o 
indirectamente regalos, comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier 
tipo. Los presentes dados como símbolo de la amistad de un país, sean de valor artístico, cultural u otro, 
deben ponerse a la orden de los órganos públicos encargados de su registro y custodia dentro del mes 
siguiente a su recepción. 
14. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán dirigir, administrar, 
patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, a personas que gestionen o exploten 
concesiones o privilegios de la administración o que fueren sus proveedores o contratistas. 
15. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán recibir directa o 
indirectamente, beneficios originados en contratos, concesiones o franquicias que celebre u otorgue la 
administración. 
16. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos no deberán aceptar o emitir cartas 
de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio de personas o grupos específicos, para 
procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios. 
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17. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deberán excusarse de participar en 
actos que ocasionen conflicto de intereses. El funcionario público debe abstenerse razonablemente de 
participar en cualquier actividad pública, familiar o privada en general, donde pueda existir un conflicto 
de intereses con respecto a su investidura de servidor público, sea porque puede comprometer su criterio, 
ocasionar dudas sobre su imparcialidad a una persona razonablemente objetiva, entre otros. 
18. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deberán resguardar, proteger y 
tutelar los fondos y recursos públicos. Todo acto contrario a tal imperativo debe ser denunciado de 
inmediato ante las 
instancias correspondientes. 
19. Los jerarcas, titulares subordinados y demás funcionarios públicos deberán denunciar por las vías 
correspondientes, cualquier acto de corrupción. 
2. Directrices para las auditorías internas y funcionarios de la Contraloría General de la República. 
2.1 Independencia, objetividad e imparcialidad. 
1. Para el personal de las auditorías internas y funcionarios de la Contraloría General es indispensable la 
independencia con respecto a la entidad fiscalizada y otros grupos de intereses externos. 
2. Es esencial que el personal de las auditorías internas y los funcionarios de la Contraloría General no 
sólo sean independientes e imparciales de hecho. 
3. En todas las cuestiones relacionadas con la labor de auditoría, la independencia del personal de las 
auditorías internas y de los funcionarios de la Contraloría General no debe verse afectada por intereses 
personales o externos. Por ejemplo, la independencia podría verse afectada por las presiones o las 
influencias externas sobre los auditores; por los prejuicios de los auditores acerca de las personas, las 
entidades fiscalizadas, los proyectos o los programas; por haber trabajado recientemente en la entidad 
fiscalizada; o por relaciones personales o financieras que provoquen conflictos de lealtades o de 
intereses. El personal de la auditoría interna y los funcionarios de la Contraloría General está obligado a 
abstenerse de intervenir cualquier asunto en el cual tenga algún interés personal o familiar, directo o 
indirecto. 
4. Se requiere objetividad e imparcialidad en toda la labor efectuada por el personal de la auditorías 
internas y 
de la Contraloría General, y en particular en los informes realizados, que deberán ser exactos y objetivos. 
Las conclusiones de los dictámenes e informes, por consiguiente, deben basarse exclusivamente en las 
pruebas obtenidas y unificadas de acuerdo con las normas de auditoría. 
5. El personal de las auditorías internas y de la Contraloría General deberá utilizar la información 
aportada por la entidad fiscalizada y por terceros. Esta información deberá tenerse en cuenta de modo 
imparcial en los dictámenes expresados por los auditores y los funcionarios de la Contraloría General. El 
auditor y los funcionarios de la Contraloría General también deberá recoger información acerca de los 
enfoques de la entidad fiscalizada y de terceros. Sin embargo, estos enfoques no deberán condicionar las 
conclusiones propias de los auditores ni de los servidores de la Contraloría General. 
2.2. Neutralidad política.  
1. Es importante mantener la neutralidad política en los ámbitos públicos y privados del personal de las 
auditorías internas y de la Contraloría General, de acuerdo con el régimen de prohibiciones legales 
existentes. Por lo tanto, es importante que este personal conserve su independencia con respecto a las 
influencias políticas partidistas o electorales para desempeñar con imparcialidad sus responsabilidades de 
fiscalización. 
2. Cuando el personal de las auditorías internas y de la Contraloría General esté autorizado a asesorar o a 
prestar servicios distintos de la fiscalización a una entidad fiscalizada, debe evitarse hay que procurar que 
estos servicios no lleven a un conflicto de intereses. En particular, el personal de la auditoría interna o de 
la Contraloría General debe velar porque dichos servicios o asesoramiento no incluyan responsabilidades 
o facultades de gestión, que deben continuar desempeñando con claridad la administración. Lo anterior 
sin que se descuide la prohibición existente del ejercicio liberal de la profesión. 
2.3. Conflicto de intereses.  
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1. El personal de las auditorías internas y de la Contraloría General deberá proteger su independencia y 
evitar cualquier posible conflicto de intereses rechazando regalos o gratificaciones que puedan 
interpretarse como intentos de influir sobre su independencia e integridad, sin perjuicio del deber de 
denunciar ante las instancias competentes. 
2. El personal de las auditorías internas y de la Contraloría General debe evitar relaciones 
razonablemente inconvenientes con los directivos y el personal de la entidad fiscalizada y otras personas 
que puedan influir, comprometer o amenazar la capacidad de los auditores y funcionarios de la 
Contraloría General para actuar. 
3. El personal de las auditorías internas y de la Contraloría General no deberá utilizar su cargo oficial con 
propósitos privados y deberá evitar relaciones razonablemente inconvenientes que impliquen un riesgo de 
corrupción o que puedan suscitar dudas acerca de su objetividad e independencia. 
4. Con las excepciones de ley, el personal de las auditorías internas y de la Contraloría General debe 
mantener 
confidencialidad respecto de la información que se les haya suministrado para el ejercicio de su trabajo o 
que 
hayan conocido con ocasión de éste. 
3. Otras directrices complementarias para los funcionarios de la Contraloría General de la República. 
3.1 Ética en la función.  
1. Los funcionarios de la Contraloría General deberán salvaguardar en todas sus actuaciones el interés 
público, procurando la preservación del patrimonio público y denunciando ante la autoridad competente 
cualquier actividad o situación contraria al manejo correcto de los recursos públicos. 
2. Los funcionarios de la Contraloría General deberán abstenerse de usar las atribuciones de su cargo o 
los recursos confiados a su custodia o administración, con el fin de obtener un beneficio para sí mismo o 
para terceros, y rechazar todo tipo de pago, concesión o privilegio que se le ofrezca, diferente de los que 
resulten legalmente procedentes. 
3. Los funcionarios de la Contraloría General deberán evitar establecer intereses o relaciones 
razonablemente inconvenientes con personas físicas o jurídicas, incompatibles con su puesto y con las 
atribuciones y funciones que tenga asignadas. 
4. Los funcionarios de la Contraloría General deberán actuar, en el descargo de sus labores, con estricto 
apego al bloque de legalidad; sea, con respeto absoluto a la Constitución Política, las leyes y demás 
disposiciones del sistema normativo patrio. 
5. Los funcionarios de la Contraloría General deberán ajustar su conducta a normas de moral y probidad 
reconocidas en el ejercicio de las funciones públicas. 
 
b. Las presentes directrices rigen a partir de su publicación. 
Publíquese.—Dr. Alex Solís Fallas, Contralor General.—1 vez.—C-138275.—(89508). 
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Preámbulo 
LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, 
CONVENCIDOS de que la corrupción socava la legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra 
la sociedad, el orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo integral de los  pueblos; 
CONSIDERANDO que la democracia representativa, condición indispensable para la estabilidad, la paz 
y el desarrollo de la región,  por su naturaleza, exige combatir toda forma de corrupción en el ejercicio de 
las funciones públicas, así como los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio; 
PERSUADIDOS de que el combate contra la corrupción fortalece las instituciones democráticas, evita 
distorsiones de la economía, vicios en la gestión pública y el deterioro de la moral social; 
RECONOCIENDO que, a menudo, la corrupción es uno de los instrumentos que utiliza la criminalidad 
organizada con la finalidad de materializar sus propósitos; 
CONVENCIDOS de la importancia de generar conciencia entre la población de los países de la región 
sobre la existencia y gravedad de este problema, así como de la necesidad de fortalecer la participación 
de la sociedad civil en la prevención y lucha contra la corrupción; 
RECONOCIENDO que la corrupción tiene, en algunos casos, trascendencia internacional, lo cual exige 
una acción coordinada de los Estados para combatirla eficazmente; 
CONVENCIDOS  de la necesidad de adoptar cuanto antes un instrumento internacional que promueva y 
facilite la cooperación internacional para combatir la corrupción y, en especial, para tomar las medidas 
apropiadas contra las personas que cometan actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas 
o específicamente vinculados con dicho ejercicio; así como respecto de los bienes producto de estos 
actos; 
PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por los vínculos cada vez más estrechos entre la corrupción y 
los ingresos provenientes del tráfico ilícito de estupefacientes, que socavan y atentan contra las 
actividades comerciales y financieras legítimas y la sociedad, en todos los niveles; 
TENIENDO PRESENTE que para combatir la corrupción es responsabilidad de los Estados la 
erradicación de la impunidad y que la cooperación entre ellos es necesaria para que su acción en este 
campo sea efectiva; y 
DECIDIDOS a hacer todos los esfuerzos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción en el 
ejercicio de las funciones públicas y en los actos de corrupción específicamente vinculados con tal 
ejercicio, 
HAN CONVENIDO  en suscribir la siguiente 
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Artículo I 
Definiciones 
Para los fines de la presente Convención, se entiende por: 
"Función pública", toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una 
persona natural en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus 
niveles jerárquicos. 
"Funcionario público", "Oficial Gubernamental" o "Servidor público", cualquier funcionario o empleado 
del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para 
desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles 
jerárquicos. 
"Bienes", los activos de cualquier tipo, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o 
instrumentos legales que acrediten, intenten probar o se refieran a la propiedad u otros derechos sobre 
dichos activos. 

                                                 
4 Aprobada por Ley número 7670, del 17 de abril de 1997. 

Artículo II 
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Propósitos 
Los propósitos de la presente Convención son: 
1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos necesarios 
para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción; y 
2. Promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes a fin de asegurar la eficacia de las 
medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio 
de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal ejercicio. 
Artículo III 
Medidas preventivas 
A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la 
aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y 
fortalecer: 
1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas.  
Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el 
uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones.  
Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las 
autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan 
conocimiento.  Tales medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios 
públicos y en la gestión pública. 
2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta. 
3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus 
responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades. 
4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que 
desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales 
declaraciones cuando corresponda. 
5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por 
parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas. 
6. Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del Estado, que impidan la 
corrupción. 
7. Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones 
en violación de la legislación contra la corrupción de los Estados Partes. 
8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena 
fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y 
los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno. 
9. Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, 
sancionar y erradicar las prácticas corruptas. 
10. Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, tales como 
mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan 
registros que reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que 
establezcan suficientes controles contables internos que permitan a su personal detectar actos de 
corrupción. 
11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no 
gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción. 
12. El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración 
equitativa y la probidad en el servicio público. 
Artículo IV 
Ámbito 
La presente Convención es aplicable siempre que el presunto acto de corrupción se haya cometido o 
produzca sus efectos en un Estado Parte. 
Artículo V 
Jurisdicción 
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1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito se cometa en su 
territorio. 
2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto 
de los delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el delito sea cometido por 
uno de sus nacionales o por una persona que tenga residencia habitual en su territorio. 
3. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con esta Convención cuando el presunto delincuente se 
encuentre en su territorio y no lo extradite a otro país por motivo de la nacionalidad del presunto 
delincuente. 
4. La presente Convención no excluye la aplicación de cualquier otra regla de jurisdicción penal 
establecida por una Parte en virtud de su legislación nacional. 
Artículo VI 
Actos de corrupción 
1. La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción: 
a. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona 
que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, 
favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u 
omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; 
b. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona 
que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, 
favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la 
realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; 
c. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de 
cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios 
para sí mismo o para un tercero; 
d. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos a los que 
se refiere el presente artículo; y 
e. La participación como autor, co-autor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la 
comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a 
los que se refiere el presente artículo. 
2. La presente Convención también será aplicable, de mutuo acuerdo entre dos o más Estados Partes, en 
relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella. 
Artículo VII 
Legislación interna 
Los Estados Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas legislativas o de otro carácter que 
sean necesarias para tipificar como delitos en su derecho interno los actos de corrupción descritos en el 
Artículo VI.1. y para facilitar la cooperación entre ellos, en los términos de la presente Convención. 
Artículo VIII 
Soborno transnacional 
Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada 
Estado Parte prohibirá y sancionará el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, 
directa o indirectamente, por parte de sus nacionales, personas que tengan residencia habitual en su 
territorio y empresas domiciliadas en él,  cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios, como 
dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita cualquier acto, 
en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de naturaleza económica o 
comercial. 
Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de soborno transnacional, éste será 
considerado un acto de corrupción para los propósitos de esta Convención. 
Aquel Estado Parte que no haya tipificado el soborno transnacional brindará la asistencia y cooperación 
previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en que sus leyes lo permitan. 
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Artículo IX 
Enriquecimiento ilícito 
Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, los Estados 
Partes que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas necesarias para tipificar en su legislación como 
delito, el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus 
ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente justificado 
por él. 
Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el delito de enriquecimiento ilícito, éste será 
considerado un acto de corrupción para los propósitos de la presente Convención. 
Aquel Estado Parte que no haya tipificado el enriquecimiento ilícito brindará la asistencia y cooperación 
previstas en esta Convención, en relación con este delito, en la medida en que sus leyes lo permitan. 
Artículo X 
Notificación 
Cuando un Estado Parte adopte la legislación a la que se refieren los párrafos 1 de los artículos VIII y IX, 
lo notificará al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, quien lo notificará a su 
vez a los demás Estados Partes.  Los delitos de soborno transnacional y de enriquecimiento ilícito serán 
considerados para ese Estado Parte acto de corrupción para los propósitos de esta Convención, 
transcurridos treinta días contados a partir de la fecha de esa notificación. 
Artículo XI 
Desarrollo progresivo 
1. A los fines de impulsar el desarrollo y la armonización de las legislaciones nacionales y la consecución 
de los objetivos de esta Convención, los Estados Partes estiman conveniente y se obligan a considerar la 
tipificación en sus legislaciones de las siguientes conductas: 
a. El aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario público 
o una persona que ejerce funciones públicas, de cualquier tipo de información reservada o privilegiada de 
la cual ha tenido conocimiento en razón o con ocasión de la función desempeñada. 
b. El uso o aprovechamiento indebido en beneficio propio o de un tercero, por parte de un funcionario 
público o una persona que ejerce funciones públicas de cualquier tipo de bienes del Estado o de empresas 
o instituciones en que éste tenga parte, a los cuales ha tenido acceso en razón o con ocasión de la función 
desempeñada. 
c. Toda acción u omisión efectuada por cualquier persona que, por sí misma o por persona interpuesta o 
actuando como intermediaria, procure la adopción, por parte de la autoridad pública, de una decisión en 
virtud de la cual obtenga ilícitamente para sí o para otra persona, cualquier beneficio o provecho, haya o 
no detrimento del patrimonio del Estado. 
d.   La desviación ajena a su objeto que, para beneficio propio o de terceros, hagan los funcionarios 
públicos, de bienes muebles o inmuebles, dinero o valores, pertenecientes al Estado, a un organismo 
descentralizado o a un particular, que los hubieran percibido por razón de su cargo, en administración, 
depósito o por otra causa. 
2. Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado estos delitos, éstos serán considerados actos de 
corrupción para los propósitos de la presente Convención. 
3. Aquellos Estados Partes que no hayan tipificado los delitos descritos en este artículo brindarán la 
asistencia y cooperación previstas en esta Convención en relación con ellos, en la medida en que sus 
leyes lo permitan. 
Artículo XII 
Efectos sobre el patrimonio del Estado 
Para la aplicación de esta Convención, no será necesario que los actos de corrupción descritos en la 
misma produzcan perjuicio patrimonial al Estado. 
Artículo XIII 
Extradición 
1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por los Estados Partes de conformidad con esta 
Convención. 
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2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos 
que den lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Partes.  Los Estados 
Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición 
que concierten entre sí. 
3. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de 
extradición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica 
el presente artículo. 
4. Los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos 
a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos. 
5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación del Estado Parte requerido o 
por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que se puede denegar la 
extradición. 
6. Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el presente artículo se deniega en razón 
únicamente de la nacionalidad de la persona objeto de la solicitud, o porque el Estado Parte requerido se 
considere competente, éste presentará el caso ante sus autoridades competentes para su enjuiciamiento, a 
menos que se haya convenido otra cosa con el Estado Parte requirente, e informará oportunamente a éste 
de su resultado final. 
7. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, 
y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona cuya extradición se 
solicite y que se encuentre en su territorio o adoptar otras medidas adecuadas para asegurar su 
comparecencia en los trámites de extradición. 
Artículo XIV 
Asistencia y cooperación 
1. Los Estados Partes se prestarán la más amplia asistencia recíproca, de conformidad con sus leyes y los 
tratados aplicables, dando curso a las solicitudes emanadas de las autoridades que, de acuerdo con su 
derecho interno, tengan facultades para la investigación o juzgamiento de los actos de corrupción 
descritos en la presente Convención, a los fines de la obtención de pruebas y la realización de otros actos 
necesarios para facilitar los procesos y actuaciones referentes a la investigación o juzgamiento de actos 
de corrupción. 
2. Asimismo, los Estados Partes se prestarán la más amplia cooperación técnica mutua sobre las formas y 
métodos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción.  Con tal 
propósito, propiciarán el intercambio de experiencias por medio de acuerdos y reuniones entre los 
órganos e instituciones competentes y otorgarán especial atención a las formas y métodos de 
participación ciudadana en la lucha contra la corrupción. 
Artículo XV 
Medidas sobre bienes 
1. De acuerdo con las legislaciones nacionales aplicables y los tratados pertinentes u otros acuerdos que 
puedan estar en vigencia entre ellos, los Estados Partes se prestarán mutuamente la más amplia asistencia 
posible en la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el decomiso de bienes 
obtenidos o derivados de la comisión de los delitos tipificados de conformidad con la presente 
Convención, de los bienes utilizados en dicha comisión o del producto de dichos bienes. 
2. El Estado Parte que aplique sus propias sentencias de decomiso, o las de otro Estado Parte, con 
respecto a los bienes o productos descritos en el párrafo anterior, de este artículo, dispondrá de tales 
bienes o productos de acuerdo con su propia legislación.  En la medida en que lo permitan sus leyes y en 
las condiciones que considere apropiadas, ese Estado Parte podrá transferir total o parcialmente dichos 
bienes o productos a otro Estado Parte que haya asistido en la investigación o en las actuaciones 
judiciales conexas. 
Artículo XVI 
Secreto bancario 
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1. El Estado Parte requerido no podrá negarse a proporcionar la asistencia solicitada por el Estado Parte 
requirente amparándose en el secreto bancario. Este artículo será aplicado por el Estado Parte requerido, 
de conformidad con su derecho interno, sus disposiciones de procedimiento o con los acuerdos bilaterales 
o multilaterales que lo vinculen con el Estado Parte requirente. 
2. El Estado Parte requirente se obliga a no utilizar las informaciones protegidas por el secreto bancario 
que reciba, para ningún fin distinto del proceso para el cual hayan sido solicitadas, salvo autorización del 
Estado Parte requerido. 
Artículo XVII 
Naturaleza del acto 
A los fines previstos en los artículos XIII, XIV, XV y XVI de la presente Convención,  el hecho de que 
los bienes obtenidos o derivados de un acto de corrupción hubiesen sido destinados a fines políticos o el 
hecho de que se alegue que un acto de corrupción ha sido cometido por motivaciones o con finalidades 
políticas, no bastarán por sí solos para considerar dicho acto como un delito político o como un delito 
común conexo con un delito político. 
Artículo XVIII 
Autoridades centrales 
1. Para los propósitos de la asistencia y cooperación internacional previstas en el marco de esta 
Convención, cada Estado Parte podrá designar una autoridad central o podrá utilizar las autoridades 
centrales contempladas en los tratados pertinentes u otros acuerdos. 
2. Las autoridades centrales se encargarán de formular y recibir las solicitudes de asistencia y 
cooperación a que se refiere la presente Convención. 
3. Las autoridades centrales se comunicarán en forma directa para los efectos de la presente Convención. 
Artículo XIX 
Aplicación en el tiempo 
Con sujeción a los principios constitucionales, al ordenamiento interno de cada Estado y a los tratados 
vigentes entre los Estados Partes, el hecho de que el presunto acto de corrupción se hubiese cometido con 
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Convención, no impedirá la cooperación procesal penal 
internacional entre los Estados Partes.  La presente disposición en ningún caso afectará el principio de la 
irretroactividad de la ley penal ni su aplicación interrumpirá los plazos de prescripción en curso relativos 
a los delitos anteriores a la fecha de la entrada en vigor de esta Convención. 
Artículo XX 
Otros acuerdos o prácticas 
Ninguna de las normas de la presente Convención será interpretada en el sentido de impedir que los 
Estados Partes se presten recíprocamente cooperación al amparo de lo previsto en otros acuerdos 
internacionales, bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren en el futuro entre ellos, o de 
cualquier otro acuerdo o práctica aplicable. 
Artículo XXI 
Firma 
La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la Organización de los 
Estados Americanos. 
Artículo XXII 
Ratificación 
La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de ratificación se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
Artículo XXIII 
Adhesión 
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
Artículo XXIV 
Reservas 
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Los Estados Partes podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, 
firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y propósitos de la 
Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas. 
 Artículo XXV 
Entrada en vigor 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado 
el segundo instrumento de ratificación.  Para cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella 
después de haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor 
el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o 
adhesión. 
Artículo XXVI 
Denuncia 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualesquiera de los Estados Partes podrá 
denunciarla.  El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos.  Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento 
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y permanecerá en vigor para 
los demás Estados Partes. 
Artículo XXVII 
Protocolos adicionales 
Cualquier Estado Parte podrá someter a la consideración de los otros Estados Partes reunidos con ocasión 
de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, proyectos de protocolos 
adicionales a esta Convención con el objeto de contribuir al logro de los propósitos enunciados en su 
Artículo II. 
Cada protocolo adicional fijará las modalidades de su entrada en vigor y se aplicará sólo entre los 
Estados Partes en dicho protocolo. 

 

Artículo XXVIII 
Depósito del instrumento original 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos español, francés, inglés y portugués son 
igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos, la que enviará copia certificada de su texto para su registro de publicación a la Secretaría de 
las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.  La 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados miembros de 
dicha Organización y a los Estados que hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiere. 



CONVENCIÓN DE NACIONES UNIDAS CONTRA 
LA CORRUPCIÓN5

Preámbulo 
 

Los Estados Parte en la presente Convención, 
Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la  
estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la 
ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley, 
Preocupados también por los vínculos entre la corrupción y otras formas de delincuencia, en particular la 
delincuencia organizada y la delincuencia económica, incluido el blanqueo de dinero, 
Preocupados asimismo por los casos de corrupción que entrañan vastas cantidades de activos, los cuales 
pueden constituir una proporción importante de los recursos de los Estados, y que amenazan la 
estabilidad política y el desarrollo sostenible de esos Estados, 
Convencidos de que la corrupción ha dejado de ser un problema local para convertirse en un fenómeno 
transnacional que afecta a todas las sociedades y economías, lo que hace esencial la cooperación 
internacional para prevenirla y luchar contra ella, Convencidos también de que se requiere un enfoque 
amplio y multidisciplinario para prevenir y combatir eficazmente la corrupción, 
Convencidos asimismo de que la disponibilidad de asistencia técnica puede desempeñar un papel 
importante para que los Estados estén en mejores condiciones de poder prevenir y combatir eficazmente 
la corrupción, entre otras cosas fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones, Convencidos de 
que el enriquecimiento personal ilícito puede ser particularmente nocivo para las instituciones 
democráticas, las economías nacionales y el imperio de la ley, 
Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor eficacia las transferencias internacionales de activos 
adquiridos ilícitamente y a fortalecer la cooperación internacional para la recuperación de activos, 
Reconociendo los principios fundamentales del debido proceso en los procesos penales y en los 
procedimientos civiles o administrativos sobre derechos de propiedad, 
Teniendo presente que la prevención y la erradicación de la corrupción son responsabilidad de todos los 
Estados y que éstos deben cooperar entre sí, con el apoyo y la participación de personas y grupos que no 
pertenecen al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las 
organizaciones de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces, 
Teniendo presentes también los principios de debida gestión de los asuntos y los bienes públicos, 
equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, así como la necesidad de salvaguardar la integridad y 
fomentar una cultura de rechazo de la corrupción, 
Encomiando la labor de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal y la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la prevención y la lucha contra la corrupción, 
Recordando la labor realizada por otras organizaciones internacionales y regionales en esta esfera, 
incluidas las actividades del Consejo de Cooperación Aduanera (también denominado Organización 
Mundial de Aduanas), el Consejo de Europa, la Liga de los Estados Árabes, la Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económicos, la Organización de los Estados Americanos, la Unión Africana y 
la Unión Europea, 
Tomando nota con reconocimiento de los instrumentos multilaterales encaminados a prevenir y combatir 
la corrupción, incluidos, entre otros la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por la 
Organización de los Estados Americanos el 29 de marzo de 1996, el Convenio relativo a la lucha contra 
los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de los 
Estados Miembros de la Unión Europea, aprobado por el Consejo de la Unión Europea el 26 de mayo de 
1997, el Convenio sobre la lucha contra el soborno de los funcionarios públicos extranjeros en las 
transacciones comerciales internacionales, aprobado por la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos el 21 de noviembre de 1997, el Convenio de derecho penal sobre la corrupción, aprobado 
por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 27 de enero de 1999, el Convenio de derecho civil 
sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 4 de noviembre de 

                                                 
5 A enero del 2005, Costa Rica aún no ha aprobado esta Convención. 
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1999 y la Convención de la Unión Africana para prevenir y combatir la corrupción, aprobada por los 
Jefes de Estado y de Gobierno de 
la Unión Africana el 12 de julio de 2003,  
Acogiendo con satisfacción la entrada en vigor, el 29 de septiembre de 2003, de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
Han convenido en lo siguiente: 
 
Capítulo I 
Disposiciones generales 
Artículo 1 
Finalidad 
La finalidad de la presente Convención es: 
a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción; 
b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en la prevención y la 
lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de activos; 
c) Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes 
públicos. 
Artículo 2 
Definiciones 
A los efectos de la presente Convención: 
a) Por “funcionario público” se entenderá: i) toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, 
administrativo o judicial de un Estado Parte, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, 
remunerado u honorario, sea cual sea la antigüedad de esa persona en el cargo; ii) toda otra persona que 
desempeñe una función pública, incluso para un organismo público o una empresa pública, o que preste 
un servicio público, según se defina en el derecho interno del Estado Parte y se aplique en la esfera 
pertinente del ordenamiento jurídico de ese Estado Parte; iii) toda otra persona definida como 
“funcionario público” en el derecho interno de un Estado Parte. No obstante, a los efectos de algunas 
medidas específicas incluidas en el capítulo II de la presente Convención, podrá entenderse por 
“funcionario público” toda persona que desempeñe una función pública o preste un servicio público 
según se defina en el derecho interno del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del 
ordenamiento jurídico de ese Estado Parte;  
b) Por “funcionario público extranjero” se entenderá toda persona que ocupe un cargo legislativo, 
ejecutivo, administrativo o judicial de un país extranjero, ya sea designado o elegido; y toda persona que 
ejerza una función pública para un país extranjero, incluso para un organismo público o una empresa 
pública;  
c) Por “funcionario de una organización internacional pública” se entenderá un empleado público 
internacional o toda persona que tal organización haya autorizado a actuar en su nombre; 
d) Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o 
inmuebles, tangibles o intangibles y los documentos o instrumentos legales que acrediten la propiedad u 
otros derechos sobre dichos activos;  
e) Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos directa o 
indirectamente de la comisión de un delito; 
f) Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de transferir, convertir, 
enajenar o trasladar bienes, o de asumir la custodia o el control temporales de bienes sobre la base de una 
orden de un tribunal u otra autoridad competente; 
g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por orden de un tribunal u 
otra autoridad competente; 
h) Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda pasar a 
constituir materia de un delito definido en el artículo 23 de la presente Convención; 
i) Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o 
sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el conocimiento 
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y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar un delito e identificar a las 
personas involucradas en su comisión. 
Artículo 3 
Ámbito de aplicación 
1. La presente Convención se aplicará, de conformidad con sus disposiciones, a la prevención, la 
investigación y el enjuiciamiento de la corrupción y al embargo preventivo, la incautación, el decomiso y 
la restitución del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
2. Para la aplicación de la presente Convención, a menos que contenga una disposición en contrario, no 
será necesario que los delitos enunciados en ella produzcan daño o perjuicio patrimonial al Estado. 
Artículo 4 
Protección de la soberanía 
1. Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en consonancia 
con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así como de no 
intervención en los asuntos internos de otros Estados. 
2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en el territorio 
de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a 
sus autoridades. 
Capítulo II 
Medidas preventivas 
Artículo 5 
Políticas y prácticas de prevención de la corrupción 
1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas coordinadas y eficaces contra la corrupción que 
promuevan la participación de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión 
de los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia y la obligación de rendir 
cuentas. 
2. Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar prácticas eficaces encaminadas a prevenir la 
corrupción.  
3. Cada Estado Parte procurará evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las medidas 
administrativas pertinentes a fin de determinar si son adecuados para combatir la corrupción. 
4. Los Estados Parte, según proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes en la promoción y formulación de las medidas mencionadas en el presente artículo. Esa 
colaboración podrá comprender la participación en programas y proyectos internacionales destinados a 
prevenir la corrupción. 
Artículo 6 
Órgano u órganos de prevención de la corrupción 
1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
garantizará la existencia de un órgano u órganos, según proceda, encargados de prevenir la corrupción 
con medidas tales como:  
a) La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la presente Convención y, 
cuando proceda, la supervisión y coordinación de la puesta en práctica de esas políticas; 
b) El aumento y la difusión de los conocimientos en materia de prevención de la corrupción. 
2. Cada Estado Parte otorgará al órgano o a los órganos mencionados en el párrafo 1 del presente artículo 
la independencia necesaria, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico, para que puedan desempeñar sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia indebida. 
Deben proporcionárseles los recursos materiales y el personal especializado que sean necesarios, así 
como la capacitación que dicho personal pueda requerir para el desempeño de sus funciones.  
3. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la dirección 
de la autoridad o las autoridades que puedan ayudar a otros Estados Parte a formular y aplicar medidas 
concretas de prevención de la corrupción. 
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Artículo 7 
Sector público 
1. Cada Estado Parte, cuando sea apropiado y de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, procurará adoptar sistemas de convocatoria, contratación, retención, promoción y 
jubilación de empleados públicos y, cuando proceda, de otros funcionarios públicos no elegidos, o 
mantener y fortalecer dichos sistemas. Éstos: 
a) Estarán basados en principios de eficiencia y transparencia y en criterios objetivos como el mérito, la 
equidad y la aptitud; 
b) Incluirán procedimientos adecuados de selección y formación de los titulares de cargos públicos que 
se consideren especialmente vulnerables a la corrupción, así como, cuando proceda, la rotación de esas 
personas a otros cargos; 
c) Fomentarán una remuneración adecuada y escalas de sueldo equitativas, teniendo en cuenta el nivel de 
desarrollo económico del Estado Parte; 
d) Promoverán programas de formación y capacitación que les permitan cumplir los requisitos de 
desempeño correcto, honorable y debido de sus funciones y les proporcionen capacitación especializada 
y apropiada para que sean más conscientes de los riesgos de corrupción inherentes al desempeño de sus 
funciones. Tales programas podrán hacer referencia a códigos o normas de conducta en las esferas 
pertinentes. 
2. Cada Estado Parte considerará también la posibilidad de adoptar medidas legislativas y administrativas 
apropiadas, en consonancia con los objetivos de la presente Convención y de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, a fin de establecer criterios para l a candidatura y 
elección a cargos públicos. 
3. Cada Estado Parte considerará asimismo la posibilidad de adoptar medidas legislativas y 
administrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos de la presente Convención y de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, para aumentar la transparencia 
respecto de la financiación de candidaturas a cargos públicos electivos y, cuando proceda, respecto de la 
financiación de los partidos políticos. 
4. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, procurará 
adoptar sistemas destinados a promover la transparencia y a prevenir conflictos de intereses, o a mantener 
y fortalecer dichos sistemas. 
Artículo 8 
Códigos de conducta para funcionarios públicos 
1. Con objeto de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, promoverá, entre otras cosas, la integridad, la honestidad y la 
responsabilidad entre sus funcionarios públicos. 
2. En particular, cada Estado Parte procurará aplicar, en sus propios ordenamientos institucionales y 
jurídicos, códigos o normas de conducta para el correcto, honorable y debido cumplimiento de las 
funciones públicas. 
3. Con miras a aplicar las disposiciones del presente artículo, cada Estado Parte, cuando proceda y de 
conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, tomará nota de las iniciativas 
pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales y multilaterales, tales como el Código 
Internacional de Conducta para los titulares de cargos públicos, que figura en el anexo de la resolución 
51/59 de la Asamblea General de 12 de diciembre de 1996. 
4. Cada Estado Parte también considerará, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, la posibilidad de establecer medidas y sistemas para facilitar que los funcionarios 
públicos denuncien todo acto de corrupción a las autoridades competentes cuando tengan conocimiento 
de ellos en el ejercicio de sus funciones. 
5. Cada Estado Parte procurará, cuando proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, establecer medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos que hagan 
declaraciones a las autoridades competentes en relación, entre otras cosas, con sus actividades externas y 
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con empleos, inversiones, activos y regalos o beneficios importantes que puedan dar lugar a un conflicto 
de intereses respecto de sus atribuciones como funcionarios públicos. 
6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, medidas disciplinarias o de otra índole contra todo funcionario 
público que transgreda los códigos o normas establecidos de conformidad con el presente artículo. 
Artículo 9 
Contratación pública y gestión de la hacienda pública 
1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
adoptará las medidas necesarias para establecer sistemas apropiados de contratación pública, basados en 
la transparencia, la competencia y criterios objetivos de adopción de decisiones, que sean eficaces, entre 
otras cosas, para prevenir la corrupción. Esos sistemas, en cuya aplicación se podrán tener en cuenta 
valores mínimos apropiados, deberán abordar, entre otras cosas: 
a) La difusión pública de información relativa a procedimientos de contratación pública y contratos, 
incluida información sobre licitaciones e información pertinente u oportuna sobre la adjudicación de 
contratos, a fin de que los licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente para preparar y 
presentar sus ofertas; 
b) La formulación previa de las condiciones de participación, incluidos criterios de selección y 
adjudicación y reglas de licitación, así como su publicación;  
c) La aplicación de criterios objetivos y predeterminados para la adopción de decisiones sobre 
contratación pública a fin de facilitar la ulterior verificación de la aplicación correcta de las reglas o 
procedimientos; 
d) Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz de apelación, para garantizar 
recursos y soluciones legales en el caso de que no se respeten las reglas o los procedimientos establecidos 
conforme al presente párrafo;  
e) Cuando proceda, la adopción de medidas para reglamentar las cuestiones relativas al personal 
encargado de la contratación pública, en particular declaraciones de interés respecto de determinadas 
contrataciones públicas, procedimientos de preselección y requisitos de capacitación. 
2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
adoptará medidas apropiadas para promover la transparencia y la obligación de rendir cuentas en la 
gestión de la hacienda pública. Esas medidas abarcarán, entre otras cosas: 
a) Procedimientos para la aprobación del presupuesto nacional; 
b) La presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos; 
c) Un sistema de normas de contabilidad y auditoría, así como la supervisión correspondiente; 
d) Sistemas eficaces y eficientes de gestión de riesgos y control interno; y 
e) Cuando proceda, la adopción de medidas correctivas en caso de 
incumplimiento de los requisitos establecidos en el presente párrafo. 
3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará 
las medidas que sean necesarias en los ámbitos civil y administrativo para preservar la integridad de los 
libros y registros contables, estados financieros u otros documentos relacionados con los gastos e 
ingresos públicos y para prevenir la falsificación de esos documentos. 
Artículo 10 
Información pública 
Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias para aumentar 
la transparencia en su administración pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamiento y 
procesos de adopción de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán incluir, entre otras cosas: 
a) La instauración de procedimientos o reglamentaciones que permitan al público en general obtener, 
cuando proceda, información sobre la organización, el funcionamiento y los procesos de adopción de 
decisiones de su administración pública y, con el debido respeto a la protección de la intimidad y de los 
datos personales, sobre las decisiones y actos jurídicos que incumban al público; 



COMPENDIO DE NORMATIVA ANTICORRUPCIÓN 57 

b) La simplificación de los procedimientos administrativos, cuando proceda, a fin de facilitar el acceso 
del público a las autoridades encargadas de la adopción de decisiones; y 
c) La publicación de información, lo que podrá incluir informes periódicos sobre los riesgos de 
corrupción en su administración pública. 
Artículo 11 
Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público 
1. Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la 
corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento 
jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la 
integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. Tales medidas 
podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial. 
2. Podrán formularse y aplicarse en el ministerio público medidas con idéntico fin a las adoptadas 
conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del 
poder judicial pero goce de independencia análoga. 
Artículo 12 
Sector privado 
1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará 
medidas para prevenir la corrupción y mejorar las normas contables y de auditoría en el sector privado, 
así como, cuando proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces, proporcionadas y 
disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas.  
2. Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrán consistir, entre otras cosas, en: 
a) Promover la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y las entidades 
privadas pertinentes; 
b) Promover la formulación de normas y procedimientos encaminados a salvaguardar la integridad de las 
entidades privadas pertinentes, incluidos códigos de conducta para el correcto, honorable y debido 
ejercicio de las actividades comerciales y de todas las profesiones pertinentes y para la prevención de 
conflictos de intereses, así como para la promoción del uso de buenas prácticas comerciales entre las 
empresas y en las relaciones contractuales de las empresas con el Estado; 
c) Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando proceda, medidas relativas a la 
identidad de las personas jurídicas y naturales involucradas en el establecimiento y la gestión de 
empresas; 
d) Prevenir la utilización indebida de los procedimientos que regulan a las entidades privadas, incluidos 
los procedimientos relativos a la concesión de subsidios y licencias por las autoridades públicas para 
actividades comerciales; 
e) Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropiadas, durante un período razonable, 
a las actividades profesionales de ex funcionarios públicos o a la contratación de funcionarios públicos en 
el sector privado tras su renuncia o jubilación cuando esas actividades o esa contratación estén 
directamente relacionadas con las funciones desempeñadas o supervisadas por esos funcionarios públicos 
durante su permanencia en el cargo; 
f) Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura y tamaño, dispongan de 
suficientes controles contables internos para ayudar a prevenir y detectar los actos de corrupción y por 
que las cuentas y los estados financieros requeridos de esas empresas privadas estén sujetos a 
procedimientos apropiados de auditoría y certificación. 
3. A fin de prevenir la corrupción, cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de 
conformidad con sus leyes y reglamentos internos relativos al mantenimiento de libros y registros, la 
divulgación de estados financieros y las normas de contabilidad y auditoría, para prohibir los siguientes 
actos realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención: 
a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros; 
b) La realización de operaciones no registradas en libros o mal 
consignadas; 
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c) El registro de gastos inexistentes; 
d) El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicación incorrecta de su objeto; 
e) La utilización de documentos falsos; y  
f) La destrucción deliberada de documentos de contabilidad antes del plazo previsto en la ley. 
4. Cada Estado Parte denegará la deducción tributaria respecto de gastos que constituyan soborno, que es 
uno de los elementos constitutivos de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 15 y 16 de la 
presente Convención y, cuando proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido por objeto promover 
un comportamiento corrupto. 
Artículo 13 
Participación de la sociedad 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas adecuadas, dentro de los medios de que disponga y de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, para fomentar la participación 
activa de personas y grupos que no pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, las 
organizaciones no gubernamentales y las organizaciones con base en la comunidad, en la prevención y la 
lucha contra la corrupción, y para sensibilizar a la opinión pública con respecto a la 
existencia, las causas y la gravedad de la corrupción, así como a la amenaza que ésta representa. Esa 
participación debería reforzarse con medidas como las siguientes: 
a) Aumentar la transparencia y promover la contribución de la ciudadanía a los procesos de adopción de 
decisiones; 
b) Garantizar el acceso eficaz del público a la información; 
c) Realizar actividades de información pública para fomentar la intransigencia con la corrupción, así 
como programas de educación pública, incluidos programas escolares y universitarios; 
d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar y difundir información relativa a 
la corrupción. Esa libertad podrá estar sujeta a ciertas restricciones, que deberán estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para: 
i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputación de terceros;  
ii) Salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, o la salud o la moral públicas. 
2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para garantizar que el público tenga conocimiento de 
los órganos pertinentes de lucha contra la corrupción mencionados en la presente Convención y facilitará 
el acceso a dichos órganos, cuando proceda, para la denuncia, incluso anónima, de cualesquiera 
incidentes que puedan considerarse constitutivos de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención. 
Artículo 14 
Medidas para prevenir el blanqueo de dinero 
1. Cada Estado Parte: 
a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las 
instituciones financieras no bancarias, incluidas las personas naturales o jurídicas que presten servicios 
oficiales u oficiosos de transferencia de dinero o valores y, cuando proceda, de otros órganos situados 
dentro de su jurisdicción que sean particularmente susceptibles de utilización para el blanqueo de dinero, 
a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y en dicho régimen se hará hincapié 
en los requisitos relativos a la identificación del cliente y, cuando proceda, del beneficiario final, al 
establecimiento de registros y a la denuncia de las transacciones sospechosas; 
b) Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las 
autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas 
de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las 
autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información en los ámbitos nacional e 
internacional, de conformidad con las condiciones prescritas en el derecho interno y, a tal fin, considerará 
la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de 
recopilación, análisis y difusión de información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.  
2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción a salvaguardias 
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que garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en modo alguno la circulación de 
capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y las entidades 
comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas de efectivo y de títulos 
negociables pertinentes. 
3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas apropiadas y viables para exigir a las 
instituciones financieras, incluidas las que remiten dinero, que: 
a) Incluyan en los formularios de transferencia electrónica de fondos y mensajes conexos información 
exacta y válida sobre el remitente; 
b) Mantengan esa información durante todo el ciclo de pagos; y  
c) Examinen de manera más minuciosa las transferencias de fondos que no contengan información 
completa sobre el remitente. 
4. Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente artículo, y 
sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se insta a los Estados 
Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales 
y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero. 
5. Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, regional, 
subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de reglamentación 
financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero. 
Capítulo III 
Penalización y aplicación de la ley 
Artículo 15 
Soborno de funcionarios públicos nacionales 
Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, en forma directa o indirecta, de 
un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de 
que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales; 
b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, en forma directa o indirecta, de un beneficio 
indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho 
funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 
Artículo 16 
Soborno de funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios de organizaciones internacionales 
públicas 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente, la promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma 
directa o indirecta, a un funcionario público extranjero o a un funcionario de una organización 
internacional pública, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 
persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus 
funciones oficiales para obtener o mantener alguna transacción comercial u otro beneficio indebido en 
relación con la realización de actividades comerciales internacionales. 
2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que 
sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la solicitud o aceptación 
por un funcionario público extranjero o un funcionario de una organización internacional pública, en 
forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra 
persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus 
funciones oficiales. 
Artículo 17 
Malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas de desviación de bienes por un 
funcionario público 
Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente, la malversación o el peculado, la apropiación indebida 
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u otras formas de desviación por un funcionario público, en beneficio propio o de terceros u otras 
entidades, de bienes, fondos o títulos públicos o privados o cualquier otra cosa de valor que se hayan 
confiado al funcionario en virtud de su cargo. 
Artículo 18 
Tráfico de influencias 
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público o a cualquier otra persona, en 
forma directa o indirecta, de un beneficio indebido con el fin de que el funcionario público o la persona 
abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una administración o autoridad del Estado Parte un 
beneficio indebido que redunde en provecho del instigador original del acto o de cualquier otra persona; 
b) La solicitud o aceptación por un funcionario público o cualquier otra persona, en forma directa o 
indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su provecho o el de otra persona con el fin de que el 
funcionario público o la persona abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una 
administración o autoridad del Estado Parte un beneficio indebido. 
Artículo 19 
Abuso de funciones 
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el abuso de funciones o del 
cargo, es decir, la realización u omisión de un acto, en violación de la ley, por parte de un funcionario 
público en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener un beneficio indebido para sí mismo o para 
otra persona o entidad. 
Artículo 20 
Enriquecimiento ilícito 
Con sujeción a su constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado 
Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el enriquecimiento ilícito, es decir, el 
incremento significativo del patrimonio de un funcionario público respecto de sus ingresos legítimos que 
no pueda ser razonablemente justificado por él. 
Artículo 21 
Soborno en el sector privado 
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente en el curso de actividades 
económicas, financieras o comerciales: 
a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma directa o indirecta, a una persona que dirija una 
entidad del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de un beneficio indebido que redunde en 
su propio provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones, 
actúe o se abstenga de actuar; 
b) La solicitud o aceptación, en forma directa o indirecta, por una persona que dirija una entidad del 
sector privado o cumpla cualquier función en ella, de un beneficio indebido que redunde en su propio 
provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente a sus funciones, actúe o se 
abstenga de actuar. 
Artículo 22 
Malversación o peculado de bienes en el sector privado 
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente en el curso de actividades 
económicas, financieras o comerciales, la malversación o el peculado, por una persona que dirija una 
entidad del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de cualesquiera bienes, fondos o títulos 
privados o de cualquier otra cosa de valor que se hayan confiado a esa persona por razón de su cargo. 
Artículo 23 
Blanqueo del producto del delito 
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1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se 
cometan intencionalmente: 
a) i) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto del delito, 
con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a cualquier persona 
involucrada en la comisión del delito determinante a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos; 
ii) La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, la disposición, el 
movimiento o la propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que dichos bienes son 
producto del delito; 
b) Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico:  
i) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recepción, de que 
son producto del delito; 
ii) La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo al presente 
artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa de cometerlos y la ayuda, 
la incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras de su comisión. 
2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo: 
a) Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia posible de 
delitos determinantes; 
b) Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes, como mínimo, una amplia gama de delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención; 
c) A los efectos del apartado b) supra, entre los delitos determinantes se incluirán los delitos cometidos 
tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos cometidos 
fuera de la jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre y cuando el acto 
correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se haya cometido y 
constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno del Estado 
Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se hubiese cometido allí; 
d) Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus leyes 
destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se haga a tales leyes 
o una descripción de ésta; 
e) Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, podrá 
disponerse que los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplican a las personas 
que hayan cometido el delito determinante. 
Artículo 24 
Encubrimiento 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de la presente Convención, cada Estado Parte considerará 
la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como 
delito, cuando se cometan intencionalmente tras la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención pero sin haber participado en ellos, el encubrimiento o la retención 
continua de bienes a sabiendas de que dichos bienes son producto de 
cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
Artículo 25 
Obstrucción de la justicia 
Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, cuando se cometan intencionalmente: 
a) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión de un 
beneficio indebido para inducir a una persona a prestar falso testimonio o a obstaculizar la prestación de 
testimonio o la aportación de pruebas en procesos en relación con la comisión de los delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención; 
b) El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las funciones 
oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir la ley en relación 
con la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. Nada de lo previsto en el 
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presente artículo menoscabará el derecho de los Estados Parte a disponer de legislación que proteja a 
otras categorías de funcionarios públicos. 
Artículo 26 
Responsabilidad de las personas jurídicas 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, en consonancia con sus principios 
jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por su participación en delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención. 
2. Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 
podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 
3. Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas 
naturales que hayan cometido los delitos. 
4. Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales eficaces, 
proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas 
responsables con arreglo al presente artículo. 
Artículo 27 
Participación y tentativa 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar 
como delito, de conformidad con su derecho interno, cualquier forma de participación, ya sea como 
cómplice, colaborador o instigador, en un delito tipificado con arreglo a la presente Convención. 
2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, toda tentativa de cometer un delito 
tipificado con arreglo a la presente Convención. 
3. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, la preparación con miras a cometer un 
delito tipificado con arreglo a la presente Convención. 
Artículo 28 
Conocimiento, intención y propósito como elementos de un delito 
El conocimiento, la intención o el propósito que se requieren como elemento de un delito tipificado con 
arreglo a la presente Convención podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas. 
Artículo 29 
Prescripción 
Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de 
prescripción amplio para iniciar procesos por cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención y establecerá un plazo mayor o interrumpirá la prescripción cuando el presunto 
delincuente haya eludido la administración de justicia. 
Artículo 30 
Proceso, fallo y sanciones 
1. Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos. 
2. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer o mantener, de 
conformidad con su ordenamiento jurídico y sus principios constitucionales, un equilibrio apropiado 
entre cualesquiera inmunidades o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a sus funcionarios públicos 
para el cumplimiento de sus funciones y la posibilidad, de ser preciso, de proceder efectivamente a la 
investigación, el enjuiciamiento y el fallo de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
3. Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de que 
disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas adoptadas 
para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de 
prevenirlos. 
4. Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, cada Estado Parte adoptará 
medidas apropiadas, de conformidad con su derecho interno y tomando debidamente en consideración los 
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derechos de la defensa, con miras a procurar que, al imponer condiciones en relación con la decisión de 
conceder la libertad en espera de juicio o la apelación, se tenga presente la necesidad de garantizar la 
comparecencia del acusado en todo procedimiento penal ulterior. 
5. Cada Estado Parte tendrá en cuenta la gravedad de los delitos pertinentes al considerar la eventualidad 
de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas 
culpables de esos delitos. 
6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, en la medida en que ello sea concordante 
con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, procedimientos en virtud de los cuales un 
funcionario público que sea acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención pueda, 
cuando proceda, ser destituido, suspendido o reasignado por la autoridad correspondiente, teniendo 
presente el respeto al principio de presunción de inocencia. 
7. Cuando la gravedad de la falta lo justifique y en la medida en que ello sea concordante con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado Parte considerará la posibilidad de 
establecer procedimientos para inhabilitar, por mandamiento judicial u otro medio apropiado y por un 
período determinado por su derecho interno, a las personas condenadas por delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención para: 
a) Ejercer cargos públicos; y 
b) Ejercer cargos en una empresa de propiedad total o parcial del Estado. 
8. El párrafo 1 del presente artículo no menoscabará el ejercicio de facultades disciplinarias por los 
organismos competentes contra empleados públicos. 
9. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción de los 
delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables o demás principios 
jurídicos que regulan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de los Estados 
Parte y de que esos delitos habrán de ser perseguidos y sancionados de conformidad con ese derecho. 
10. Los Estados Parte procurarán promover la reinserción social de las personas condenadas por delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención. 
Artículo 31 
Embargo preventivo, incautación y decomiso 
1. Cada Estado Parte adoptará, en el mayor grado en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, las 
medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso: 
a) Del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención o de bienes cuyo valor 
corresponda al de dicho producto; 
b) De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la comisión de los 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
2. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para permitir la identificación, la 
localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se haga referencia en el 
párrafo 1 del presente artículo con miras a su eventual decomiso. 
3. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con su derecho interno, las medidas legislativas y de otra 
índole que sean necesarias para regular la administración, por parte de las autoridades competentes, de 
los bienes embargados, incautados o decomisados comprendidos en los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo. 
4. Cuando ese producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros bienes, 
éstos serán objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo. 
5. Cuando ese producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos bienes 
serán objeto de decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado, sin menoscabo de 
cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación. 
6. Los ingresos u otros beneficios derivados de ese producto del delito, de bienes en los que se haya 
transformado o convertido dicho producto o de bienes con los que se haya entremezclado ese producto 
del delito también serán objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de la misma manera y en 
el mismo grado que el producto del delito. 
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7. A los efectos del presente artículo y del artículo 55 de la presente Convención, cada Estado Parte 
facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la incautación de 
documentos bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán negarse a aplicar las 
disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario. 
8. Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el origen 
lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medida en que ello 
sea conforme con los principios fundamentales de su derecho interno y con la índole del proceso judicial 
u otros procesos. 
9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe. 
10. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él previstas se 
definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con sujeción a éste. 
Artículo 32 
Protección de testigos, peritos y víctimas 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su ordenamiento jurídico interno 
y dentro de sus posibilidades, para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de represalia o 
intimidación a los testigos y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas. 
2. Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin perjuicio de 
los derechos del acusado e incluido el derecho a las garantías procesales, en:  
a) Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida de lo 
necesario y posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o parcial de revelar 
información sobre su identidad y paradero; 
b) Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos presten testimonio sin poner en 
peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo aceptando el testimonio mediante tecnologías de 
comunicación como la videoconferencia u otros medios adecuados. 
3. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados para la 
reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo. 
4. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las víctimas en la medida en que sean 
testigos. 
5. Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y consideren las 
opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los 
delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa. 
Artículo 33 
Protección de los denunciantes 
Cada Estado Parte considerará la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico interno medidas 
apropiadas para proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que denuncien ante 
las autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos relacionados con 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
Artículo 34 
Consecuencias de los actos de corrupción 
Con la debida consideración de los derechos adquiridos de buena fe por terceros, cada Estado Parte, de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará medidas para eliminar las 
consecuencias de los actos de corrupción. En este contexto, los Estados Parte podrán considerar la 
corrupción un factor pertinente en procedimientos jurídicos encaminados a anular o dejar sin efecto un 
contrato o a revocar una concesión u otro instrumento semejante, o adoptar cualquier otra medida 
correctiva. 
Artículo 35 
Indemnización por daños y perjuicios 
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con los principios de su 
derecho interno, para garantizar que las entidades o personas perjudicadas como consecuencia de un acto 
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de corrupción tengan derecho a iniciar una acción legal contra los responsables de esos daños y perjuicios 
a fin de obtener indemnización. 
Artículo 36 
Autoridades especializadas 
Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, se 
cerciorará de que dispone de uno o más órganos o personas especializadas en la lucha contra la 
corrupción mediante la aplicación coercitiva de la ley. Ese órgano u órganos o esas personas gozarán de 
la independencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico del 
Estado Parte, para que puedan desempeñar sus funciones con eficacia y sin presiones indebidas. Deberá 
proporcionarse a esas personas o al personal de ese órgano u órganos formación adecuada y recursos 
suficientes para el desempeño de sus funciones. 
Artículo 37 
Cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley 
1. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o hayan 
participado en la comisión de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención a que proporcionen 
a las autoridades competentes información útil con fines investigativos y probatorios y a que les presten 
ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delincuentes del producto del delito, así 
como a recuperar ese producto. 
2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en casos apropiados, la mitigación de la pena 
de toda persona acusada que preste cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a toda persona que preste 
cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención.  
4. La protección de esas personas será, mutatis mutandis, la prevista en el artículo 32 de la presente 
Convención.  
5. Cuando las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo se encuentren en un Estado 
Parte y puedan prestar cooperación sustancial a las autoridades competentes de otro Estado Parte, los 
Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos, de 
conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el otro Estado Parte, del 
trato previsto en los párrafos 2 y 3 del presente artículo. 
Artículo 38 
Cooperación entre organismos nacionales 
Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, 
para alentar la cooperación entre, por un lado, sus organismos públicos, así como sus funcionarios 
públicos, y, por otro, sus organismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos. Esa cooperación 
podrá incluir:  
a) Informar a esos últimos organismos, por iniciativa del Estado Parte, cuando haya motivos razonables 
para sospechar que se ha cometido alguno de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 15, 21 y 23 
de la presente Convención; o b) Proporcionar a esos organismos toda la información necesaria, previa 
solicitud. 
Artículo 39 
Cooperación entre los organismos nacionales y el sector privado 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, 
para alentar la cooperación entre los organismos nacionales de investigación y el ministerio público, por 
un lado, y las entidades del sector privado, en particular las instituciones financieras, por otro, en 
cuestiones relativas a la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.  
2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de alentar a sus nacionales y demás personas que tengan 
residencia habitual en su territorio a denunciar ante los organismos nacionales de investigación y el 
ministerio público la comisión de todo delito tipificado con arreglo a la presente Convención. 
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Artículo 40 
Secreto bancario 
Cada Estado Parte velará por que, en el caso de investigaciones penales nacionales de delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención, existan en su ordenamiento jurídico interno mecanismos 
apropiados para salvar todo obstáculo que pueda surgir como consecuencia de la aplicación de la 
legislación relativa al secreto bancario. 
Artículo 41 
Antecedentes penales 
Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para tener 
en cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa declaración de 
culpabilidad de un presunto delincuente en otro Estado a fin de utilizar esa información en actuaciones 
penales relativas a delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
Artículo 42 
Jurisdicción 
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de 
los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando: 
a) El delito se cometa en su territorio; o 
b) El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave registrada 
conforme a sus leyes en el momento de la comisión. 
2. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte también podrá 
establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando: 
a) El delito se cometa contra uno de sus nacionales; 
b) El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga residencia 
habitual en su territorio; o 
c) El delito sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del 
artículo 23 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión, dentro 
de su territorio, de un delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apartado a) o al inciso i) del 
apartado b) del párrafo 1 del artículo 23 de la presente Convención; o 
d) El delito se cometa contra el Estado Parte.  
3. A los efectos del artículo 44 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará las medidas que 
sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite 
por el solo hecho de ser uno de sus nacionales. 
4. Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando el presunto 
delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite. 
5. Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente artículo ha 
recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otros Estados Parte están 
realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos hechos, las 
autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a fin de coordinar sus 
medidas.  
6. Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no excluirá el 
ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad con su derecho 
interno. 
Capítulo IV 
Cooperación internacional 
Artículo 43 
Cooperación internacional 
1. Los Estados Parte cooperarán en asuntos penales conforme a lo dispuesto en los artículos 44 a 50 de la 
presente Convención. Cuando proceda y esté en consonancia con su ordenamiento jurídico interno, los 
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Estados Parte considerarán la posibilidad de prestarse asistencia en las investigaciones y procedimientos 
correspondientes a cuestiones civiles y administrativas relacionadas con la corrupción. 
2. En cuestiones de cooperación internacional, cuando la doble incriminación sea un requisito, éste se 
considerará cumplido si la conducta constitutiva del delito respecto del cual se solicita asistencia es delito 
con arreglo a la legislación de ambos Estados Parte, independientemente de si las leyes del Estado Parte 
requerido incluyen el delito en la misma categoría o lo denominan con la misma terminología que el 
Estado Parte requirente. 
Artículo 44 
Extradición 
1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención en el caso 
de que la persona que es objeto de la solicitud de extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte 
requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al derecho 
interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los Estados Parte cuya legislación lo 
permita podrán conceder la extradición de una persona por cualesquiera de los delitos comprendidos en 
la presente Convención que no sean punibles con arreglo a su propio derecho interno. 
3. Cuando la solicitud de extradición incluya varios delitos, de los cuales al menos uno dé lugar a 
extradición conforme a lo dispuesto en el presente artículo y algunos no den lugar a extradición debido al 
período de privación de libertad que conllevan pero guarden relación con los delitos tipificados con 
arreglo a la presente 
Convención, el Estado Parte requerido podrá aplicar el presente artículo también respecto de esos delitos.  
4. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los delitos 
que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. Éstos se 
comprometen a incluir tales delitos como causa de extradición en todo tratado de extradición que 
celebren entre sí. Los Estados Parte cuya legislación lo permita, en el caso de que la presente Convención 
sirva de base para la extradición, no considerarán de carácter político ninguno de los delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención. 
5. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud de 
extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá considerar 
la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica 
el presente artículo. 
6. Todo Estado Parte que supedite la extradición a la existencia de un tratado deberá: 
a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la presente 
Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas de si considerará 
o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición en sus 
relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y b) Si no considera la presente 
Convención como la base jurídica de la cooperación en materia de extradición, procurar, cuando proceda, 
celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente Convención a fin de aplicar el 
presente artículo. 
7. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos 
a los que se aplica el presente artículo como causa de extradición entre ellos. 
8. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 
requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras cosas, las relativas al requisito 
de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido puede 
denegar la extradición. 
9. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimientos de 
extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cualquiera de los 
delitos a los que se aplica el presente artículo. 
10. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, 
y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente en su territorio 
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cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la comparecencia de esa 
persona en los procedimientos de extradición.  
11. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita respecto de 
un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus nacionales, estará 
obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el caso sin demora 
injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas autoridades adoptarán su 
decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera en que lo harían respecto de 
cualquier otro delito de carácter grave con arreglo al derecho interno de 
ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en particular en lo que respecta a los 
aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas actuaciones. 
12. Cuando el derecho interno de un Estado Parte sólo le permita extraditar o entregar de algún otro 
modo a uno de sus nacionales a condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para 
cumplir la condena impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se solicitó la extradición o la 
entrega y ese Estado Parte y el Estado Parte que solicita la extradición acepten esa opción, así como toda 
otra condición que estimen apropiada, tal extradición o entrega condicional será suficiente para que 
quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 11 del presente artículo. 
13. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el hecho 
de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno lo permite y 
de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del Estado Parte 
requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha condena con 
arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente. 
14. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la que se 
haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente 
artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho interno del Estado 
Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona. 
15. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir que la 
solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona en razón de su sexo, raza, 
religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios a 
la posición de esa persona por cualquiera de estas razones. 
16. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se considere 
que el delito también entraña cuestiones tributarias. 
17. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Estado 
Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar información 
pertinente a su alegato. 
18. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para llevar a 
cabo la extradición o aumentar su eficacia. 
Artículo 45 
Traslado de personas condenadas a cumplir una pena 
Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de prisión 
u otra forma de privación de libertad por algún delito tipificado con arreglo a la presente Convención a 
fin de que cumpla allí su condena. 
Artículo 46 
Asistencia judicial recíproca 
1. Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la presente Convención. 
2. Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, tratados, 
acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, procesos y 
actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada 
responsable de conformidad con el artículo 26 de la presente Convención en el Estado 
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Parte requirente. 
3. La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá solicitarse 
para cualquiera de los fines siguientes: 
a) Recibir testimonios o tomar declaración a personas; 
b) Presentar documentos judiciales; 
c) Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos; 
d) Examinar objetos y lugares; 
e) Proporcionar información, elementos de prueba y evaluaciones de 
peritos; 
f) Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, incluida la 
documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o comercial de 
sociedades mercantiles; 
g) Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos con fines 
probatorios; 
h) Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente; 
i) Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido; 
j) Identificar, embargar con carácter preventivo y localizar el producto del delito, de conformidad con las 
disposiciones del capítulo V de la presente Convención; 
k) Recuperar activos de conformidad con las disposiciones del capítulo V de la presente Convención. 
4. Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, sin que se 
les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una autoridad competente 
de otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la autoridad a emprender o concluir 
con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a una petición formulada por este último 
Estado Parte con arreglo a la presente Convención. 
5. La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio de las 
indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades competentes que 
facilitan la información. Las autoridades competentes que reciben la información deberán acceder a toda 
solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporalmente, o de que se impongan 
restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará para que el Estado Parte receptor revele, en 
sus actuaciones, información que sea exculpatoria de una persona ac usada. En tal caso, el Estado Parte 
receptor notificará al Estado Parte transmisor antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, 
consultará al Estado Parte transmisor. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, 
el Estado Parte receptor informará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación. 
6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados 
bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial 
recíproca. 
7. Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arreglo al 
presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de asistencia 
judicial recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán 
las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados Parte convengan en aplicar, en 
su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta encarecidamente a los Estados Parte a que 
apliquen esos párrafos si facilitan la cooperación. 
8. Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca con 
arreglo al presente artículo.  
9. a) Al atender a una solicitud de asistencia con arreglo al presente artículo, en ausencia de doble 
incriminación, el Estado Parte requerido tendrá en cuenta la finalidad de la presente Convención, 
enunciada en el artículo 1;  
b) Los Estados Parte podrán negarse a prestar asistencia con arreglo al presente artículo invocando la 
ausencia de doble incriminación. No obstante, el Estado Parte requerido, cuando ello esté en consonancia 
con los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, prestará asistencia que no entrañe medidas 
coercitivas. Esa asistencia se podrá negar cuando la solicitud entrañe asuntos de minimis o cuestiones 



CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 70 

respecto de las cuales la cooperación o asistencia solicitada esté prevista en virtud de otras disposiciones 
de la presente Convención; 
c) En ausencia de doble incriminación, cada Estado Parte podrá considerar la posibilidad de adoptar las 
medidas necesarias que le permitan prestar una asistencia más amplia con arreglo al presente artículo.  
10. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado Parte y 
cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar testimonio o para 
que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente Convención podrá ser trasladada 
si se cumplen las condiciones siguientes: 
a) La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento;  
b) Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las condiciones 
que éstos consideren apropiadas. 
11. A los efectos del párrafo 10 del presente artículo: 
a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de mantenerla 
detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa; 
b) El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de devolverla a la 
custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las 
autoridades competentes de ambos Estados Parte; 
c) El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha sido 
trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; 
d) El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido trasladada se 
computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada. 
12. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad con los 
párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, 
no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad 
personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos, omisiones o condenas 
anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha sido trasladada. 
13. Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades competentes 
para su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un Estado Parte disponga de un 
régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte podrá designar a otra autoridad central 
que desempeñará la misma función para dicha región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán 
por el rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad 
central transmita la solicitud a una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada 
ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General 
de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central que haya 
sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación 
pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por los Estados Parte. La presente 
disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados Parte a exigir que estas solicitudes y 
comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados 
Parte convengan en ello, por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, de ser 
posible. 
14. Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de 
registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condiciones que 
permitan a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará al Secretario 
General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el idioma o idiomas que le son aceptables. En 
situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse 
oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito. 
15. Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente: 
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a) La identidad de la autoridad que hace la solicitud; 
b) El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que se refiere la 
solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas investigaciones, 
procesos o actuaciones; 
c) Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación de 
documentos judiciales; 
d) Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento particular que 
el Estado Parte requirente desee que se aplique; 
e) De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y 
f) La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación. 
16. El Estado Parte requerido podrá pedir información adicional cuando sea necesaria para dar 
cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento. 
17. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte requerido y, en 
la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los procedimientos 
especificados en la solicitud.  
18. Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, cuando 
una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar declaración como testigo 
o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado Parte, a solicitud del otro, 
podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible o conveniente que la 
persona en cuestión comparezca personalmente en el territorio del Estado Parte 
requirente. Los Estados Parte podrán convenir en que la audiencia esté a cargo de una autoridad judicial 
del Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad judicial del Estado Parte requerido. 
19. El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado Parte 
requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada de lo 
dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus actuaciones, 
información o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En este último caso, el Estado 
Parte requirente notificará al Estado Parte requerido antes de revelar la información o las pruebas y, si así 
se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con 
antelación, el Estado Parte requirente informará sin demora al Estado Parte requerido de dicha 
revelación. 
20. El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca de la 
existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el 
Estado Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato al Estado Parte 
requirente. 
21. La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada: 
a) Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo; 
b) Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría menoscabar 
su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales; 
c) Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en la forma 
solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia;  
d) Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte requerido en lo 
relativo a la asistencia judicial recíproca. 
22. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente porque 
se considere que el delito también entraña cuestiones tributarias. 
23. Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente. 
24. El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible y 
tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado Parte 
requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. El Estado Parte 
requirente podrá pedir información razonable sobre el estado y la evolución de las gestiones realizadas 
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por el Estado Parte requerido para satisfacer dicha petición. El Estado Parte requerido responderá a las 
solicitudes razonables que formule el Estado Parte requirente respecto del estado y la evolución del 
trámite de la solicitud. El Estado Parte requirente informará con prontitud al Estado Parte requerido 
cuando ya no necesite la asistencia solicitada. 
25. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturba 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso. 
26. Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de diferir 
su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido consultará al 
Estado Parte requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las 
condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asistencia con arreglo a esas 
condiciones, ese Estado Parte deberá cumplir las condiciones impuestas. 
27. Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra persona que, 
a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en colaborar en 
una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte requirente no podrá ser 
enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad personal en ese 
territorio por actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que abandonó el 
territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra persona 
haya tenido, durante quince días consecutivos o durante el período acordado por los Estados Parte 
después de la fecha en que se le haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no 
requerían su presencia, la oportunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese 
territorio o regrese libremente a él después de haberlo abandonado. 
28. Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el Estado 
Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se 
requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Parte se consultarán para 
determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que se 
sufragarán los gastos. 
29. El Estado Parte requerido: 
a) Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros documentos o datos 
que obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga acceso el público en general; 
b) Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar al Estado 
Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros documentos o datos que 
obren en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén al alcance del público en general.  
30. Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr los fines del presente artículo y que lleven a la 
práctica o refuercen sus disposiciones. 
Artículo 47 
Remisión de actuaciones penales 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse a actuaciones penales para el enjuiciamiento 
por un delito tipificado con arreglo a la presente Convención cuando se estime que esa remisión 
redundará en beneficio de la debida administración de justicia, en particular en casos en que intervengan 
varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso. 
Artículo 48 
Cooperación en materia de cumplimiento de la ley 
1. Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordenamientos 
jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley 
orientadas a combatir los delitos comprendidos en la presente Convención. En particular, los Estados 
Parte adoptarán medidas eficaces para: 
a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios competentes y, de 
ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos 
los aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, así como, si los Estados Parte 
interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas; 
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b) Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos 
comprendidos en la presente Convención acerca de:  
i) La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales delitos o la 
ubicación de otras personas interesadas;  
ii) El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos; 
iii) El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la 
comisión de esos delitos; 
c) Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se requieran para fines 
de análisis o investigación;  
d) Intercambiar, cuando proceda, información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos 
concretos empleados para la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención, entre ellos 
el uso de identidad falsa, documentos falsificados, alterados o falsos u otros medios de encubrir 
actividades vinculadas a esos delitos; 
e) Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes y 
promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de enlace con 
sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados; 
f) Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adoptadas para la 
pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
2. Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa entre sus 
respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o arreglos ya existan, 
de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte interesados, los Estados Parte 
podrán considerar que la presente Convención constituye la base para la cooperación recíproca en 
materia de cumplimiento de la ley respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
Cuando proceda, los Estados Parte aprovecharán plenamente los acuerdos y arreglos, incluidas las 
organizaciones internacionales o regionales, a fin de aumentar la cooperación entre sus respectivos 
organismos encargados de hacer cumplir la ley. 
3. Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer frente a los 
delitos comprendidos en la presente Convención que se cometan mediante el recurso a la tecnología 
moderna. 
Artículo 49 
Investigaciones conjuntas 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son objeto de investigaciones, procesos o 
actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan establecer órganos 
mixtos de investigación. A falta de tales acuerdos o arreglos, l as investigaciones conjuntas podrán 
llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán por 
que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea plenamente 
respetada. 
Artículo 50 
Técnicas especiales de investigación 
1. A fin de combatir eficazmente la corrupción, cada Estado Parte, en la medida en que lo permitan los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno y conforme a las condiciones prescritas por 
su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias, dentro de sus posibilidades, para prever el 
adecuado recurso, por sus autoridades competentes en su territorio, a la entrega vigilada y, cuando lo 
considere apropiado, a otras técnicas especiales de investigación como la vigilancia electrónica o de otra 
índole y las operaciones encubiertas, así como para permitir la admisibilidad de las pruebas derivadas de 
esas técnicas en sus tribunales. 
2. A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los 
Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales apropiados 
para utilizar esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la cooperación en el plano 
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internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando plenamente el principio de 
la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en práctica se cumplirán estrictamente las condiciones 
en ellos contenidas. 
3. De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda decisión 
de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se adoptará sobre la base 
de cada caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los 
entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados Parte interesados. 
4. Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el consentimiento 
de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como interceptar los bienes o los 
fondos, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente. 
Capítulo V 
Recuperación de activos 
Artículo 51 
Disposición general 
La restitución de activos con arreglo al presente capítulo es un principio fundamental de la presente 
Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este 
respecto. 
Artículo 52 
Prevención y detección de transferencias del producto del delito 
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará 
las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, para exigir a las instituciones 
financieras que funcionan en su territorio que verifiquen la identidad de los clientes, adopten medidas 
razonables para determinar la identidad de los beneficiarios finales de los fondos depositados en cuentas 
de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio de toda cuenta solicitada o mantenida por o a nombre de 
personas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas prominentes y de sus familiares y 
estrechos colaboradores. Ese escrutinio intensificado deberá estructurarse razonablemente de modo que 
permita descubrir transacciones sospechosas con objeto de informar al respecto a las autoridades 
competentes y no deberá ser concebido de forma que desaliente o impida el curso normal del negocio de 
las instituciones financieras con su legítima clientela. 
2. A fin de facilitar la aplicación de las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo, cada 
Estado Parte, de conformidad con su derecho interno e inspirándose en las iniciativas pertinentes de las 
organizaciones regionales, 
interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero, deberá:  
a) Impartir directrices sobre el tipo de personas naturales o jurídicas cuyas cuentas las instituciones 
financieras que funcionan en su territorio deberán someter a un mayor escrutinio, los tipos de cuentas y 
transacciones a las que deberán prestar particular atención y la manera apropiada de abrir cuentas y de 
llevar registros o expedientes respecto de ellas; y b) Notificar, cuando proceda, a las instituciones 
financieras que funcionan en su territorio, a solicitud de otro Estado Parte o por propia iniciativa, la 
identidad de determinadas personas naturales o jurídicas cuyas cuentas esas instituciones deberán 
someter a un mayor escrutinio, además de las que las instituciones financieras puedan identificar de otra 
forma. 
3. En el contexto del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo, cada Estado Parte aplicará medidas 
para velar por que sus instituciones financieras mantengan, durante un plazo conveniente, registros 
adecuados de las cuentas y transacciones relacionadas con las personas mencionadas en el párrafo 1 del 
presente artículo, los cuales deberán contener, como mínimo, información relativa a la identidad del 
cliente y, en la medida de lo posible, del beneficiario final. 
4. Con objeto de prevenir y detectar las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención, cada Estado Parte aplicará medidas apropiadas y eficaces para impedir, con la 
ayuda de sus órganos reguladores y de supervisión, el establecimiento de bancos que no tengan presencia 
real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulación. Además, los Estados Parte podrán 
considerar la posibilidad de exigir a sus instituciones financieras que se nieguen a entablar relaciones con 
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esas instituciones en calidad de bancos corresponsales, o a ontinuar las relaciones existentes, y que se 
abstengan de establecer relaciones con instituciones financieras extranjeras que permitan utilizar sus 
cuentas a bancos que no tengan presencia real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a 
regulación.  
5. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, de conformidad con su derecho interno, 
sistemas eficaces de divulgación de información financiera para los funcionarios públicos pertinentes y 
dispondrá sanciones adecuadas para todo incumplimiento del deber de declarar. Cada Estado Parte 
considerará asimismo la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir que sus 
autoridades competentes compartan esa información con las autoridades competentes de otros Estados 
Parte, si ello es necesario para investigar, reclamar o recuperar el producto de delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención. 
6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias, con arreglo a 
su derecho interno, para exigir a los funcionarios públicos pertinentes que tengan algún derecho o poder 
de firma o de otra índole sobre alguna cuenta financiera en algún país extranjero que declaren su relación 
con esa cuenta a las autoridades competentes y que lleven el debido registro de dicha cuenta. Esas 
medidas deberán incluir sanciones adecuadas para todo caso de incumplimiento. 
Artículo 53 
Medidas para la recuperación directa de bienes 
Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno: 
a) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para entablar ante sus 
tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad de bienes adquiridos 
mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención;  
b) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a aquellos que 
hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que indemnicen o resarzan por 
daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudicado por esos delitos; y 
c) Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus autoridades 
competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para reconocer el legítimo 
derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos mediante la comisión de un delito 
tipificado con arreglo a la presente Convención. 
Artículo 54 
Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de decomiso 
1. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el artículo 
55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión de un delito 
tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de conformidad con su 
derecho interno: 
a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan dar efecto a 
toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte; 
b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando tengan 
jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una sentencia relativa a 
un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pueda tener jurisdicción, o mediante 
otros procedimientos autorizados en su derecho interno; y 
c) Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el decomiso de 
esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda ser enjuiciado por 
motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados. 
2. Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dispuesto en 
el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho interno: 
a) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el 
embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de embargo preventivo o 
incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Estado Parte requirente que constituya 
un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes 
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para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a 
efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo;  
b) Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan efectuar el 
embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que constituya un 
fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen razones suficientes para 
adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del 
apartado a) del párrafo 1 del presente artículo; y 
c) Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes puedan 
preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo sobre la base de una orden extranjera de 
detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes. 
Artículo 55 
Cooperación internacional para fines de decomiso 
1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer 
de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del producto del 
delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la 
presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en que lo permita su 
ordenamiento jurídico interno: 
a) Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la que, en 
caso de concederse, darán cumplimiento; o  
b) Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado solicitado, la 
orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte requirente de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 
54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, 
el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el 
territorio del Estado Parte requerido. 
2. A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un 
delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará medidas 
encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación del producto del 
delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 31 de la 
presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de ordenar el 
Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al párrafo 1 del 
presente artículo, el Estado Parte requerido. 
3. Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, al 
presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las solicitudes 
presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 
a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una 
descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la ubicación y, 
cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos en que se basa la 
solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que el Estado Parte 
requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 
b) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una copia 
admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente en la que se basa 
la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda sobre el grado de ejecución que 
se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indiquen las medidas adoptadas por el Estado Parte 
requirente para dar notificación adecuada a terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un 
certificado de que la orden de decomiso es definitiva; 
c) Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de los 
hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas, así como, 
cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de decomiso en la que se basa la 
solicitud. 
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4. El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento o 
en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado Parte 
requirente. 
5. Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de sus leyes 
y reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que se 
haga de tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta. 
6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la presente 
Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito. 
7. La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar las 
medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o si los bienes 
son de escaso valor.  
8. Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el Estado 
Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la oportunidad de 
presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida. 
9. Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena fe. 
Artículo 56 
Cooperación especial 
Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas que le 
faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias 
investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado 
Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o que la 
información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con arreglo al 
presente capítulo de la Convención. 
Artículo 57 
Restitución y disposición de activos 
1. Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los 
artículos 31 ó 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios 
anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones de la 
presente Convención y con su derecho interno. 
2. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus autoridades 
competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una solicitud presentada 
por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, teniendo en cuenta los derechos de 
terceros de buena fe. 
3. De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y 
con los párrafos 1 y 2 del presente artículo, el Estado Parte requerido: 
a) En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos malversados 
a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, restituirá al Estado Parte 
requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte 
requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido; 
b) En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente Convención, 
restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al decomiso con 
arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base de una sentencia firme 
dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando 
el Estado Parte requirente acredite razonablemente ante el Estado 
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Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados o el Estado Parte requerido reconozca 
los daños causados al Estado Parte requirente como base para la restitución de los bienes decomisados; 
c) En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requirente de 
los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos anteriores o a la 
indemnización de las víctimas del delito.  
4. Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido podrá 
deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o actuaciones 
judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisados conforme a lo 
dispuesto en el presente artículo. 
5. Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, con miras a la 
disposición definitiva de los bienes decomisados. 
Artículo 58 
Dependencia de inteligencia financiera 
Los Estados Parte cooperarán entre sí a fin de impedir y combatir la transferencia del producto de delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención y de promover medios y arbitrios para recuperar dicho 
producto y, a tal fin, considerarán la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia financiera 
que se encargará de recibir, analizar y dar a conocer a las autoridades competentes todo informe 
relacionado con las transacciones financieras sospechosas. 
Artículo 59 
Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales 
Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con el presente 
capítulo de la Convención. 
Capítulo VI 
Asistencia técnica e intercambio de información 
Artículo 60 
Capacitación y asistencia técnica 
1. Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas de 
capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de prevenir y 
combatir la corrupción. Esos programas de capacitación podrán versar, entre otras cosas, sobre:  
a) Medidas eficaces para prevenir, detectar, investigar, sancionar y combatir la corrupción, incluso el uso 
de métodos de reunión de pruebas e investigación; 
b) Fomento de la capacidad de formulación y planificación de una política estratégica contra la 
corrupción; 
c) Capacitación de las autoridades competentes en la preparación de solicitudes de asistencia judicial 
recíproca que satisfagan los requisitos de la presente Convención; 
d) Evaluación y fortalecimiento de las instituciones, de la gestión de la función pública y la gestión de las 
finanzas públicas, incluida la contratación pública, así como del sector privado; 
e) Prevención y lucha contra las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención y recuperación de dicho producto; 
f) Detección y embargo preventivo de las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención; 
g) Vigilancia del movimiento del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, 
así como de los métodos empleados para la transferencia, ocultación o disimulación de dicho producto; 
h) Mecanismos y métodos legales y administrativos apropiados y eficientes para facilitar la restitución 
del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención; 
i) Métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos que cooperen con las autoridades 
judiciales; y 
j) Capacitación en materia de reglamentos nacionales e internacionales y en idiomas. 
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2. En la medida de sus posibilidades, los Estados Parte considerarán la posibilidad de prestarse la más 
amplia asistencia técnica, especialmente en favor de los países en desarrollo, en sus respectivos planes y 
programas para combatir la corrupción, incluido apoyo material y capacitación en las esferas 
mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo, así como capacitación y asistencia e intercambio 
mutuo de experiencias y conocimientos especializados, lo que facilitará la cooperación internacional 
entre los Estados Parte en las esferas de la extradición y la asistencia judicial recíproca. 
3. Los Estados Parte intensificarán, en la medida necesaria, los esfuerzos para optimizar las actividades 
operacionales y de capacitación en las organizaciones internacionales y regionales y en el marco de los 
acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes. 
4. Los Estados Parte considerarán, previa solicitud, la posibilidad de ayudarse entre sí en la realización de 
evaluaciones, estudios e investigaciones sobre los tipos, causas, efectos y costos de la corrupción en sus 
respectivos países con miras a elaborar, con la participación de las autoridades competentes y de la 
sociedad, 
estrategias y planes de acción contra la corrupción. 
5. A fin de facilitar la recuperación del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención, los Estados Parte podrán cooperar facilitándose los nombres de peritos que puedan ser útiles 
para lograr ese objetivo. 
6. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de recurrir a la organización de conferencias y 
seminarios subregionales, regionales e internacionales para promover la cooperación y la asistencia 
técnica y para fomentar los debates sobre problemas de interés mutuo, incluidos los problemas y 
necesidades especiales de los países en desarrollo y los países con economías en transición. 
7. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de establecer mecanismos voluntarios con miras a 
contribuir financieramente a los esfuerzos de los países en desarrollo y los países con economías en 
transición para aplicar la presente Convención mediante programas y proyectos de asistencia técnica. 
8. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de hacer contribuciones voluntarias a la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con el propósito de impulsar, a través de dicha Oficina, 
programas y proyectos en los países en desarrollo con miras a aplicar la presente Convención. 
Artículo 61 
Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la corrupción 
1. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de analizar, en consulta con expertos, las tendencias de la 
corrupción en su territorio, así como las circunstancias en que se cometen los delitos de corrupción. 
2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir, entre sí y por conducto de 
organizaciones internacionales y regionales, estadísticas, experiencia analítica acerca de la corrupción e 
información con miras a establecer, en la medida de lo posible, definiciones, normas y metodologías 
comunes, así como información sobre las prácticas óptimas para prevenir y combatir la corrupción. 
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de vigilar sus políticas y medidas en vigor encaminadas a 
combatir la corrupción y de evaluar su eficacia y eficiencia. 
Artículo 62 
Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo económico y la asistencia técnica 
1. Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente 
Convención en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuenta los 
efectos adversos de la corrupción en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible en particular. 
2. Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma coordinada entre 
sí, así como con organizaciones internacionales y regionales, por: 
a) Intensificar su cooperación en los diversos planos con los países en desarrollo con miras a fortalecer la 
capacidad de esos países para prevenir y combatir la corrupción; 
b) Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en desarrollo 
para prevenir y combatir la corrupción con eficacia y ayudarles a aplicar satisfactoriamente la presente 
Convención; 
c) Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en transición para 
ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la presente Convención. A tal fin, 
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los Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y periódicas a una cuenta 
específicamente designada a esos efectos en un mecanismo de financiación de las Naciones Unidas. 
Con arreglo a su derecho interno y a las disposiciones de la Convención, los Estados Parte podrán 
también dar consideración especial a la posibilidad de ingresar en esa cuenta un porcentaje del dinero 
decomisado o de la suma equivalente a los bienes o al producto del delito decomisados conforme a lo 
dispuesto en la Convención; 
d) Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que se sumen a los 
esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular proporcionando un mayor número de 
programas de capacitación y equipo moderno a los países en desarrollo a fin de ayudarles a lograr los 
objetivos de la presente Convención. 
3. En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de asistencia 
externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los ámbitos bilateral, regional o internacional. 
4. Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre asistencia 
material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer efectiva la 
cooperación internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y combatir la 
corrupción. 
Capítulo VII 
Mecanismos de aplicación 
Artículo 63 
Conferencia de los Estados Parte en la Convención 
1. Se establecerá una Conferencia de los Estados Parte en la Convención a fin de mejorar la capacidad de 
los Estados Parte y la cooperación entre ellos para alcanzar los objetivos enunciados en la presente 
Convención y promover y examinar su aplicación. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de los Estados Parte a más 
tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. Posteriormente se celebrarán 
reuniones periódicas de la Conferencia de los Estados Parte de conformidad con lo dispuesto en las 
reglas de procedimiento aprobadas por la Conferencia. 
3. La Conferencia de los Estados Parte aprobará el reglamento y las normas que rijan la ejecución de las 
actividades enunciadas en el presente artículo, incluidas las normas relativas a la admisión y la 
participación de observadores y el pago de los gastos que ocasione la realización de esas actividades. 
4. La Conferencia de los Estados Parte concertará actividades, procedimientos y métodos de trabajo con 
miras a lograr los objetivos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo, y en particular: 
a) Facilitará las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 60 y 62 y a los 
capítulos II a V de la presente Convención, incluso promoviendo la aportación de contribuciones 
voluntarias; 
b) Facilitará el intercambio de información entre los Estados Parte sobre las modalidades y tendencias de 
la corrupción y sobre prácticas eficaces para prevenirla y combatirla, así como para la restitución del 
producto del delito, mediante, entre otras cosas, la publicación de la información pertinente mencionada 
en el 
presente artículo; 
c) Cooperará con organizaciones y mecanismos internacionales y regionales y organizaciones no 
gubernamentales pertinentes;  
d) Aprovechará adecuadamente la información pertinente elaborada por otros mecanismos 
internacionales y regionales encargados de combatir y prevenir la corrupción a fin de evitar una 
duplicación innecesaria de actividades; 
e) Examinará periódicamente la aplicación de la presente Convención por sus Estados Parte; 
f) Formulará recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación; 
g) Tomará nota de las necesidades de asistencia técnica de los Estados Parte con respecto a la aplicación 
de la presente Convención y recomendará las medidas que considere necesarias al respecto. 
5. A los efectos del párrafo 4 del presente artículo, la Conferencia de los Estados Parte obtendrá el 
necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades encontradas por los Estados Parte 
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en la aplicación de la presente Convención por conducto de la información que ellos le faciliten y de los 
demás mecanismos de examen que establezca la Conferencia de los Estados Parte. 
6. Cada Estado Parte proporcionará a la Conferencia de los Estados Parte información sobre sus 
programas, planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para 
aplicar la presente Convención, según lo requiera la Conferencia de los Estados Parte. La Conferencia de 
los Estados Parte tratará de determinar la manera más eficaz de recibir y procesar la información, 
incluida la que reciba de los Estados Parte y de organizaciones internacionales competentes. También se 
podrán considerar las aportaciones recibidas de organizaciones no gubernamentales pertinentes 
debidamente acreditadas conforme a 
los procedimientos acordados por la Conferencia de los Estados Parte.  
7. En cumplimiento de los párrafos 4 a 6 del presente artículo, la Conferencia de los Estados Parte 
establecerá, si lo considera necesario, un mecanismo u órgano apropiado para apoyar la aplicación 
efectiva de la presente Convención. 
Artículo 64 
Secretaría 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios a la 
Conferencia de los Estados Parte en la Convención. 
2. La secretaría: 
a) Prestará asistencia a la Conferencia de los Estados Parte en la realización de las actividades enunciadas 
en el artículo 63 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones de la Conferencia de los 
Estados Parte y les proporcionará los servicios necesarios; 
b) Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a la Conferencia 
de los Estados Parte según lo previsto en los párrafos 5 y 6 del artículo 63 de la presente Convención; y  
c) Velará por la coordinación necesaria con las secretarías de otras organizaciones internacionales y 
regionales pertinentes. 
Capítulo VIII 
Disposiciones finales 
Artículo 65 
Aplicación de la Convención 
1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para garantizar el 
cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención. 
2. Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la presente 
Convención a fin de prevenir y combatir la corrupción. 
Artículo 66 
Solución de controversias 
1. Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 
aplicación de la presente Convención mediante la negociación.  
2. Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de la 
presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo razonable 
deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses después de la fecha 
de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de acuerdo sobre la organización 
del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la controversia a la Corte Internacional de 
Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte. 
3. Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de la adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del 
presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente artículo 
respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva. 
4. El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artículo 
podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
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Artículo 67 
Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión 
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 9 al 11 de diciembre de 2003 
en Mérida, México, y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York hasta el 9 
de diciembre de 2005.  
2. La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organizaciones haya 
firmado la presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 
3. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miembros ha procedido de igual 
manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, esas organizaciones declararán el 
alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas 
organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su 
competencia. 
4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones regionales 
de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea Parte en la presente 
Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones regionales de integración económica 
declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente 
Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario cualquier modificación 
pertinente del alcance de su competencia. 
Artículo 68 
Entrada en vigor 
1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 
depositado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A los efectos del 
presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de integración económica 
no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros de tal organización. 
2. Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o apruebe la 
presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el trigésimo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará en vigor el trigésimo día 
después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado el instrumento pertinente o en la 
fecha de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presente artículo, si ésta es posterior. 
Artículo 69 
Enmienda 
1. Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los 
Estados Parte podrán proponer enmiendas y transmitirlas al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la Conferencia de los 
Estados Parte en la Convención para que la examinen y adopten una decisión al respecto. La Conferencia 
de los Estados Parte hará todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si se han agotado 
todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la 
enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y 
votantes en la reunión de la Conferencia de los Estados Parte. 
2. Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejercerán su 
derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número de sus Estados 
miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de 
voto si sus Estados miembros ejercen el suyo y viceversa. 
3. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.  
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4. Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda. 
5. Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expresado su 
consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposiciones de la presente 
Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen ratificado, aceptado o aprobado.  
Artículo 70 
Denuncia 
1. Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al Secretario 
General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Secretario General haya recibido la notificación. 
2. Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la presente 
Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros. 
Artículo 71 
Depositario e idiomas 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención. 
2. El original de la presente Convención, cuyo texto en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso es 
igualmente auténtico, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
Gobiernos, han firmado la presente Convención. 



OTRAS NORMAS DE INTERÉS 

Artículo 11.-Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a 
cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben 
prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la 
responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública en sentido amplio, estará 
sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente 
responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los 
medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas 
las instituciones públicas." (Así reformado por Ley N° 8003 del 8 de junio del 2000) 

Constitución Política 

 
ARTÍCULO 24.- Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones. 
Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de 
los habitantes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y reforma requerirá los votos de dos 
tercios de los Diputados de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los Tribunales de Justicia 
ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea absolutamente 
indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento. Igualmente, la ley determinará en 
cuáles casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar que se intervenga cualquier tipo de comunicación 
e 
indicará los delitos en cuya investigación podrá autorizarse el uso de esta potestad excepcional y durante 
cuánto tiempo. Asimismo, señalará las responsabilidades y sanciones en que incurrirán los funcionarios 
que apliquen ilegalmente esta excepción. Las resoluciones judiciales amparadas a esta norma deberán ser 
razonadas y podrán ejecutarse de inmediato. Su aplicación y control serán responsabilidad indelegable de 
la autoridad judicial. La ley fijará los casos en que los funcionarios competentes del Ministerio de 
Hacienda y de la Contraloría General de la República podrán revisar los libros de contabilidad y sus 
anexos para fines tributarios y para fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos. 
Una ley especial, aprobada por dos tercios del total de los Diputados, determinará cuáles otros órganos de 
la Administración Pública podrán revisar los documentos que esa ley señale en relación con el 
cumplimiento de sus competencias de regulación y vigilancia para conseguir fines públicos. Asimismo, 
indicará en qué casos procede esa revisión.  
No producirán efectos legales, la correspondencia que fuere sustraída ni la información obtenida como 
resultado de la intervención ilegal de cualquier comunicación. (Así reformado por ley No.7607 de 29 de 
mayo de 1996) 
 
ARTÍCULO 27.- Se garantiza la libertad de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier 
funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución. 
 
ARTÍCULO 29.- Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin 
previa censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los 
casos y del modo que la ley establezca. 
 
ARTÍCULO 30.- Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de 
información sobre asuntos de interés público. Quedan a salvo los secretos de Estado. 
 
ARTÍCULO 111.- Ningún Diputado podrá aceptar, después de juramentado, bajo pena de perder su 
credencial, cargo o empleo de los otros Poderes del Estado o de las instituciones autónomas, salvo 
cuando se trate de un Ministerio de Gobierno. En este caso se reincorporará a la Asamblea al cesar en sus 
funciones. Esta prohibición no rige para los que sean llamados a formar parte de delegaciones 
internacionales, ni para los que desempeñan cargos en instituciones de beneficencia, o sean catedráticos 
de la Universidad de Costa Rica o en otras instituciones de enseñanza superior del Estado. (Así 
reformado por ley No.5697 de 9 de junio de 1975) 
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ARTÍCULO 112.- La función legislativa es también incompatible con el ejercicio de todo otro cargo 
público de elección popular. Los Diputados no pueden celebrar, ni directa ni indirectamente, o por 
representación, contrato alguno con el Estado, ni obtener concesión de bienes públicos que implique 
privilegio, ni intervenir como directores, administradores o gerentes en empresas que contraten con el 
Estado, obras, suministros o explotación de servicios públicos.  
La violación a cualquiera de las prohibiciones consignadas en este artículo o en el anterior, producirá la 
pérdida de la credencial de  Diputado. Lo mismo ocurrirá si en el ejercicio de un Ministerio de Gobierno, 
el Diputado incurriere en alguna de esas prohibiciones. 
 
ARTÍCULO 113.- La ley fijará la asignación y las ayudas técnicas y administrativas que se acordaren 
para los diputados. (Así reformado por ley No.6960 de 1 de junio de 1984) 
 
ARTÍCULO 121.- Además de las otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde 
exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 
…23) Nombrar Comisiones de su seno para que investiguen cualquier asunto que la Asamblea les 
encomiende, y rindan el informe correspondiente. 
Las Comisiones tendrán libre acceso a todas las dependencias oficiales para realizar las investigaciones y 
recabar los datos que juzgue necesarios. Podrán recibir toda clase de pruebas y hacer comparecer ante sí a 
cualquier persona, con el objeto de interrogarla;  
24) Formular interpelaciones a los Ministros de Gobierno, y además, por dos tercios de votos presentes, 
censurar a los mismos funcionarios, cuando a juicio de la Asamblea fueren culpables de actos 
inconstitucionales o ilegales, o de errores graves que hayan causado o puedan causar perjuicio evidente a 
los intereses públicos.  
Se exceptúan de ambos casos, los asuntos en tramitación de carácter diplomático o que se refieran a 
operaciones militares pendientes. 
 
ARTÍCULO 143.- La función del Ministro es incompatible con el ejercicio de todo otro cargo público, 
sea o no de elección popular, salvo el caso de que leyes especiales les recarguen funciones. Son 
aplicables a los Ministros las reglas, prohibiciones y sanciones establecidas en los artículos 110, 111 y 
112 de esta Constitución, en lo conducente. 
Los Vicepresidentes de la República pueden desempeñar Ministerios. 
 
ARTÍCULO 144.- Los Ministros de Gobierno presentarán a la Asamblea Legislativa cada año, dentro de 
los primeros quince días del primer período de sesiones ordinarias, una memoria sobre los asuntos de su 
dependencia. 
 
ARTÍCULO 148.- El Presidente de la República será responsable del uso que hiciere de aquellas 
atribuciones que según esta Constitución le corresponden en forma exclusiva. Cada Ministro de Gobierno 
será conjuntamente responsable con el Presidente, respecto al ejercicio de las atribuciones que esta 
Constitución les otorga a ambos. La responsabilidad por los actos del Consejo de Gobierno alcanzará a 
todos los que hayan concurrido con su voto a dictar el acuerdo respectivo. 
 
ARTÍCULO 149.- El Presidente de la República, y el Ministro de Gobierno que hubieran participado en 
los actos que en seguida se indican, serán también conjuntamente responsables: 
1) Cuando comprometan en cualquier forma la libertad, la independencia política o la integridad 
territorial de la República; 
2) Cuando impidan o estorben directamente o indirectamente las elecciones populares, o atenten contra 
los principios de alternabilidad en el ejercicio de la Presidencia o de la libre sucesión presidencial, o 
contra la libertad, orden o pureza del sufragio; 
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3) Cuando impidan o estorben las funciones propias de la Asamblea Legislativa, o coarten su libertad e 
independencia; 
4) Cuando se nieguen a publicar o ejecutar las leyes y demás actos legislativos; 
5) Cuando impidan o estorben las funciones propias del Poder Judicial, o coarten a los Tribunales la 
libertad con que deben juzgar las causas sometidas a su decisión, o cuando obstaculicen en alguna forma 
las funciones que corresponden a los organismos electorales o a las Municipalidades; 
6) En todos los demás casos en que por acción u omisión viole el Poder Ejecutivo alguna ley expresa. 
Artículo 150.- La responsabilidad de quien ejerce la Presidencia de la República y de los Ministros de 
Gobierno por hechos que no impliquen delito, solo podrá reclamarse mientras se encuentren en el 
ejercicio de sus cargos y hasta cuatro años después de haber cesado en sus funciones (Así reformado por 
Ley N° 8004 del 22 de junio del 2000) 
 
ARTÍCULO 182.- Los contratos para la ejecución de obras públicas que celebren los Poderes del Estado, 
las Municipalidades y las instituciones autónomas, las compras que se hagan con fondos de esas 
entidades y las ventas o arrendamientos de bienes pertenecientes a las mismas, se harán mediante 
licitación, de acuerdo con la ley en cuanto al monto respectivo. 
 
ARTÍCULO 183.- La Contraloría General de la República es una institución auxiliar de la Asamblea 
Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública; pero tiene absoluta independencia funcional y 
administración en el desempeño de sus labores. 
La Contraloría está a cargo de un Contralor y un Subcontralor. Ambos funcionarios serán nombrados por 
la Asamblea Legislativa, dos años después de haberse iniciado el período presidencial, para un término 
de ocho años; pueden ser reelectos indefinidamente, y gozarán de las inmunidades y prerrogativas de los 
miembros de los Supremos Poderes. 
El Contralor y Subcontralor responden ante la Asamblea por el cumplimiento de sus funciones y pueden 
ser removidos por ella, mediante votación no menor de las dos terceras partes del total de sus miembros, 
si en el expediente creado al efecto se les comprobare ineptitud o procederes incorrectos. 
 
ARTÍCULO 184.- Son deberes y atribuciones de la Contraloría: 
1) Fiscalizar la ejecución y liquidación de los presupuestos ordinarios y extraordinarios de la República; 
No se emitirá ninguna orden de pago contra los fondos del Estado sino cuando el gasto respectivo haya 
sido visado por la Contraloría; ni constituirá obligación para el Estado la que no haya sido refrendada por 
ella; 
2) Examinar, aprobar o improbar los presupuestos de las Municipalidades e instituciones autónomas, y 
fiscalizar su ejecución y liquidación; 
3) Enviar anualmente a la Asamblea Legislativa, en su primera sesión ordinaria, una memoria del 
movimiento correspondiente al año económico anterior, con detalle de las labores del Contralor y 
exposición de las opiniones y sugestiones que éste considere necesarias para el mejor manejo de los 
fondos públicos; 
4) Examinar, glosar y fenecer las cuentas de las instituciones del Estado y de los funcionarios públicos; 
5) Las demás que esta Constitución o las leyes le asignen. 
 
Código Penal 
Artículo 216 Estafa 
Articulo 222 Administración Fraudulenta 
Artículo 223 apropiación o retención indebidas 
Artículo 224 apropiación irregular 
Artículo 229 bis Alteración de datos y sabotaje informático 
Artículo 245 Uso de información privilegiada 
Artículo 290 Infidelidad diplomática 
Artículo 310 usurpación de autoridad 
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Artículo 313 violación de la custodia de cosas 
Artículo 314 facilitación culposa 
Artículo 322 favorecimiento personal 
Artículo 325 favorecimiento real 
Artículo 329 quebrantamiento de inhabilitación 
Artículo 331 abuso de autoridad 
Artículo 332 incumplimiento de deberes 
Artículo 337 nombramientos ilegales 
Artículo 339 divulgación de secretos 
Artículo 340 cohecho impropio 
Artículo 341 cohecho propio 
Artículo 342 corrupación agravada 
Artículo 343 aceptación de dádivas por acto cumplido 
Artículo 343 bis ofrecimiento u otorgamiento de dádiva o de retribución 
Artículo 344 corrupción de jueces (aplica en procedimientos administrativos) 
Artículo 345 penalidad de corruptor (modificado en la Ley contra la Corrupción y el enriquecimiento 
ilícito) 
Artículo 346 Enriquecimiento ilícito (derogado por Ley contra la Corrupción en forma expresa 
únicamente el  inciso 3, deberá analizarse si se produje derogaroria táctita porque el nuevo tipo penal de 
enriquecimiento ilícito no comprende las mismas conductas que señala este artículo) 
Artículo 347 negociaciones incompatibles 
Artículo 348 concusión 
Artículo 349 exacción ilegal 
Artículo 350 prevaricato 
Artículos 351 y 352 en relación con 353 patrocinio infiel o doble representación de asesores y demás 
funcionarios encargados de emitir su dictamen ante las autoridades. 
Artículo 354 Peculado (reformado por ley contra corrupción...) 
Artículo 355 facilición culposa de sustracciones 
Artículo 356 malversación (modificado por ley contra la corrupción...) 
Artículo 356 bis peculado y malversación de fondos privados 
Artículo 357 demora injustificada de pagos 

Otros 
Ley General de la Administración Pública, Ley 6227. 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley 7428. 
Ley de Contratación Administrativa, Ley 7494  y su reglamento. 
Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, Ley 8131 y su reglamento. 
Manuel de normas generales de control interno, M-1-2002-CO-DDI de Contraloría General de la 
República. 
 

artículo 358 prevee inhabilitación judicial para delitos cometidos por funcionarios públicos 
Capítulo de falsificación de documentos artículos 359 a 365 
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